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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra de Planificación, señora Paula Quintana Meléndez, y el Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- El acta de la sesión 5ª, ordinaria, en 31 de marzo del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veinte de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dieciséis primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar para alterar la competencia de los tribunales militares y suprimir la pena de muerte (boletín N° 5.159-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros (boletín N° 5.849-15).


3.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza con el fin de regular la oferta de carreras impartidas por instituciones de educación superior autónomas (boletín N° 5.688-04).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria en cuanto a los sistemas solares térmicos (boletín N° 6.174-05).


5.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



7.- Proyecto que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (boletín N° 5.887-06).


8.- Proyecto de reforma de la Carta, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11).



10.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo y modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (boletín N° 5.687-23).


11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (boletín N° 5.343-01).


12.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (boletín N° 5.012-03).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (boletín N° 3.994-02).


14.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación, en relación con el arrendamiento al extranjero de naves nacionales a casco desnudo (boletín N° 5.258-02).



15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (boletín N° 5.434-13).


16.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (boletín N° 5.719-14).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación (boletín N° 6.433-05).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (boletín N° 6.392-09).



Con el penúltimo hace presente la urgencia, calificada de “simple”, acerca del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir en la legislación nacional el maltrato al adulto mayor (boletines números 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18 y 4.167-18, refundidos).



--Se tienen en cuenta las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para resguardar el derecho a la igualdad en las remuneraciones (boletín Nº 4.356-13).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que prestó su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación (boletín N° 6.433-05) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que modifica distintos cuerpos legales con el objeto de mejorar las condiciones de financiamiento para personas y empresas (boletín N° 6.437-05) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada acerca del proyecto de ley que introduce enmiendas en el Código Penal en lo concerniente a la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública (boletín N° 5.725-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los dos siguientes remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de la parte final del inciso primero del artículo 171 del Código Sanitario.



--Se toma conocimiento.



Con el cuarto remite copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tres del señor Ministro de Hacienda:



Con los dos primeros da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Navarro, referidos, uno, a las medidas adoptadas por el Ejecutivo para estimular el empleo y el crecimiento en nuestro país, y el otro, a los problemas que han afectado a quienes prestan servicios de camiones en el puerto de Iquique y en la ZOFRI.



Con el tercero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Muñoz Barra, relativo a la crisis agrícola que aqueja a la Novena Región.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, respecto al plan de estímulo fiscal anunciado por Su Excelencia la Presidenta de la República.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la crítica situación que viven los pescadores artesanales de la Región de Aisén.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Cantero, referido a los sistemas de gas domiciliario en Antofagasta.



Del señor Subdirector del Servicio Nacional del Consumidor, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo al impedimento que una persona incluida en DICOM tendría para obtener el beneficio del denominado “capital semilla”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (boletín N° 5.971-17) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 3).


De las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria respecto de los sistemas solares térmicos (boletín N° 6.174-05) (con urgencia calificada de “simple”). (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, acerca del Protocolo a la Convención relativo a las prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que pueden considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados sobre los restos explosivos de guerra (boletín N° 5.972-10). (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Zaldívar y Bianchi, con la que inician un proyecto de ley que sanciona con pena privativa de libertad las conductas contra la libre competencia en los mercados que indica (boletín N° 6.442-03). (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Economía.

Comunicaciones


De la Comisión de Salud, con la que informa que eligió Presidente al Senador señor Ruiz-Esquide.



De la Comisión de Derechos Humanos, mediante la cual comunica que eligió Presidente al Honorable señor Sabag.



--Se toma conocimiento.

Solicitudes de permiso constitucional



De los Senadores señores Letelier, Naranjo y Pizarro, para ausentarse del país a contar de los días 3, 5 y 6 de abril de 2009, respectivamente.



--Se otorgan los permisos solicitados.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la Comisión de Obras Públicas solicita prorrogar hasta el lunes 27 de abril -de vuelta de la semana regional- el plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre servicios sanitarios rurales, que vence el lunes 13.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------(
El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, pido recabar autorización de la Sala para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto sobre fortalecimiento de la persecución penal de los atentados y amenazas contra fiscales del Ministerio Público y defensores penales.

El señor NOVOA (Presidente).- Hay un acuerdo de los Comités respecto de esa materia, señor Senador.

El señor ESPINA.- Gracias.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1) Discutir en las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, en general y en particular a la vez, el proyecto sobre mejoramiento de las condiciones de financiamiento para personas y empresas, y tratarlo en la sesión ordinaria de mañana si ya estuviere informado.



2) Autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que discuta en general y en particular a la vez, en el primer informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre fortalecimiento de la persecución penal de los atentados y amenazas contra fiscales del Ministerio Público y defensores penales.



3) Levantar la sesión ordinaria del martes próximo al término del Orden del Día y citar de inmediato a una sesión especial de dos horas para analizar la situación de la industria farmacéutica en Chile.

)---------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, le ruego solicitar la anuencia de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda tratar en general y en particular, en el primer informe, el proyecto que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece diversas normas acerca de los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, que tiene urgencia calificada de “suma”.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Así se acuerda.

)---------(
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, hemos conversado con el titular de la Comisión de Economía, y nos parece que, dada la complejidad del proyecto sobre el denominado “Estatuto pyme”, es necesario ampliar el plazo para formular indicaciones hasta el primer lunes después de la semana regional, o sea, hasta el 27 de abril.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma planteada.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA
RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL A PUEBLOS INDÍGENAS
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde pronunciarse en general acerca de dos proyectos de reforma de la Carta (iniciados en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, el primero, y en mensaje, el segundo) sobre reconocimiento del aporte de los pueblos originarios, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, urgencia calificada de “suma” y votación aplazada. 

--Los antecedentes sobre el primer proyecto (5324-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero).

En primer trámite, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.
--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (5522-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En primer trámite, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.


Discusión:



Sesiones 1ª y 2ª, en 11 y 17 de marzo de 2009 (queda pendiente su discusión general); 4ª, en 18 de marzo de 2009 (se aplaza su votación).
El señor NOVOA (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión del miércoles 18 de marzo último se declaró cerrado el debate.



Lo que se pondrá en votación figura en la columna central del boletín comparado que Sus Señorías tienen en los escritorios.



Cabe hacer notar que para la aprobación de esta reforma constitucional se requieren 23 votos conformes.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito autorización para postergar la votación general de esta iniciativa y pasar al segundo proyecto de la tabla, ya que en este momento no hay 23 Senadores en el Hemiciclo.

El señor OMINAMI.- ¿Se podrá fundar el voto en la primera iniciativa, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).-  Sí, Su Señoría.

El señor OMINAMI.- Muchas gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en los términos planteados por la Mesa.



--Así se acuerda.

TIPIFICACIÓN DE DELITOS DE LESA HUMANIDAD,

GENOCIDIO Y CRÍMENES DE GUERRA
El señor NOVOA (Presidente).- Según lo recién acordado, corresponde proseguir la discusión del proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide, que tipifica los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6406-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide).

En primer trámite, sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 5ª, en 31 de marzo de 2009.


Discusión:



Sesión 6ª, en 1 de abril de 2009 (queda para segunda discusión).
El señor NOVOA (Presidente).-  Tiene la palabra el señor  Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Constitución discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Pizarro.



Cabe destacar que el artículo 43 es orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se precisan los votos favorables de 20 señores Senadores.



Por último, debo hacer presente que en la sesión del miércoles 1º de abril recién pasado el Comité Renovación Nacional solicitó segunda discusión.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, informo respecto de esta iniciativa, originada en moción, que tipifica en nuestra legislación los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra.



Debo señalar en primer término que años atrás Chile suscribió el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional.



Para los efectos de ratificar dicho instrumento, algunos parlamentarios expresaron que se necesitaba una modificación constitucional, por cuanto el referido instrumento establece que hechos ocurridos en nuestro país pueden, en forma subsidiaria, ser juzgados por una corte penal internacional. Por lo tanto, en su concepto, era requisito reformar la Carta Fundamental con el propósito de permitir la delegación de jurisdicción chilena a tribunales extranjeros.



Los señores parlamentarios que recurrieron por la inconstitucionalidad que implicaba no efectuar previamente una reforma al Texto Fundamental tuvieron razón: el Tribunal Constitucional señaló la necesidad de una enmienda a la Carta.



Con fecha 4 de octubre de 2005, el entonces Canciller, don Ignacio Walker, le solicitó a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado avanzar en la reforma constitucional que permitiría al Estado ratificar el Tratado que incorpora a Chile a la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.



Los miembros del mencionado órgano técnico, de manera unánime, coincidieron en un texto legal que implicaba que nuestro país, en forma subsidiaria -y ya explicaré qué significa esto-, le entregaba a dicha Corte, en determinados casos, la posibilidad de juzgar tales delitos.



El Gobierno de la época asumió dos compromisos.



El primero, que era imprescindible tipificar en nuestra legislación los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra.



Y el segundo, que para tal efecto, por tratarse de una materia extraordinariamente compleja, se conformaría una mesa de trabajo, con penalistas del Gobierno y de la Alianza, para elaborar un texto que reuniera todos los requisitos desde el punto de vista penal a fin de que la tipificación en comento guardara armonía con las normas existentes en nuestro país.



Recuerdo que tales compromisos fueron asumidos por la Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso.



Tuvieron que pasar más de tres años para que ellos fueran cumplidos.



Finalmente, se formó un equipo de trabajo y se consensuó un texto, que fue patrocinado por los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Senadores Gómez, Larraín, Muñoz Aburto, Ruiz-Esquide -Su Señoría estuvo presente en esa oportunidad- y quien habla.



La tipificación de tales delitos es un requisito previo que Chile debe cumplir para que posteriormente se proceda a la modificación constitucional. Aprobada esta, se da el paso de la ratificación del Tratado sobre creación de la Corte Penal Internacional.



¿Cuál es el efecto práctico de tipificar en nuestro ordenamiento jurídico los referidos delitos con relación a la Corte Penal Internacional?



La regla general del Estatuto de Roma es que rige la legislación de cada país para juzgar los hechos ocurridos en su territorio. Es decir, si delitos de tanta gravedad como los de lesa humanidad, el genocidio o los crímenes de guerra están tipificados y sancionados en nuestro ordenamiento, serán juzgados por los tribunales chilenos, conforme a aquella regla general.



Sin embargo, se establecen ciertas hipótesis en que los tribunales nacionales no operan. Por tanto, solo subsidiariamente surge la posibilidad de que tales conductas sean juzgadas por la Corte Penal Internacional. Y ahí comienza la delegación de jurisdicción, pues juzgará un tribunal distinto del nacional.



¿Cuáles son los requisitos? Que no exista ejercicio de la jurisdicción en el propio país o que este no se encuentre en condiciones efectivas de ejercerla o no esté realmente dispuesto a ejercerla. Se trata de casos de denegación de justicia.



La normativa apunta a que, si se han cometido crímenes que violan brutalmente los derechos humanos -como los ya señalados- y un país se niega a juzgar hechos de tal gravedad comprobándose que ello se debe a que no existen tribunales o, simplemente, a que no quiere hacerlo, entonces surge, en forma subsidiaria, la posibilidad de recurrir a organismos jurisdiccionales de índole internacional.



Pero el Estatuto de Roma establece claramente qué sucede cuando es ratificado: determina que solo pueden ser juzgados por la Corte Penal Internacional los hechos que ocurran con posterioridad a la promulgación de la ley respectiva por cada Estado. De manera que no rige respecto de hechos del pasado, sino del futuro. Los acontecidos previamente se someten a las normas vigentes al momento en que tuvieron lugar.



Entonces, queda precisado que las atribuciones de la Corte se refieren a hechos futuros. ¿A partir de cuándo revisten ese carácter? En nuestro caso, desde que se lleva a cabo la ratificación y se promulga el instrumento como ley de la República.



¿Qué características especiales tienen los delitos de que se trata? Respecto de ellos, la acción penal y la pena no prescriben, lo que constituye una alteración de la regla general. Pero, dada la gravedad que presentan, se ha estimado que la norma es correcta, pues no resulta razonable que exista la prescripción respecto de graves violaciones a los derechos humanos si una de las causas por las cuales interviene la Corte Penal Internacional es precisamente el establecimiento de denegación de justicia en el país donde se registran. Sería contrario al principio de la prescripción, si se ha denegado justicia, que se admitiera la extinción de la responsabilidad penal por el transcurso de determinado plazo desde el momento en que se cometen los ilícitos.



En consecuencia, la iniciativa en examen constituye un avance importantísimo en la modernización de nuestra legislación; tipifica delitos de extrema gravedad, como son los crímenes de lesa humanidad, genocidio y crímenes y delitos de guerra; dispone que sus normas solo rigen respecto de hechos futuros, no pasados; establece la no prescripción de esos delitos y señala que entra en vigencia en el momento en que se promulgue la ley respectiva.



Por estas razones, señor Presidente, la Comisión de Constitución aprobó en forma unánime la moción, y sugiere a la Sala que obre en igual forma, con el propósito de que pueda ser ley de la República cuanto antes.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la semana pasada el Senado inició la discusión del proyecto que tipifica los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra. Anuncio desde ahora mi voto a favor del texto, porque entiendo que busca no solo perfeccionar nuestra legislación penal interna, sino también adecuarla a las disposiciones de la Corte Penal Internacional, cuya aprobación todavía se encuentra pendiente en nuestro país. Es evidente que la sanción a los ilícitos mencionados debe quedar expresamente establecida en nuestro ordenamiento, como paso previo imprescindible para la ratificación por Chile del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, que castiga tales conductas.



Me parece que este tipo de delitos debe ser objeto de sanción penal por la comunidad mundial en forma permanente, sin plazo de prescripción. Solo de esa manera se puede contribuir a desalentar cualquier conducta aventurera que quiera orientar su acción por estos caminos equivocados, que no solo generan el rechazo de la inmensa mayoría de los Estados, sino también sanciones ejemplarizadoras.



En primer lugar, se definen como crímenes de lesa humanidad las acciones que se lleven a cabo como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y que este responda a una política del Estado o de sus agentes, de bandas armadas que se organicen bajo un mando y ejerzan control sobre un territorio hasta el punto de efectuar operaciones militares, o de grupos con un poder tal que actúen en total impunidad.



Se consideran las penas de presidio mayor en su grado mínimo (cinco años y un día a diez años) hasta perpetuo calificado para quienes sean responsables de este tipo de delitos, según si sus ataques deriven en muerte, mutilación, deterioro de la salud física o mental, aborto, esclavitud, violación, privación de alimentos o medicinas, tortura, desaparición forzada de personas, entre otras consecuencias.



En cuanto al genocidio, en seguida, se califica así a todo acto que se realice para destruir total o parcialmente a un grupo étnico, racial, religioso o nacional. Se proponen sanciones desde presidio mayor en su grado mínimo a presidio perpetuo calificado para quienes caigan en este tipo de conductas. Cabe observar que se contempla el mismo castigo máximo y mínimo que para los crímenes de lesa humanidad.



También se disponen penas específicas para la conspiración y asociación ilícita que tengan como objetivo la comisión de crímenes de lesa humanidad o genocidio. 



Del mismo modo, se estiman delitos diversos actos que se pudieran cometer en un conflicto armado, sea interno o externo, con las distinciones correspondientes a uno y otro.



Asimismo, se establece la responsabilidad que les cabe a quienes, en su calidad de autoridades o jefes militares, no impidan la comisión de un delito determinado, estando ello en sus manos. Determinada la responsabilidad, serán sancionados en calidad de autores.



Me parece del más alto interés y conveniencia que se precise que los delitos de los cuales se ocupa el articulado tienen carácter imprescriptible, de modo que siempre se podrá aplicar a los responsables las penas que contempla la legislación vigente.



Tal como indican los autores de la iniciativa -los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide-, esta responde a lo expresado en el propio Preámbulo del Estatuto de Roma, conforme al cual es deber de todo Estado Parte ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales. Es interesante también la prevención que hacen a continuación, al reafirmar que, “en virtud del principio de complementariedad, la competencia de la Corte Penal Internacional sobre los mismos es subsidiaria o complementaria, pues la jurisdicción en primer término pertenece a los Estados.”.



Queda claro, en consecuencia, que son los Estados los primeros llamados a ejercer jurisdicción respecto de estos crímenes. Para evitar cualquier duda o suspicacia, en la parte introductoria de la moción se aclara que la Corte sólo asumirá competencia en los casos en que no exista ejercicio de la jurisdicción por parte del propio Estado, cuando éste no se halle en condiciones objetivas de ejercerla o no se encuentre realmente dispuesto a hacerlo.



Por lo demás, bien sabemos que el proyecto es una respuesta práctica a la voluntad y acuerdo de diversos sectores del espectro político nacional en el sentido de ratificar el Tratado de Roma.



Es del caso recordar que, en sentencia de abril de 2002, el Tribunal Constitucional advirtió que para que nuestro país pudiera adherir al Tratado era necesaria una reforma ad hoc de la Carta. En respuesta a ello, el Gobierno de la época envió a trámite la correspondiente iniciativa de reforma.



Aparte lo anterior, diversos proyectos buscaron tipificar los delitos que eran de competencia de la Corte Penal Internacional. En el curso de su tramitación legislativa se presentaron análisis en Derecho de destacados jurisconsultos y, en especial, de académicos de Derecho Internacional. El propio Gobierno, en 2008, se hizo cargo de las críticas surgidas y presentó una indicación sustitutiva. Buscaba con ello disipar las dudas, en particular dotando a la ley en trámite de la suficiente autonomía, acorde con la especial naturaleza de los delitos contemplados y los bienes jurídicos en juego. La Oposición, por su parte, también participó en el debate presentando numerosas indicaciones.

El señor NOVOA (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador.

El señor SABAG.- Concluyo en un minuto, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor SABAG.- Como consecuencia de la amplia y rica discusión democrática que tuvo lugar, los diversos sectores políticos trabajaron en la elaboración de un nuevo texto que recogiera las indicaciones e inquietudes de todos ellos. Se formó una comisión de amplia representación, que dio como fruto, después de un largo proceso de maduración, el texto que hoy tenemos la oportunidad de analizar y aprobar para situar a Chile en la avanzada de los países que han decidido unirse para combatir los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra, tanto dentro de la propia legislación como en el ámbito internacional, a través de la Corte Penal a que se ha hecho referencia.



Anuncio, por cierto, mi voto favorable a la iniciativa.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, nos encontramos frente a un asunto de extraordinaria importancia, y, en consecuencia, me parece que vale la pena resaltar el proceso que al final ha conducido a que esta Corporación lo esté conociendo hoy día.



Por lo mismo, dado que la primera iniciativa sobre el particular -incluso alcanzó a ser aprobada en general- fue presentada por los Senadores señores Viera Gallo y Naranjo, es justo reconocer su preocupación en un momento en que no mediaban, quizás, los acuerdos actuales al respecto. Gracias a esa determinación y a su buena disposición para dar paso al articulado que nos ocupa es posible alcanzar un consenso que nos pondrá en una muy importante posición para diversos efectos.



Lo primero que considero necesario consignar es que nos encontramos ante delitos de tal envergadura y gravedad, como los crímenes de lesa humanidad y de guerra y el genocidio, que, en cierto sentido, extraña que hasta la fecha no se hubiese legislado sobre ellos dentro de nuestro ordenamiento jurídico, con independencia de lo que ahora lo ha hecho exigible, como lo es la aprobación del Estatuto de Roma y las demás situaciones registradas.



A mi juicio, la regulación correspondiente presenta un valor propio, una justificación en sí misma, dada la gravedad de dichas conductas, revistiendo absoluta vigencia, aunque sean muy excepcionales, su incorporación a las materias tipificadas por la ley. Quizás llama la atención que, habiendo transcurrido tanto tiempo y suscitándose tanta discusión en las últimas décadas sobre cuestiones de esta naturaleza, no lo hayamos hecho con antelación.



Pero enhorabuena que la exigencia de llegar al acuerdo que permitirá ratificar el tratado que crea la Corte Penal Internacional nos pusiera en este caso y que después de un proceso largo e importante tengamos un proyecto de ley sobre el particular.



Ahora, tal como lo expresó mi Honorable colega Espina, Presidente de la Comisión de Constitución, en la introducción del tema, las normas son necesarias por dos motivos. Primero, porque así lo convinimos en 2005, en dicho órgano técnico, con el entonces Canciller, señor Ignacio Walker, para dar paso a la exigencia establecida por el Tribunal Constitucional en el sentido de que, en forma previa a la aprobación del tratado de la Corte Penal Internacional, se requería reformar la Carta. Pero en esa oportunidad advertimos, además, que antes se requería seguir el camino de incorporar a nuestra legislación estas conductas, sancionadas dura y fuertemente, para hacer posible el siguiente paso.



Y lo anterior, por una razón adicional, que ya se explicó, pero que vale la pena subrayar. Se precisa una ley, no solo para cumplir el acuerdo político, sino porque de lo contrario se generaría un efecto que no es razonable, por lo menos para un país como el nuestro, para nuestro Estado de Derecho. Si suscribiéramos y ratificáramos el tratado que crea la Corte Penal Internacional y no tuviésemos tipificados los delitos, ese tribunal podría tener jurisdicción directa cada vez que alguno de ellos se cometiera en Chile. Quizás es una hipótesis que nunca se verificará, pero igualmente se debe prever.



Y, en ese sentido, habría una limitación de nuestra soberanía o un endoso de ella a un tribunal internacional, en circunstancias de que en el caso de que se trata debieran intervenir siempre primero los tribunales nacionales. El principio sobre el cual se halla construido el propio Estatuto de Roma es el de la complementariedad -es decir, el de la actuación en subsidio cuando nuestra legislación no opera por alguna deficiencia; cuando los tribunales no pueden ejercer su jurisdicción u omiten hacerlo-, pero supone la existencia de una legislación nacional que tipifica los delitos y de tribunales que funcionan. Y si ello ocurre, entonces la Corte no actúa.



Sobre esa base, era razonable, por lo tanto, tipificar los delitos que nos ocupan, para lograr que operara el tratado en su sentido más genuino -o sea, como jurisdicción complementaria- y evitar una jurisdicción directa sobre hechos que ocurriesen en nuestro territorio, lo cual siempre generaría conflictos con la soberanía jurisdiccional de los tribunales establecida por la Carta, que fue precisamente lo que se objetó y recogió en el fallo del Tribunal Constitucional que se ha mencionado.



Por eso, las normas en estudio revisten importancia en sí mismas, pero, además, para lograr la vigencia del Estatuto de Roma, al objeto de cumplir un acuerdo político, y para que la jurisdicción chilena siempre sea soberana, de modo que solo cuando nosotros lo determinemos pueda tener lugar, por razones de complementariedad, la acción de un tribunal externo, cualquiera que sea su jerarquía o importancia.



En sí, el proyecto, como ya se mencionó -no repetiré lo señalado por quienes me antecedieron en el uso de la palabra-, es fruto de un acuerdo transversal. Se ha trabajado muy intensamente a partir de la normativa original, de los Senadores señores Naranjo y Viera Gallo; de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, y de aquellas de la misma índole formuladas por un grupo de Senadores de estas bancadas, las cuales generaron un acervo de materias que nos permitieron pensar que había voluntad para legislar y puntos que, bien tratados por los especialistas, podían hacer posible la coincidencia que se precisaba.



De hecho, así ocurrió, y logramos constituir equipos técnicos del Gobierno y de la Alianza que estuvieron trabajando durante bastante tiempo. Fueron encabezados por el profesor Enrique Cury, ex ministro de la Corte Suprema y destacado profesor de Derecho Penal. Participaron también distintas personalidades. Y deseo resaltar el aporte de los abogados Giovanni Calderón y Rodrigo Yánez, quienes, junto a otros profesionales, nos representaron en la discusión y deben ser destacados por la importante labor que cumplieron en la consecución del acuerdo.



Algunas materias, ciertamente, son complejas, delicadas y susceptibles de interpretaciones diversas. Para evitar estas últimas y conseguir que no se produjera ninguna interferencia indebida en los procesos que hoy día se siguen o cualquier mala interpretación que pudiese afectar nuestra tarea legislativa, se llegó al acuerdo aludido, que finalmente se concretó en una moción que fue presentada por quienes desde la Comisión de Constitución participamos en su desarrollo.


Creo que la iniciativa representa un paso importantísimo y, una vez aprobada, permitirá sancionar la reforma constitucional tendiente a habilitar al Estado de Chile para ratificar el Estatuto de Roma, para luego entrar de lleno a analizarlo. Nos referiremos a él y a sus alcances en el momento adecuado.



Debemos destacar, sí, que ese Tratado constituye un avance significativo dentro del contexto de América Latina. Somos el único país que no lo ha firmado. Es cierto que muchas naciones de la mayor envergadura tampoco lo han suscrito, como el propio Estados Unidos. Sin embargo, la tendencia contemporánea es ir abriendo espacio a esas instancias, debidamente reguladas y acotadas para que no se produzca superposición jurisdiccional, a fin de que delitos de tal gravedad nunca queden impunes.



Por eso, señor Presidente, nosotros vamos a apoyar el proyecto. Creemos que implica dar un paso muy importante en la tipificación de los delitos de que se trata y en la consolidación de estas materias a nivel internacional.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, dado que estamos con el quórum justo, se cerrará el debate y se abrirá la votación, pero manteniéndose el tiempo de quince minutos para el Senador que estaba inscrito.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.


--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero. 

El señor ROMERO.- Señor Presidente, voy a tratar de ser breve, porque no quiero repetir lo ya dicho.



Resalto que en este asunto se produjo un encuentro de voluntades en distintas Comisiones. Aquí se ha destacado, con legitimidad, la participación que le correspondió a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y no me cabe la menor duda de que así fue. Sin embargo, la cuestión se originó en la Comisión de Relaciones Exteriores. Gracias a una acción conjunta -el Ministro señor Viera-Gallo fue testigo-, particularmente con el Senador señor Gazmuri, establecimos una suerte de programa para intentar destrabar la iniciativa pertinente, que se encontraba prácticamente inerte desde el punto de vista legislativo.



Fue así como decidimos, incluso, conocer la realidad de la Corte Penal Internacional. Accediendo a una invitación que se nos formulara por algunos países europeos, con el Honorable señor Larraín concurrimos a la sede de dicho Tribunal, en La Haya. Al regresar, dimos cuenta en el Senado de esa visita y de la experiencia que recogimos al conversar con distintos jueces que lo integran, con miembros de la Fiscalía, con abogados, etcétera.



Cabe precisar que se cumplió exactamente un cronograma, donde esta Alta Cámara se convirtió, una vez más, en lugar de encuentro para un gran acuerdo. Si no hubiese mediado esa voluntad, todo lo que hemos progresado para llegar a este punto no habría sido posible.



Deseo destacar la labor realizada por los organismos que participaron en el estudio de la normativa  -ya se mencionó a los abogados Rodrigo Yáñez, del Instituto Libertad, y Giovanni Calderón, de la Fundación Jaime Guzmán- y expresar que nosotros en todo momento buscamos una fórmula seria, responsable, que, sin afectar los términos de la soberanía -para preservarla debemos ser cuidadosos tanto en esta como en otras materias-, nos permitiera ir avanzando. 



Por eso hoy día estamos en condiciones de prestar nuestra aprobación al texto que nos ocupa.



Gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la idea de legislar (23 votos), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala y nadie desea formular indicaciones, el proyecto también quedará aprobado en particular.



--Con la misma votación, se aprueba en particular la iniciativa y queda despachada en este trámite.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solicito agregar mi voto a favor.

El señor GIRARDI.- También el mío.

El señor NOVOA (Presidente).- Se deja constancia del pronunciamiento positivo de los Honorables señores Ruiz-Esquide y Girardi.
RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL A PUEBLOS INDÍGENAS
El señor NOVOA (Presidente).- Se encuentra pendiente la votación del proyecto de reforma a la Carta Fundamental sobre reconocimiento constitucional a los pueblos originarios, cuya relación se hizo al inicio de la sesión.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor CANTERO.- Señor Presidente, la iniciativa busca abrir un espacio de diálogo, reflexión, acuerdos y consultas para otorgar el reconocimiento constitucional a los pueblos indígenas de Chile.



Voto a favor, en el entendido de que se iniciarán un debate y una reflexión plurales, donde todos los sectores tendrán la oportunidad de exponer sus puntos de vista, y de que el Ejecutivo cumplirá con los procesos que se establecen en los convenios internacionales.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, antes de votar he pensado mucho sobre la materia; he escuchado múltiples opiniones; he tratado de informarme; he leído diversos textos, con diferentes argumentaciones.



En mi opinión, hay que reconocer que la iniciativa tiene un problema de origen: su falta de sintonía con los representantes de los sectores más directamente involucrados, constituidos por nuestros pueblos originarios. Tiene algo de despotismo ilustrado esta propuesta -y no es una cuestión trivial-, al contar con la opinión en contra de las comunidades a las cuales se intenta beneficiar.



Sin embargo, señor Presidente, voy a votar a favor, porque creo que no se puede pasar por alto la posibilidad que se ha abierto de resolver una reivindicación histórica: el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas, que hasta hace poco tiempo aparecía como algo absolutamente imposible en el Senado. 



Se ha producido un cambio muy significativo al interior de la Oposición, que permite generar la relación de fuerzas para aprobar la reforma. Ha quedado atrás lo que, a mi juicio, era un rechazo visceral al reconocimiento constitucional de las comunidades originarias.



Podría quedar atrás, también, la idea de un tratamiento puramente represivo de los problemas aquí planteados.



Cabe advertir, además, que se trata solo de la aprobación en general del proyecto y que existe la probabilidad objetiva de mejorar el texto. En tal sentido, es relevante el compromiso suscrito por el Gobierno con el país, con el Senado y con el Relator Especial de las Naciones Unidas en orden a generar un nuevo proceso de consultas, de suerte de perfeccionar el articulado en su discusión en particular.



Por último, señor Presidente, hago presente que el reconocimiento constitucional referido, con todos los mejoramientos de que pueda ser objeto en el trámite de segundo informe, debe ir acompañado de una política coherente y eficaz en este ámbito.



Las comunidades de nuestros distintos pueblos originarios muchas veces no rechazan el texto de un determinado proyecto de ley, sino una política carente de preocupación, una política de exclusión. 



Es fundamental mejorar tal política. Por buena que resulte la reforma que se apruebe, la ausencia de una política que acompañe todo ese esfuerzo puede terminar haciéndolo relativamente ineficaz.



Tengo fresco el recuerdo de la insistencia de muchos sectores para que no aprobáramos el Convenio Nº 169. Y también surgieron bastantes dudas respecto de si era o no apropiado hacerlo en ese momento. Yo lo voté favorablemente. Creo que fue una buena decisión. En la actualidad, gracias a dicha aprobación, este Convenio se encuentra incorporado a nuestro bagaje jurídico y, en mi opinión, otro tanto va a ocurrir con el reconocimiento constitucional que hoy día votamos en general, normativa que espero sea mejorada durante la discusión particular.



Voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, a mi juicio, estamos dando un gran paso, porque nos hallamos en un proceso inclusivo que reconoce que hay diferencias al interior de nuestro país y que tenemos raíces distintas, lo que, en consecuencia, nos obliga a todos -¡absolutamente a todos!- a admitir dicha realidad.



Dicho reconocimiento debe hacerse contando con la opinión de quienes recibirán el beneficio. La permisividad que otorgará el texto constitucional para dictar leyes a su favor tiene el propósito de sacarlos del estado en que muchos de ellos se encuentran.



Señor Presidente, sé que la señora Ministra no puede hacer uso de la palabra durante la votación. Por eso, quiero hacer presente que ella se comprometió a hacer una consulta a los pueblos originarios, con el fin de conocer su opinión respecto del texto e incorporar las modificaciones que de aquella resultaren.



He pedido intervenir para solicitar que el plazo para la presentación de indicaciones exceda los dos meses que, según me señaló la Secretaria de Estado, va a durar el proceso de consulta, con la finalidad de contar con la debida participación de todos los pueblos originarios de Chile y, así, discutir de manera informada, con las indicaciones que se formulen, a partir del resultado de dicho proceso. 



Por ello, señor Presidente, espero que el plazo que se fije permita cumplir con el trámite correspondiente.



El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la deuda con los pueblos indígenas es tal vez de las mayores que tiene la sociedad chilena. Probablemente, sea la más dramática y la más vergonzosa. 



Hemos tenido una política sistemática no solamente de discriminación, sino casi de genocidio respecto de nuestras etnias, las cuales, lamentablemente, han ido desapareciendo en forma paulatina de la faz de la tierra.



A mi juicio, todas las exclusiones son dramáticas, pero esta es la mayor de todas, porque, además, los pueblos indígenas son los más pobres entre los pobres.



Nosotros, como sociedad, hemos hecho de la lucha contra la pobreza, por considerarla una de las exclusiones más vergonzosas, una prioridad. Pero en ese ámbito los pueblos indígenas son los más pobres; es decir, son los doblemente discriminados. 



Además, sufren la pérdida o falta de reconocimiento de su identidad, de su lengua, de sus tradiciones.



Considero importante lo que está ocurriendo aquí, porque en la mirada del mundo de la Derecha normalmente este asunto había sido secundario y no valorado. Aprecio que hoy constituya un elemento de preocupación y que comience a ser, para algunos señores Senadores y otros parlamentarios, una materia de interés prioritario.



Así vamos avanzando.



Ya aprobamos el Convenio Nº 169 de la OIT. 



En mi opinión, en quienes han impulsado esta iniciativa -más allá de que no coincida con ellos en distintos puntos de vista- existe un interés genuino por el mundo indígena, que debemos valorar. Se trata de parlamentarios de zonas donde se presentan las más grandes contradicciones y los mayores problemas. 



Por eso resulta necesario discutir el proyecto y permitir que el objeto y sujeto de esa política sea parte del debate. Sería muy paradójico que la opinión del sujeto-objeto de la iniciativa (a quienes queremos darles derechos) no fuera considerada. 



Me gustaría que, además de esta, aprobáramos otras normativas. El problema del mundo indígena no es solo de pobreza, de falta de identidad y de reconocimiento, sino también de carácter político. 



Llegará el día en que esta sociedad será capaz de reconocer y permitir una representación indígena en el Congreso. Ojalá, en el futuro haya un padrón electoral indígena para que un porcentaje de los miembros del Parlamento sea elegido por los pueblos originarios, que, por lo demás, han hecho -y lo seguirán haciendo- un aporte muy importante a la historia, a la identidad nacional, y son fundamentales para la convivencia futura.



Los problemas más graves de resolver en el planeta son los étnicos y los religiosos, porque generan rivalidades brutales en la sociedad. Lo hemos visto en la confrontación entre el mundo judío y el mundo islámico musulmán; hemos presenciado en la península de los Balcanes cómo la guerra entre Serbia y Montenegro destruyó comunidades y pueblos enteros. Si no enfrentamos la situación, estaremos tirándole bencina al fuego y construyendo un problema que ninguna sociedad ha sido capaz de resolver en el mundo.



Por lo tanto, siento que esta es una de las mayores tareas que enfrenta la sociedad chilena, una de las más importantes, de las más trascendentes, de las más profundas, de las más complejas.



En consecuencia, señor Presidente, porque se trata de una iniciativa que al menos plantea el problema, porque la han impulsado parlamentarios que hace tiempo no mostraban interés en esta materia y hoy les preocupa y han hecho propuestas, voto a favor la idea de legislar y espero que en la discusión en particular se incorpore una visión más robusta, profunda, amplia acerca de lo que tiene que ser una política verdadera, auténtica, de inclusión de los pueblos originarios.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, ¡me siento muy emocionado con las expresiones vertidas desde las bancas de enfrente haciendo un verdadero panegírico a su representatividad en esos sectores…!



En primer lugar, valoro la apertura que muestran hoy para aprobar un proyecto que no ha sido patrocinado por alguno de sus miembros, que dicen ser representativos de los intereses de los afectados.



Hago presente que la preocupación que hemos tenido al respecto ha sido permanente. Y no se trata solo de nuestra preocupación. Si Sus Señorías revisan los anales de la República, podrán verificar quiénes han sido los representantes con mayor votación en las zonas donde habitan los sectores que, según ustedes, nosotros trataríamos con una suerte de despotismo ilustrado. Seguramente se encontrarán con una sorpresa: las grandes mayorías siempre han sido de sectores que creen en la libertad, que creen en el orden y que creen en el desarrollo de este país en forma sana. 



Eso es un hecho. Ubiquen cualquier etapa en la historia de Chile y se darán cuenta de esa sorprendente -para ustedes, no para nosotros- realidad.



Recuerdo al cacique Venancio Coñuepán. Se acordarán también algunos Senadores que hoy me miran atentamente mientras realizo mi exposición. Pues bien, Coñuepán era conservador, por si alguien tenía reservas respecto de su filiación. Y podría seguir nombrándoles a muchísimos dirigentes que, con mucho honor, han representado los principios de libertad, orden y progreso. Porque aquí nadie es dueño de estas ideas, de estas iniciativas.



El respaldo que hoy recibimos no es sino la consecuencia de una auténtica vocación por entender correctamente cuáles son los signos de la historia de estos pueblos originarios, etnias, o como se desee llamar. Lo que ellos quieren es compartir como chilenos, pero sanamente, un destino común.



Por eso, señor Presidente, me siento muy halagado de haber patrocinado, junto con Senadores de estas bancadas, el proyecto de reforma constitucional en análisis, por medio del cual, en definitiva, reconocemos el aporte de los pueblos originarios a la conformación de nuestra gran nación chilena.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, al igual que el Senador señor Ominami, tenía ciertas dudas respecto al proyecto -lo digo muy francamente-, y no solo por el hecho, bastante importante, de no haberse consultado adecuadamente a las distintas expresiones de los pueblos originarios. 


Creo que hemos cometido un error. Me parece que los mismos autores de la iniciativa podrían haber impulsado un tipo de encuesta más allá de la formalidad de invitar a miembros de las etnias a la Comisión. Hubiese sido más trascendente participar de las reuniones masivas celebradas no solo por las etnias más numerosas -particularmente aquella de la Novena Región, la mapuche-, sino por otras menores, que no poseen mayor significación, pero que también tienen su parecer acerca del proceso de integración en nuestro país durante su historia.



No obstante, pienso que el no haber actuado de esa forma es un error menor de todos nosotros, por no generar las condiciones para que ello ocurriera. Con ocasión de otras leyes lo hicimos, y bien. Por ejemplo, consultamos prácticamente a todos los municipios a raíz de proyectos relativos a los estatutos del sistema municipal chileno.



Mi preocupación máxima a propósito de la reforma en análisis radica en que mediante ella no se resuelve un problema que es  histórico, independiente de cómo se hayan representado políticamente los pueblos originarios en nuestro medio.



Por cierto, tengo determinada posición respecto de la participación de los pueblos originarios en la guerra de la Independencia, donde hubo visiones distintas entre los criollos -entre comillas- y aquellos. Eso se consigna en la historia de nuestra emancipación, escrita no por mí sino por Diego Barros Arana.



Pero, al margen de aquello, pienso que el problema fundamental -no adecuadamente resuelto, por lo cual votaré a favor para mejorar lo propuesto durante la discusión particular- es el de la tierra. Pueblo originario es igual a tierra,  o tierra dice relación a pueblos originarios. No hay una simbiosis mayor en la historia nacional.



Lo anterior no únicamente porque a la llegada del conquistador ellos eran los propietarios. En efecto, el hecho histórico es que -si se quiere mirar desde el punto de vista del Derecho positivo- eran los dueños de la tierra, del territorio nacional, desde el valle del Copiapó hasta el seno del Reloncaví, o desde otras latitudes, porque da lo mismo.



El asunto no se encuentra debidamente resuelto. Y estimo que constituye uno de los factores que genera mayor tensión, en particular con el pueblo mapuche.



Lo importante sería que el Senado, a propósito de la unanimidad que advierto en el análisis de esta materia, pudiera avanzar al respecto.



De lo contrario, no tendremos una relación de interculturalidad, que es lo que creo busca el proyecto. La iniciativa ya no solo persigue el reconocimiento -que en sí mismo ya es un hecho positivo desde el punto de vista del Derecho, y particularmente si lo establecemos en la Constitución-, sino que tiene una virtud. Y me felicito de que los Senadores que lo patrocinaron también lo hayan entendido así. Estamos ante una iniciativa de inter y de multiculturalidad. Es decir, por primera vez, entendemos que la nación chilena es bastante más rica y no solo en el pueblo criollo, sino en el de etnias, que durante los 200 años que vamos a cumplir han sido un factor fundamental para el desarrollo de nuestra nacionalidad. Y eso es muy trascendente.



Lo anterior no estaría debidamente resuelto si no solucionamos lo de la tierra. No digo que la Ley Indígena -aprobada también por mayoría durante el Gobierno del ex Presidente Aylwin- no apunte en esa dirección. Lo hace bien y adecuadamente, pero resulta del todo insuficiente.



Pienso que el Ejecutivo  y ojalá los candidatos a la Presidencia de la República -algunos de los cuales se encuentran acá- debieran adquirir el compromiso de alcanzar, en un próximo período, un acuerdo sustantivo para resolver el problema de la tierra, que es la única manera en que se logrará una integración real de los pueblos originarios a la nación chilena.



Ello no se conseguirá mientras no se sientan depositarios de la tierra. Y no solo en una etnia, como algunos lo consideran, sino en todas las del país, particularmente en el norte de Chile. 


Hay un problema de la tierra que podría ser resuelto no solo por el Estado, sino por el conjunto de instituciones relacionadas con esta materia.



Tenía dudas respecto a este tema en especial. Me iba a abstener de votar. Pero creo que nos encontramos ante un proyecto que efectivamente avanza. Y si podemos incorporar las modificaciones que estimamos conveniente introducir, votaré favorablemente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, debido a cierta incomprensión producida en cuanto a la importancia de aprobar la idea de legislar respecto del reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas, utilizaré los cinco minutos de fundamento del voto para reiterar las ideas que señalé en mi primera intervención.



En lo personal, me sentiría profundamente violentado si me dejara llevar por la transitoria antipatía o rechazo que en este momento pudiese existir en figuras respetables y significativas del mundo indígena. Ello, porque considero que el proyecto resulta en verdad un avance importante, que abre un espacio real para legislar acerca de una materia sobre la cual no ha habido acuerdo durante veinte años.



En consecuencia, creo que cometería una falta no solo política, sino también moral -por el temor a una antipatía transitoria en un número significativo de interlocutores-, si rechazara  y dejara pasar una ocasión esperada durante mucho tiempo -desde que se reinstaló el Parlamento en democracia, en 1990-, y que después de  diecinueve años se puede concretar.



Este no es el punto final del proceso. Estamos aprobando la idea de legislar con relación al reconocimiento constitucional. Y espero que durante la discusión del segundo informe podamos recoger las opiniones y realizar las consultas necesarias con los interlocutores indígenas en general, y del pueblo mapuche en particular, a fin de arribar a un grado de acuerdo y de consenso mayor al actual.



Pongamos las cosas en su debido orden: si hoy no aprobamos la idea de legislar por falta de quórum, no habrá discusión particular. Es decir, si se rechaza, simplemente se dejará pasar una ocasión preciosa, y quedaríamos a la espera de que se reabra en el futuro, en un plazo indeterminado, una instancia similar a la actual.



Por lo tanto , siento que tengo una responsabilidad profunda, por representar una zona en que existen comunidades indígenas importantes e influyentes, por ejemplo la de los representantes del pueblo huilliche en Chiloé; por haber sido Diputado por Arauco, y por haber conversado en innumerables ocasiones con las comunidades mapuches acerca de la necesidad del reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas.



Pienso que faltaría a mí mismo si me dejara llevar por las opiniones que ponen el acento en los grados insuficientes de consulta que ha habido. Abordamos un tema que durante veinte años ha estado en el centro de la atención indígena. Fue una de las materias recurrentes y una de las demandas principales de los pueblos originarios de todo el territorio en el encuentro de Nueva Imperial, realizado poco antes de la elección de la actual Presidenta, Michelle Bachelet. 


Me parece que estamos simplemente actuando en concordancia y con coherencia respecto de un compromiso contraído a lo largo de las diferentes legislaturas desde el restablecimiento de la democracia, en 1990.



Por cierto, nuestra obligación será respetar en la discusión en particular la necesidad de un acuerdo que involucre a esos interlocutores, que hoy tienen una opinión lejana, distante o de rechazo, y que se pueda, en consecuencia, contar también con la opinión favorable de ellos cuando llegue la hora de aprobar el texto definitivo de esta reforma.



Por lo tanto, voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en esta materia no podemos vivir apegados a una visión sesgada de la historia y de nuestra sociedad, en el sentido de ver solo las diferencias como antagonismos para producir una suerte de roce social y sacar algún dividendo político. Creo que ver esto de esa manera es absolutamente mezquino y está sujeto a algo que, desde luego, nadie quiere en esta Sala.



Chile, en aymara, significa “confín helado”, si lo miramos por el norte. En el sur, se encuentran los huilliches, los yaganes, los kawashkar y los onas, pueblos originarios todos que le han dado gran diversidad y rica historia a nuestro país.



En verdad, aquí se han recordado hechos recientes; pero ya don Bernardo O’Higgins, orgullosamente, señalaba la diversidad del pueblo chileno. Y admiraba a los mapuches, pehuenches y diaguitas en forma absolutamente explícita. Era otra sociedad, a la que se miraba de distinta manera.  Hoy, en esta diversidad, estamos aprendiendo o reaprendiendo todas sus características desde el punto de vista de la cultura, de la medicina y, en lo que dice relación con el Ejército, de las prácticas guerreras. Todo esto enriquece nuestro patrimonio en forma realmente espectacular.



También no podemos desconocer que el genocidio de los pueblos originarios de que se habla se debió en gran medida a los gérmenes que traían los conquistadores, ni siquiera a las armas ni a la religión u otras cosas. Científicamente se ha probado que las enfermedades diezmaron a los pueblos originarios.



América es un crisol en que se han fundido distintos pueblos y personas. Incluso algunas cercanas a nosotros llegaron desde Europa, como consecuencia de los conflictos mundiales que se originaron en ella. De ese modo, este crisol ha enriquecido nuestra cultura.



Creo que estamos en presencia de una iniciativa realmente loable y oportuna -nunca es tarde para lo bueno-, y me alegro de que la estemos votando a favor.



En cuanto a las consultas planteadas, para eso está la instancia de la discusión particular, en donde todos serán convenientemente escuchados.



Voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me permitiré dar lectura a un comunicado hecho llegar a los señores Senadores -no sé si alguien lo ha mencionado-, del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de los indígenas, señor James Anaya.



El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, desea comunicar su posición acerca de la propuesta de reforma constitucional relativa a los derechos de los pueblos indígenas a votarse hoy en la sesión plenaria del Senado de la República de Chile, en vista a la información publicada en la prensa al respecto.



“Contrario a lo que se ha informado en algunos medios de prensa de hoy día”, destacó el Relator Especial, “no he expresado mi aval a la propuesta de reforma constitucional. Más bien en conversaciones y comunicaciones sostenidas con el Gobierno, he expresado mi preocupación por algunos aspectos de la propuesta, sobre todo la falta de un consenso con las organizaciones y dirigentes indígenas del país.”.



“El Relator Especial observa que el 10 de abril de 2008, ante la Comisión de Constitución del Senado, más de cuarenta dirigentes y representantes indígenas de todo el país, expresaron su desacuerdo con el proyecto de reforma constitucional y solicitaron un proceso de consulta previa.”.



Durante su visita, el Relator ha tenido reuniones con varias organizaciones indígenas. Hoy se reunirá con la Presidenta Michelle Bachelet, por lo cual la Ministra señora Paula Quintana se ha retirado de la sesión.



En su declaración, el Relator Especial exhorta al Gobierno y a los miembros del Congreso chileno a escuchar las voces de los representantes de las organizaciones indígenas, quienes han solicitado un proceso de consulta respecto de sus derechos antes de aprobar cualquier reforma definitiva de la Constitución, con el objeto de asegurar que ella esté acorde con el Convenio 169 y con otros instrumentos internacionales pertinentes.



Está claro que Chile está en la mira internacional como consecuencia de una política errática en materia de reconocimiento de determinados derechos -particularmente los que rigen en el mundo- planteada por quienes en esta Sala, por mucho tiempo, han creído que el indigenismo es una moda cuando se convierte en materia de Derecho Internacional permanente en todos los foros políticos del mundo.



Considero que tras diecinueve años de debatir esta reforma, nuevamente se excluye a las comunidades indígenas. Aquí hay un pecado original, como se lo acabo de decir a la señora Ministra. 



Me abstendré, porque quiero una norma constitucional que contenga el parecer de los pueblos originarios de Chile. 



En el informe no aparecen las opiniones de las organizaciones invitadas, por lo que no he podido revisarlas. 



Deseo que, a la luz de una consulta informada, democrática, amplia y participativa, podamos conocer cuál es la forma que los indígenas anhelan ver consignada en la Carta Fundamental.



Somos una de las dos naciones de América del Sur en las que aún no tienen reconocimiento constitucional estos pueblos. Esto pasa porque hay fantasmas, como el de creer que eso significa crear un Estado dentro de otro. También está el de la llamada “autonomía”.



Debo decir que los derechos de los pueblos originarios de Chile no constituyen una amenaza ni fantasmas, sino una gran oportunidad para lograr su desarrollo multicultural y, particularmente, el productivo, social, político y espiritual en nuestra patria.



Me voy a abstener de votar, a la espera de la consulta que se va a realizar en un lapso de dos meses, tiempo que considero muy limitado para poder efectuarla en términos amplios y debatidos.



No hay que ir a los pueblos originarios a informarlos sobre lo que el Senado va a votar favorablemente hoy día, sino que se les debe pedir su opinión sobre la reforma constitucional que desean ver plasmada en la Carta Fundamental que los representa, porque como chilenos siguen rigiéndose por ella y  por nuestra bandera y símbolos patrios.



La consulta no puede ser un mero censo ni debe ser guiada. Tiene que haber un mecanismo que respete los derechos internacionales, particularmente los expresados en el Convenio 169. 



Pero, lamentablemente, hemos procedido al revés.



En su oportunidad, conversamos con la señora Ministra sobre este punto. Si hubiéramos hecho la consulta, nos encontraríamos votando en el Senado una reforma consensuada o no consensuada, pero dando cumplimiento a la legislación internacional a lo que Chile se comprometió cuando aprobó el mencionado Convenio.



Me voy a abstener en el convencimiento de que nuestro país requiere una reforma constitucional que reconozca a los pueblos originarios. Pero ese reconocimiento debe hacerse previa consulta a dichos pueblos.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, votaré a favor del proyecto de reforma constitucional, porque creo que las razones que han dado los demás señores Senadores son lo suficientemente fuertes como para no tener que reforzarlas.



Nadie puede creer que Chile no comprenda a los pueblos originarios. Obviamente, debe hacerlo, pues ellos, históricamente, fueron  los primeros que ocuparon el territorio. No sabemos si antes hubo otros, pero por lo menos cuando el país se abrió a la civilización universal, evidentemente, aquellos eran los dueños.



Todo el proceso posterior es un asunto que merece un análisis diferente. 



Hoy existe un grupo muy importante de personas nacidas en el territorio nacional -llamadas etnias-, de distinta naturaleza y origen, que requieren ser reconocidas no solo en su aporte al desarrollo de Chile, sino en los programas necesarios para lograrlo en el futuro. Pero nos encontramos con tres o cuatro dificultades.



La primera, por desgracia, dice relación a que ha sido el desarrollo de los países provenientes del otro lado del mundo, el que por ser naturalmente distinto, ha producido una diferencia en cuanto a capacidad para alcanzarlo. 



Hoy, como se ha dicho aquí, los pueblos originarios en Chile son los más pobres de los pobres. Esa es una realidad.



Respecto de ellos, no se ha entendido algo muy importante: la visión que tienen sobre la vida, sobre el valor de las cosas, sobre la tenencia de las cosas, sobre lo que significa la tierra. Entonces, se hace muy difícil que se acoplen a la visión mucho más pragmática de quienes no pertenecen a ese mundo.



Esto no es de ahora ni ocurre solo aquí. En diversas  partes del mundo, se generan diferencias y situaciones como las que aquí conocemos.



Tal vez la más extraña y distinta que he visto es la de Nueva Zelandia, donde se ha acordado, como una forma de tratar el tema, que las colonias no indígenas de esa nación sean arrendatarias de las tierras.



Es una fórmula que ha dado cierto resultado; es bastante antigua y no sé si podría aplicarse en determinados aspectos.



El tercer punto, señor Presidente, se refiere a cómo tratar la situación de los pueblos originarios en temas más especiales y específicos. 



En ese sentido, lo primero que debo decir es que comparto lo manifestado por quien me antecedió en el uso de la palabra, el Senador señor Núñez, en orden a que el problema de los indígenas es, básicamente, el de la tierra. 



Solo teniendo en consideración aquello es posible comenzar a resolver algunas materias.



Segundo, hay involucrado un asunto de identidad y de respeto. No solo se trata de una cuestión asistencial, pues no se satisfacen con la entrega de elementos para poder vivir mejor. Requieren ser comprendidos de par a par.



Creo que las experiencias que se están teniendo en el Alto Biobío pueden servir para discutir mejor el punto. Si bien es cierto eso no ha funcionado como yo hubiera querido, hay ahí, sin embargo, una fórmula bastante buena de participación, de respeto de derechos.



Existe asimismo un aspecto de carácter político que a mi juicio también debe ser tomado en consideración. Se reclama su falta de participación como autoridad, específicamente en el Parlamento.



Estimo que en el momento de discutir en particular esta iniciativa se debería estudiar tal posibilidad. Se han planteado distintas fórmulas y es factible llegar a un acuerdo sobre el particular.



Pero lo que estamos haciendo aquí es, naturalmente, lo primero que se requiere, es decir, darles de manera explícita sentido de identidad, de chilenos, igual como todos los demás.



Para terminar, un par de observaciones con respecto a lo que se ha expuesto en la Sala.



La primera se refiere a lo manifestado por un señor Senador en cuanto a que la presente reforma no servirá mayormente en la medida en que no recoja la opinión de los pueblos originarios.



Se me acabó el tiempo, señor Presidente. ¿Me puede conceder un minuto más?
El señor NOVOA (Presidente).- Solo un minuto, señor Senador, porque estamos en la fundamentación de voto. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchísimas gracias.



Tal como lo hemos discutido muchas veces en el Senado, o avanzamos poco a poco, paso a paso, pero avanzamos, o nos ponemos a esperar una solución de un solo acto que, como en tantas otras oportunidades, resultaría bastante contradictoria, porque, en vez de ayudar, significaría terminar retrocediendo.



Por eso, me acojo también a lo expresado por la señora Ministra en lo concerniente a la realización de una consulta en los próximos dos meses que permita considerar, junto a los ya aprobados por el Senado, los puntos de vista de los pueblos originarios, que es lo que varios señores Senadores estamos reclamando.



Voto que sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina, último orador inscrito.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no quiero reiterar los argumentos de mi primer discurso, sino hacerme cargo de algunas opiniones que se han vertido en el Hemiciclo.



En primer lugar, deseo señalar que durante la tramitación de este proyecto en la Comisión de Constitución tuvieron la oportunidad de opinar 66 organizaciones de los pueblos originarios. Dudo que existan otras iniciativas donde haya participado tan alto número de agrupaciones interesadas en dar a conocer sus planteamientos.



Para la convocatoria de los participantes colaboró MIDEPLAN, el Gobierno. Se hizo un catastro y se facilitó que representantes del norte, del sur y de la zona central pudieran expresar su opinión.



Creo no equivocarme si digo que las audiencias se extendieron al menos dos meses, con sesiones de ocho o nueve horas de duración.



Por lo tanto, sostener que el debate de esta reforma se ha realizado sin consultar a las comunidades de los pueblos originarios me parece un profundo error. Eso no quita que se consulte más, tantas veces como se estime necesario. Pero no puedo dejar pasar que en la historia fidedigna de la ley quede la impresión de que aquí se ha legislado entre cuatro paredes o de que, simplemente, no se ha consultado a nadie.



Hubo -repito- un amplio período de consultas. De la Región de La Araucanía vinieron numerosas organizaciones; también de la Décima, de la Octava, de la Primera y la Segunda, de la Duodécima.


En consecuencia, señor Presidente, quiero dejar sentado ese punto como un aspecto esencial en la tramitación del proyecto.



Es obvio que una reforma constitucional de esta naturaleza no resuelve todos los problemas de los pueblos originarios, ni soluciona las dificultades que se les presentan hoy para la entrega de sus tierras, lo cual, lamentablemente, se sigue haciendo mediante una fórmula muy defectuosa que, lejos de favorecer a las comunidades mapuches -conozco bien la realidad de mi Región-, las ha terminado perjudicando. Tampoco resuelve los problemas sociales pendientes, vinculados con altísimos grados de pobreza e indigencia y, en no pocas ocasiones, con las formas de discriminación en que se las trata. Pero, sin duda, constituye el avance más grande en la democracia chilena en materia constitucional relativa a los pueblos originarios, mucho más de lo que nadie imaginó hace tres años, porque contempla aspectos que nunca estuvieron incorporados en ninguno de los proyectos presentados en los años 90, 91, 92 y 95.



La iniciativa en votación fue consensuada y trabajada no solo por los parlamentarios que la patrocinamos, sino también -nobleza obliga- por los integrantes de la Comisión de Constitución y por el propio Gobierno, que ha estudiado el tema con el Ministro señor Viera-Gallo. 



Por eso yo, que paso 15 días al mes recorriendo las comunidades mapuches de la Región de la Araucanía -trabajo con más de 600 de ellas-, donde hemos tenido una demostración de apoyo contundente en las elecciones democráticas realizadas -no pretendo politizar el asunto, porque no tendría ningún sentido-, puedo afirmar que, al hablar con dichas comunidades, uno se da cuenta de que el texto de la reforma, más allá de algunas imperfecciones, satisface a la inmensa mayoría.



Por lo tanto, que el Relator de las Naciones Unidas, luego de permanecer 48 horas en el país, …
El señor ROMERO.- ¡Va a escribir un libro…!

El señor ESPINA.- … emita un juicio respecto de lo que piensan las comunidades mapuches, porque se reunió con dos organizaciones de las 3 mil que existen en La Araucanía, me parece, por decir lo menos, una audacia, si no una imprudencia incalificable de quien prejuzga antes de conocer  las comunidades.



Arrogarse su representación es muy fácil. Sin embargo, lo que realmente importa es saber qué piensan, cuál es su sensibilidad, para lo cual se necesita trabajar con ellas muchas horas en terreno. Y, cuando uno lo hace, se da cuenta de que sienten que este texto legal puede perfeccionarse, pero que es una base muy superior a lo que ha existido en el pasado.



Está terminando mi tiempo, señor Presidente. Le ruego que me conceda un minuto más para finalizar mi intervención.

El señor NOVOA (Presidente).- Bien, señor Senador.

El señor ESPINA.- Gracias, señor Presidente.



Y digo que la reforma es superior, por lo siguiente.



Primero, habla no solo del reconocimiento de los pueblos originarios, sino, por primera vez, del derecho a “conservar, fortalecer y desarrollar su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones”; más aún, establece que “podrán organizar su vida de acuerdo a sus costumbres”. 



Igualmente, fortalece el recurso de protección a que tienen derecho. ¡Esta sí que es una norma que ayuda de verdad a evitar la discriminación y la arbitrariedad, pues los deja más protegidos frente a la Justicia cuando sean objeto de alguna situación de esa índole!


Luego, no solo se refiere, también por primera vez, a la protección de la propiedad sobre sus tierras, sino que además extiende la garantía a “sus derechos de aprovechamiento de aguas”.



Entonces, ¡por favor!, estamos ante un avance enorme en relación a lo que ha existido.



Como bajo ninguna circunstancia vamos a sacar adelante la reforma con una confrontación Gobierno-Oposición -no se lograrían los votos suficientes para alcanzar la amplia mayoría requerida-, espero que en las indicaciones que se presenten consensuemos una aspiración legítima de los pueblos originarios, cual es obtener el reconocimiento que se merecen en nuestra Constitución.



Por lo tanto, señor Presidente, llamamos a votar a favor de la iniciativa, que representa un avance muy importante. Ojalá que pronto sea una realidad y no se entrampe en el camino por querer lograr, cada uno, algo distinto de lo que las propias comunidades realmente desean. 



Agradezco a todos quienes la apoyen, por cuanto -reitero- su aprobación necesita un alto quórum y, por ende, un amplio consenso dentro del Senado.


Voto que sí.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos favorables y una abstención), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde fijar plazo para la presentación de indicaciones.
El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, tal como señalé -y esto lo conversé con el Ministro señor Viera-Gallo y la Ministra señora Quintana-, se llevará a cabo un proceso de consulta a las comunidades, el que tomará alrededor de dos meses. 



En razón de lo anterior, ellos me sugirieron un plazo de 75 días, el cual, si se contara desde hoy, se extendería hasta el 29 de junio. 

El señor NOVOA (Presidente).- Pero ese día es feriado. Tendría que ser hasta el 6 de julio.

El señor ESPINA.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- La tiene, Su Señoría. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, por supuesto que soy partidario de que exista un tiempo para que las comunidades vuelvan a opinar en la Comisión, pero, francamente, me parece que dos meses es un exceso.



De acuerdo a nuestra institucionalidad, se puede establecer un plazo prudente, el cual se puede ampliar tantas veces como sea necesario. No tengo ningún inconveniente en ello, pero dos meses me huele a pretender paralizar el proyecto. 



¡Si quieren, sesionamos en Temocuicui, localidad a la que puede asistir el Senador Navarro, para que la conozca…! ¡Podemos ir a Ercilla, donde le puedo presentar al Alcalde y a la mayoría de los concejales de la Alianza…! ¡Podemos ir a Angol, a Collipulli, a Mininco, a Pailahueque, para que conozca las comunidades en terreno…! ¡Lo invito feliz, para que vea cómo opinan, qué hacen y qué piensan…! 



En consecuencia, señor Presidente, creo que dos meses es un exceso en una materia de esta naturaleza. Yo sugiero un plazo menor. Y si no se alcanzan a recibir todas las opiniones -y en eso comparto el espíritu manifestado por el Senador…

El señor VÁSQUEZ.- ¡Es una consulta nacional!

El señor ESPINA.- Yo no tengo ningún problema en que se efectúe una consulta nacional. No obstante, considero que un mes es un plazo suficiente, con el compromiso de extenderlo las veces que sea necesario. Solo pido establecer un lapso que permita que el proyecto siga avanzando. Porque existe un compromiso con las comunidades: que la iniciativa sea una realidad.



Por eso, me parece que un mes es un tiempo adecuado. Y, como digo, si es indispensable, puede irse ampliando. Si no, van a transcurrir dos meses, al cabo de los cuales se van a pedir dos meses más, con lo que finalmente la reforma terminará guardada en un escritorio.

El señor NOVOA (Presidente).- El señor Ministro ha pedido la palabra.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco la muy significativa votación del Senado al proyecto, la cual, como varios señores Senadores indicaron, es además histórica, pues, por distintos motivos, había un desencuentro que impedía que la situación avanzara.



En segundo lugar, quiero señalar que este lunes sostuve una reunión con el Relator Especial de las Naciones Unidas, donde el principal tema de discusión fue exactamente este. Él expresó que su mayor interés era encontrar alguna fórmula que posibilitara  una más amplia participación de las comunidades indígenas. 



Por eso, tal como indicó la señora Ministra de MIDEPLAN -quien se retiró de la Sala porque debía entrevistarse con el Relator y la señora Presidenta de la República-, el Gobierno está dispuesto a hacer una consulta, en pos de lograr una fórmula de mayor participación. 



Si se lee atentamente la declaración del Relator, se verá que en ningún momento se pronuncia a favor o en contra del proyecto. Solamente pide que se realice una consulta, que el Gobierno está dispuesto a efectuar.



Por lo demás, tal como lo conversamos con él, no existen estándares internacionales para el reconocimiento de los pueblos indígenas. Hay muchas fórmulas en distintos países de América Latina y del mundo. Lo único importante es que se tome en cuenta el avance de los derechos de los pueblos indígenas en el Derecho Internacional.



En ese sentido, pensamos que el texto consensuado constituye una muy buena base para perfeccionar la normativa en la discusión particular.



El Gobierno, al igual que el Senador señor Espina, no quiere que la iniciativa detenga su tramitación, pero sí desea que se efectúe la consulta, cuyo resultado se puede volcar en el Senado o en la Cámara de Diputados. Lo relevante es que ella se haga -el Ejecutivo la va a llevar a cabo- y se avance en el reconocimiento de los pueblos autóctonos.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, creo que el Senador señor Espina está equivocado respecto del tipo de consulta que se va a hacer. No se trata de invitar, una vez más, a las organizaciones indígenas de Chile a la Comisión de Constitución del Senado, porque ya fueron escuchadas por dicho órgano técnico. El problema es que no se las ha tomado en consideración.



Según los estándares del Convenio N° 169 de la OIT, la consulta debe tener carácter territorial y realizarse a lo largo de todo el país. La idea es que las opiniones recogidas puedan ser representadas por sus dirigentes, una vez más, en la Cámara Alta, buscando su incorporación en el debate. Y el plazo para ello no puede estar dado por los tiempos del Senado, sino por las facilidades que brinde MIDEPLAN y, particularmente, la Conadi.



Esta última entidad desarrolla actualmente una consulta en todo el país sobre el proyecto de ley que busca incorporar una cuota estamental de parlamentarios indígenas al Congreso Nacional. Y hay observaciones a la metodología utilizada, porque se trata de algo que se está haciendo por primera vez.



Por eso, el ritmo y los tiempos deben ir de la mano con la incorporación de los resultados de la consulta que a nivel nacional desarrolle MIDEPLAN y la Conadi, que esperamos que esta vez sí considere la opinión de las comunidades de todo el país.



Por lo tanto, ese es el plazo que debiera esperar el Senado. 



Aunque la iniciativa consta de un solo artículo, no soy partidario de iniciar el debate de las indicaciones presentadas por los señores Senadores sin tener a la vista las opiniones de las comunidades y pueblos originarios.



En consecuencia, habría que concordar un término prudente con el MIDEPLAN. A mí me interesa que esta materia se debata, con la salvaguardia de que participen y sean escuchadas las comunidades indígenas. 



Por eso, señor Presidente, no sé si estamos en condiciones de establecer ahora un plazo, pero, si se fijara uno, deberíamos quedar abiertos permanentemente -como sugirió el Senador señor Espina- para ampliarlo hasta que se subsanara la exigencia básica, como es consultar a las comunidades indígenas, tal como lo determina el Convenio N° 169.



El Senador señor Espina me está pidiendo una interrupción.

El señor NOVOA (Presidente).- Perdón, señor Senador. La Mesa desea hacer una proposición.



En primer lugar, es absolutamente indispensable fijar un plazo para presentar indicaciones.

El señor NAVARRO.- Correcto

El señor NOVOA (Presidente).- De lo contrario, el proyecto se entendería aprobado en general y en particular.



En segundo lugar, respetando el sentido de lo que plantea el Honorable señor Navarro, quiero hacer notar que el ritmo del Senado no puede estar supeditado a lo que decida la Conadi o el Poder Ejecutivo, porque no corresponde.



Por lo tanto, la Mesa sugiere establecer un plazo de 30 días y, tal como lo plantea el Senador señor Espina, prorrogarlo, si así lo resolviera la Sala, a la espera de los resultados de la consulta o de la realización de determinadas audiencias. Siempre habrá buena disposición para ello. 



En tal virtud, sugiero fijar plazo para presentar indicaciones hasta el 11 de mayo y, en esa fecha, resolver si se justifica o no una prórroga, la que, en caso de respuesta positiva, no me cabe la menor duda de que la Sala otorgará.



¿Habría acuerdo?

El señor NAVARRO.- Sí, por supuesto.

El señor ESPINA.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, estamos de acuerdo con lo planteado. 



Simplemente quiero dejar constancia -porque después los hechos se tergiversan fuera del Parlamento, y esto no se lo imputo a ningún señor Senador en particular- de que nosotros somos partidarios y queremos que se consulte a las comunidades indígenas. Es bueno escuchar su voz y saber qué piensan.

El señor NOVOA (Presidente).- Bien.



Si no hubiera objeción, se adoptaría acuerdo en el sentido señalado.



--Se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 11 de mayo, a las 12.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, fijado ya el plazo para presentar indicaciones, la Comisión de Constitución propone refundir los boletines N°s. 5.324-07 y 5.522-07, que se encuentran en primer trámite constitucional, y archivar el proyecto de reforma constitucional que proviene de la Cámara de Diputados, correspondiente al boletín N° 4.069-07, previo acuerdo de esa Corporación.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)---------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción de los Honorables señores Novoa, Bianchi y Núñez, con la que inician un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado para adecuarlo a la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. ( boletín N° S 1162-09) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, la iniciativa tendría que estar lista antes del 20.

El señor NOVOA (Presidente).- Si la Comisión la analiza mañana temprano, se podría ver en la sesión ordinaria de la tarde.

REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (4716-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 9 de julio de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 5ª, en 31 de marzo de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es desarrollar la denominada agenda de probidad, transparencia, modernización y calidad de la política, estableciendo en la Carta Fundamental las siguientes materias:



1) Obligación del Presidente de la República y de las demás autoridades, señalada en una ley orgánica constitucional, de declarar sus intereses y patrimonio en forma pública; 



2) Obligación de las mismas autoridades de encomendar la administración de sus bienes y obligaciones a un tercero y de transferir la propiedad de todo o parte de sus bienes y obligaciones en los casos, condiciones y plazos que la referida ley prescriba; 



3) Hacer públicas las nóminas de militantes de partidos políticos; 



4) Establecer un sistema de elecciones primarias que los partidos políticos podrán utilizar para designar candidatos a cargos de elección popular; 



5) Extender a los Ministros de Estado las incompatibilidades propias de los cargos parlamentarios; 



6) Impedir a los parlamentarios abogados actuar como tales en cualquier clase de juicios, y



7) Prohibir al Presidente de la República presentar urgencias durante los treinta días anteriores a una elección presidencial. 



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta reforma constitucional tanto en general cuanto en particular en su primer informe, en virtud de un acuerdo adoptado por Sus Señorías el 16 de septiembre del año pasado. 



Dicho organismo técnico aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez).



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas modificaciones al texto en su oportunidad aprobado por la Cámara de Diputados, las cuales se consignan en el comparado que Sus Señorías tienen a la vista. 



Cabe señalar, finalmente, que esta reforma constitucional, respecto de los numerales 1 y 2, requiere del voto conforme de 23 señores Senadores, y en cuanto a los numerales 3, 4, 5 y 6, de 21 señores Senadores. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero informar sobre la tramitación de la iniciativa, sin perjuicio de que, con posterioridad, deseo entregar mi opinión respecto de su contenido. 



En primer lugar, el proyecto consagra con rango constitucional lo que hoy día parlamentarios y autoridades están obligados a realizar por ley, es decir, a que tanto el Presidente de la República como las demás autoridades deben declarar sus intereses y patrimonio en forma pública. 



De manera que tal norma no pretende nada distinto de lo que ya se encuentra regulado por ley, sino solo su establecimiento a nivel constitucional. 



En segundo término, se estipula la obligación a las mismas autoridades de encomendar la administración de sus bienes y obligaciones a terceros cuando una ley orgánica constitucional así lo disponga, en las condiciones y plazos que para esos efectos señale. 



Señor Presidente, lo anterior se ha denominado fideicomiso ciego, que no es otra cosa que instaurar en los casos que dicha ley orgánica determine, el deber de una autoridad de entregar la administración de sus bienes a terceros con el propósito de mantener la debida diferenciación entre el servicio público y los legítimos intereses económicos que pueda tener. 



Además, en esa misma norma se aprobó -por mayoría- el deber de transferir la propiedad de todo o parte de los bienes y obligaciones de una persona en los casos, condiciones y plazos indicados por dicha normativa. 



Al respecto, tengo que hacer presente que dicha disposición la votamos en contra dos señores Senadores, y, en mi caso, por no lograr entender de qué forma se transfieren las obligaciones. Porque alguien podría decir que de acuerdo con la ley es preciso traspasar los bienes -ya indicaré lo que ocurre en el resto de los países sobre tal precepto-, pero que una persona esté obligada a transferir sus obligaciones me parece algo insólito que jamás he visto en alguna norma legal. 



En tal virtud, podría ocurrir que el acreedor no desee cambiar de deudor, sin embargo, nosotros estamos diciendo que una ley orgánica señalará al acreedor de una persona que asume un cargo público que le van a cambiar su deudor. Sus Señorías comprenderán que ello representa un perjuicio que la Constitución no puede establecer respecto de un tercero, el cual no tiene ninguna responsabilidad si su deudor el día de mañana se transforma en autoridad. 



La referida norma dice: “Igualmente, deberán transferir la propiedad de todo o parte de sus bienes y obligaciones en los casos, condiciones y plazos que esa misma ley prescriba.”, o sea, tiene que transferir sus obligaciones. 



Señor Presidente, sinceramente, creo que votar en contra de tal disposición era por completo razonable, y que los señores Senadores van a compartir que su redacción es muy desafortunada. 



Además, sobre la norma en comento quiero señalar lo siguiente. 



Tengo en mi poder un informe de la Biblioteca del Congreso Nacional que consulta las legislaciones de Estados Unidos, Canadá, Reino Unido, España, Francia e Italia, es decir, países con gobiernos socialistas, de centro derecha, de todos los colores políticos y, además, poseedores de una enorme tradición democrática, y en todos ellos, salvo en España, no existe la obligación de vender los bienes. ¡No existe! 



Además, en muchas de esas naciones ni siquiera se ha legislado sobre el fideicomiso ciego. Y no por eso podrían decir que se trata de democracias no avanzadas, o débiles, porque han demostrado durante años un proceso de consolidación, en varios casos, irreprochable. 



Por ejemplo, en Estados Unidos no existe tal obligación, pero en España, sí, aunque respecto de personas que poseen un determinado porcentaje de la propiedad de empresas que realizan negocios directos con el Estado. 



Sin embargo, la regla general en el mundo democrático es que no haya obligación de desprenderse de su patrimonio. Lo que si se ha establecido es una norma de carácter general, en la cual una persona, de tener intereses patrimoniales importantes y ejercer un cargo de relevancia, queda sujeta a dos alternativas: por un lado, de mantener la administración de sus bienes, pero debe publicar periódicamente todos los movimientos estratégicos de las empresas que le pertenecen, lo que desde el punto de vista de los intereses de esas organizaciones es inconveniente, y, por otro, puede optar -lo que hace la gran mayoría- por la llamada administración irrevocable o el mandato a terceros, o bien, el fideicomiso ciego, el cual queda encomendado a una institución encargada de monitorear su veracidad y que, efectivamente, no exista una participación del mandante en la administración de sus bienes. 



Sobre el particular, quiero señalar que nosotros estamos abiertos a debatir en el segundo informe fórmulas que permitan quizás contemplar situaciones muy excepcionales en que podría establecerse la venta de bienes, pero analizando seriamente cuál es el sentido y alcance de dicha disposición. 



Pero la regla general -reitero- en los principales países que han liderado los procesos democráticos de occidente no existe obligación de vender los bienes. Y así figura en el informe al cual me he referido, que Sus Señorías pueden solicitar en la Biblioteca del Congreso Nacional. 



Adicionalmente, se establece la publicidad de las nóminas de militantes de partidos políticos, que hoy día solo pueden ser conocidas por quienes pertenecen a ellos. Con tal fin, considerando que hay una ley sobre transparencia y acceso a la información, aquí se establece que “la nómina de sus militantes deberá ser pública y se registrará en el servicio electoral del Estado”.



Esa norma se aprobó. Es un tema debatible. Hay quienes creen que si las nóminas de los militantes son públicas podría dar origen a algún tipo de represalias contra ellos, sobre todo si trabajan para el Estado y su partido pertenece a la Oposición. Pero, en definitiva, la Comisión optó por el camino de disponer su publicidad.



Después se da un paso muy importante en materia de elecciones primarias. En efecto, se señala que una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por los partidos políticos, agregándose que sus resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que contemple la ley. Por ejemplo, si un candidato gana una elección primaria y, posteriormente, es formalizado por un delito, el partido no puede quedar obligado a proclamarlo.



Por lo tanto, hay ciertos casos excepcionales que deberán ser regulados por ley. Pero la regla general es que el resultado de esos actos eleccionarios sea vinculante -salvo situaciones como la señalada-, porque es una manera de respetar la opinión de la ciudadanía.



Más adelante se prescribe que quienes no sean elegidos en dichos comicios no podrán presentarse como candidatos a ocupar los respectivos cargos, porque ello significaría una forma de burlar el proceso de primarias.



A continuación, se consagra una norma que hace aplicables a los  Ministros de Estado las incompatibilidades que rigen para los cargos de Diputados y Senadores.



Luego, se aprobó un precepto que amplía la prohibición a los parlamentarios de actuar como abogados en juicios. En efecto, la legislación vigente dispone que aquellos no pueden participar como abogados o mandatarios en cualquier clase de litigio “contra el Fisco”; ahora se elimina esta última frase, con lo cual se establece una prohibición estricta para un parlamentario de ejercer la abogacía, cualquiera que sea el juicio de que se trate.



En esta materia, señor Presidente, me abstuve, pues estimo que impedirle a un abogado, por ejemplo, que pueda defender a su hijo o a su señora en un juicio, constituye un exceso.



O sea, considero necesario establecer algún tipo de limitación, pero -perdónenme- lo que propone la Comisión sería como si el día de mañana se le prohibiera a un médico atender a su propio hijo. Me parece bien que quienes integramos el Parlamento estemos inhabilitados para tramitar ante los tribunales, particularmente en el caso de los Senadores, porque nos corresponde dar nuestro acuerdo para nominar a los ministros de la Corte Suprema. Pero contemplar una prohibición absoluta para representar mi interés particular ante un juicio -no podría ser mi propio abogado o el de mi señora frente a un delito grave de que hubiera sido víctima-, en mi opinión, es llevar las cosas a un extremo.



Además, en esta materia siempre se le carga la mano a quienes ejercen la profesión de abogado, en circunstancias de que, por ejemplo, los médicos y los arquitectos pueden seguir desempeñando su profesión.



En todo caso, pese a que este punto es susceptible de ser perfeccionado, el principio de que los parlamentarios no puedan ejercer como abogados en cualquier clase de juicio me parece correcto, con algunas excepciones que sería factible incluir.



En seguida, la Comisión desechó un inciso proveniente de la Cámara de Diputados, en el que se señalaba que “No podrán presentarse ni tramitarse proyectos de reformas constitucionales dentro de los noventa días anteriores a una elección presidencial. Esta prohibición se extenderá por el período que medie entre la primera y segunda votación,”.



En verdad, señor Presidente, esa norma no tiene sentido alguno.



En opinión de los miembros del órgano técnico, prohibir la presentación de una reforma a la Carta por un período de noventa días lo único que lograría es que ella fuera presentada el día noventa y uno. Entiendo que el propósito que se persigue es que no se utilice la legislación con fines electorales para intentar alterar el resultado de una elección.



Por supuesto, es posible formular la indicación pertinente, pero la mayoría de la Comisión se pronunció en contra de la aprobación de dicho precepto, sin perjuicio, obviamente, de su loable finalidad en orden a impedir el establecimiento de una reforma constitucional con el solo propósito de obtener una ventaja política, y no, objetivamente, su materialización posterior.



Asimismo, la Comisión acogió una norma que preceptúa que el Presidente de la República “no podrá hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto durante los treinta días anteriores a una elección presidencial, a menos que la funde en exigencias provenientes de los intereses generales o de la seguridad nacional.”.



Ese inciso será objeto de debate en el segundo informe.



Al concluir, deseo dar a conocer dos disposiciones cuya aprobación vamos a solicitar mediante las respectivas indicaciones.



Se ha señalado que el proyecto de reforma constitucional en discusión aborda el fideicomiso ciego, y en verdad se refiere a la transparencia, modernización del Estado y calidad de la política.



Una de nuestras proposiciones trata lo relativo a la intervención electoral, tantas veces comentada últimamente con motivo de las primarias de la Concertación, en el sentido de que “Las autoridades, funcionarios públicos, y directores y gerentes de empresas públicas, no podrán participar en ningún tipo de actividades de proselitismo o promoción de candidatos a cargos de elección popular”.



Lo anterior nos parece sano. Existe en numerosas democracias, donde a los funcionarios públicos les asiste obviamente el legítimo derecho a tener una posición política pero, como tales, no pueden realizar actividades político-proselitistas, porque su cargo les significaría una ventaja respecto al resto de la ciudadanía, y el día de mañana -como ha ocurrido muchas veces- podría transformarse en una herramienta al servicio de quienes estén en el Gobierno de turno.



La segunda norma dice relación a la prohibición de realizar publicidad durante los períodos electorales, más allá de la normal, por parte de los Ministerios; las Intendencias; las Gobernaciones; los órganos y servicios públicos; las municipalidades y empresas públicas creadas por ley, y las empresas en que el Estado tenga una mayoría accionaria. Para tal efecto se señala que “no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquellos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan.”.



Los preceptos antes mencionados no están en el proyecto, sino que serán propuestos por algunos señores parlamentarios durante el debate en particular.



En resumen, en la primera parte de mi intervención abordé en la forma más objetiva posible la materia de que trata esta iniciativa y, en la segunda, di a conocer mis puntos de vistas -para no hablar en dos oportunidades- con respecto a lo que intentaremos incorporar en el segundo informe.



Por último, la Comisión aprobó por unanimidad la idea de legislar en esta reforma y le recomienda a la Sala que haga lo mismo.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Señores Senadores, el Orden del Día está próximo a terminar, y han pedido la palabra el señor Ministro y los Senadores señores Chadwick y Navarro.



Por lo tanto, habría que dejar las intervenciones de estos últimos para la sesión ordinaria de mañana.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, si Sus Señorías desean hablar ahora, yo no tengo inconveniente en hacerlo mañana.

El señor CHADWICK.- ¡No!

El señor PROKURICA.- No nos prive de la oportunidad de escucharlo…

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Señor Ministro, queda tan poco para que concluya el Orden del Día; no nos compliquemos la vida.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, no estoy seguro de que lo que voy a decir será del agrado de todos los señores Senadores que me han pedido hacer uso de la palabra.



Debo expresar, ante todo, que desgraciadamente este proyecto está signado por la contienda electoral. Lo queramos o no, reviste una connotación coyuntural.



Tanto a Sebastián Piñera como a numerosos dirigentes de la Oposición los he escuchado manifestar que el Gobierno no ha presentado ninguna iniciativa sobre fideicomiso ciego. Y ello lo recoge hoy el editorial de “El Mercurio”, seguramente con un poco de ofuscación por la constante repetición de esta idea.



Entonces, debo aclarar que el proyecto pertinente, en trámite en la Cámara de Diputados, se presentó en el mes de junio del año pasado y en su análisis participaron los Diputados señores Cardemil, Monckeberg, Eluchans, Bustos, Burgos y Ceroni.



Además, había una iniciativa que venía de la época del Presidente Lagos, uno de la Alianza, uno del entonces Diputado señor Schaulsohn, y otro más, todos los cuales fueron refundidos y presentados en la fecha antes indicada.



Ese texto fue debatido en general en la Comisión de Constitución de la Cámara, y en su discusión participaron numerosas personas, entre ellas los señores Contralor General de la República y Presidente del Consejo de Defensa del Estado. Y el entonces Presidente de la Comisión, Diputado señor Eluchans, decidió que su articulado no se podía votar mientras no se aprobara la reforma constitucional que nos ocupa.



Y por tal razón no se ha votado hasta ahora.

El señor CHADWICK.- ¿Me permite una interrupción, señor Ministro?

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Con mucho gusto, si la Mesa lo permite,

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHADWICK.- No se trata, señor Ministro, de que el Presidente de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados, señor Eluchans, haya tomado una decisión arbitraria para impedir la votación de un proyecto de ley. Lo que ocurre es que, si hay en trámite una reforma constitucional sobre la misma materia, esa iniciativa es inadmisible. Entonces, la obligación de cualquier Presidente de Comisión es, no solo evitar el pronunciamiento acerca de ella, sino además declarar su inadmisibilidad.



De lo contrario, ¿para qué la reforma constitucional?



Entonces, no hay más alternativa.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Recupera el uso de la palabra, señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, aquí hay dos posibilidades: que la reforma sea indispensable para tratar el proyecto de ley -es la tesis del Presidente de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados-, o que aquella simplemente consagre a nivel de la Carta Fundamental algo que ya se podría efectuar solo por la vía legal (es la tesis del Gobierno).

El señor CHADWICK.- Es innecesaria.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- No es innecesaria, sino que eleva la situación a un rango superior.



Por ejemplo, Sus Señorías acaban de aprobar una reforma constitucional que reconoce el aporte de los pueblos indígenas, y en Chile rige desde hace 10 años una Ley Indígena. Entonces, no era indispensable tal reconocimiento para la existencia de dicha legislación.



En el caso que nos ocupa, el Ejecutivo sostiene la tesis de que no es indispensable la mediación de una reforma. Pero, respetando el criterio del Diputado señor Eluchans, a quien además le cupo participación en el proyecto, paralizamos la votación en la Comisión, a la espera de que en el Senado se apruebe la reforma constitucional, tal como se hizo en la Cámara Baja, por una amplísima mayoría.



Sin embargo, quiero resaltar políticamente -y me interesa para la campaña electoral, a fin de poner las cosas en su lugar- que desde hace meses el Gobierno lucha porque haya legislación en esta materia.



Por lo tanto, decir que el Ejecutivo no ha actuado en tal sentido es atribuible solo a desconocimiento de los hechos o a cierta ofuscación, pero en ningún caso a algo serio, porque, además, en la elaboración de los proyectos respectivos participaron connotados Diputados de la Oposición.



De otro lado, la estructura básica de aquellas iniciativas proviene de un justo y necesario diálogo entre el Gobierno, los Diputados de la Concertación y muy relevantes Diputados de la Alianza.



En consecuencia, uno de los objetivos de la legislación en proyecto es evitar los conflictos de intereses, o al menos reducirlos, en beneficio de la sociedad y -digámoslo también- de la persona que eventualmente ejerza autoridad como Presidente de la República, Ministro, Senador, Diputado, Consejero del Banco Central.



O sea, lo que deseamos es avanzar.



El primer avance se produjo cuando el Tribunal Constitucional dictaminó que las declaraciones de patrimonio y de intereses, si bien no son secretas, tienen cierto grado de reserva. Es decir, se debe ir a la Contraloría para conocerlas, con lo cual, en la práctica, se echa por tierra la función básica de ese ente, que es comparar el patrimonio de la autoridad cuando comienza a ejercer su cargo con el que exhibe al dejarlo, a fin de determinar si cometió o no el delito de enriquecimiento ilícito.



Por eso, una norma importantísima del proyecto es que por fin se establece que son públicas todas las declaraciones de intereses y de patrimonio.



Sin embargo, hay un segundo problema que surge en la sociedad cuando la persona elegida para ocupar un cargo de autoridad tiene una fortuna tan amplia que podría dar lugar, aun contra su voluntad, a una colisión entre el bien común y el interés particular.



Para esa circunstancia -muy bien lo expresó el Honorable señor Espina-, especialmente en el Derecho anglosajón, pero de modo creciente también en el de otros países, se ha establecido la figura del fideicomiso ciego. Este consiste básicamente en que la persona entrega la administración de su patrimonio, bienes y deudas a una institución calificada, la cual queda sometida a la vigilancia de una superintendencia independiente, sin posibilidad de que exista contacto entre mandante y mandatario más allá de las instrucciones generales que aquel le da a este respecto al nivel de riesgo que desea para la inversión de su patrimonio.



Sus Señorías tuvieron oportunidad de observar que el Presidente Bush, al terminar su mandato, recuperó la administración de sus bienes, que había entregado en fideicomiso.



Esa figura fue aprobada por unanimidad en la Cámara de Diputados, y suponemos que en el Senado ocurrirá lo mismo.



El problema del conflicto de intereses se plantea con participaciones accionarias en determinadas empresas, y, a juicio del Gobierno, ni siquiera el fideicomiso ciego lo resuelve.



En el caso del proyecto que nos ocupa, aquello sucede si una persona posee participación accionaria decisiva en materia de Derecho Económico, es decir, cuando tiene capacidad para nombrar un directorio.



Y se ponen tres ejemplos de empresas de tal naturaleza: la que tiene tarifas fijadas por el Estado; la que es principalmente proveedora de bienes o servicios para este, y la que necesita autorización especial para funcionar.



En esas tres circunstancias, a nuestro entender, se debiera establecer -lo recomiendan la OCDE y, como bien señaló el Senador señor Espina, en caso excepcional, la legislación española- la obligación de vender ese patrimonio accionario, lo cual no significa, por cierto, que el producto de la venta salga del patrimonio de la autoridad; simplemente, se cambia el rubro.



Señor Presidente, si bien esa configuración no es perfecta, al menos resuelve el problema.



Al respecto, ayer se publicó por la prensa un interesante artículo de Salvador Valdés, quien plantea -sin duda, con muy buena voluntad- una solución más ingeniosa, pero a mi juicio de mayor complejidad,…

El señor CHADWICK.- Más rara.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).-…mucho más enredada.



Y fíjense, señores Senadores, en lo que voy a decir ahora -quizás no me convendría mencionarlo-: la configuración en comento pone a la autoridad a salvaguardia de la crítica fácil.



No pensemos solo en función de la sociedad, sino también en función del Parlamentario, del Ministro o del Presidente de la República, quien mañana, si no existe aquella figura, será atacado diariamente, con razón o sin ella.



Entonces, tal configuración se halla pensada en función de la sociedad y de la autoridad democráticamente elegida o designada.



De ahí la importancia de que en nuestro país exista una institución jurídica de tal naturaleza, como ocurre en Estados Unidos, Inglaterra, Canadá; principalmente, en los países anglosajones.



Por cierto, para el dueño de una gran fortuna no es fácil desprenderse de su administración, pues si ella es bien habida cada peso lleva el sello de su esfuerzo. Pero si esa persona desea tener una representación pública importante, parece lógico que la administración de su patrimonio, por la cuantía, se lleve a cabo en la forma que he señalado.



Para el Gobierno es muy significativo que la reforma constitucional en proyecto se apruebe con la mayor brevedad, porque eso permitirá votar la iniciativa de ley que se halla pendiente en la Cámara de Diputados.



Si el proyecto en debate se detiene, si se llena de indicaciones, si se quiere perfeccionar otras mil materias, en la práctica no habrá en Chile legislación sobre fideicomiso ciego y tendremos una elección presidencial donde, quiérase o no, por anga o por manga, esta materia será motivo permanente de debate público.



Si el candidato de la Oposición señala -fue lo que dijo primero- que no hará fideicomiso ciego de no existir ley y los parlamentarios que lo representan aquí demoran, de buena fe o no, el despacho del proyecto que nos ocupa, lo colocan en una situación imposible.



Si, por el contrario, manifiesta que hará un fideicomiso ciego de hecho, será muy fácil sostener que eso no vale o carece de todo el valor que debiera tener, por cuanto no estará sometido a los requisitos y exigencias legales en cuanto a vigilancia por la superintendencia que regula el accionar de las sociedades anónimas, al establecimiento de garantías para que las instituciones intervinientes sean independientes y a otras cuestiones regladas por la ley en proyecto.



De ahí que para todos, incluidos los partidarios de Sebastián Piñera, es indispensable realizar una discusión a fondo y aprobar esta iniciativa en forma rápida.



Por último, quiero señalar lo siguiente…

El señor NOVOA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Ministro.

La señora MATTHEI.- ¿Le puede dar algunos minutos más, señor Presidente?

El señor LARRAÍN.- Por supuesto. Es importante la exposición del señor Ministro.

El señor NOVOA (Presidente).-  Muy bien.



Le concederemos un par de minutos adicionales.



Puede continuar, señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Muchas gracias.



Señor Presidente, pienso que, si bien la iniciativa que ocupa al Senado se da en la coyuntura de la próxima contienda electoral, debiera tener una proyección anónima, porque habría que aplicarla a futuros ministros, subsecretarios, parlamentarios y consejeros del Banco Central.



En nuestro texto falta -y es una deficiencia- incorporar a los superintendentes, a quienes la legislación española impone más exigencias.

La señora MATTHEI.- ¡Obvio!

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia)- Es absurdo que hoy día tales personeros se hallen al margen de requerimientos de aquella índole.



Por lo tanto, felicito a la Comisión de Constitución por haber tramitado bien y rápidamente este proyecto.



Lamento que no se haya buscado una fórmula para la venta. Pero, en fin. El Senador señor Espina dice que a lo mejor ello se hará en el segundo informe.



Sí, llamo a una pronta resolución, porque la reforma en análisis nos permitirá llevar a cabo una contienda electoral de fondo, acerca de ideas, proyectos, planteamientos, y no en cuanto a materias que debieran quedar solucionadas en la legislación pertinente. Así, el día de mañana cualquier candidato a parlamentario o a otro cargo podrá acogerse a la ley, y ahí se acaba el asunto.



Entonces, el problema es de solución bastante simple.



Yo, señor Presidente, me doy cuenta de que el debate se produce también, desgraciadamente, al interior de la alianza que respalda a Sebastián Piñera (he leído declaraciones de Carlos Cáceres, del Presidente de la Cámara de Diputados, y asimismo, artículos de connotados intelectuales del Centro de Estudios Públicos).



En consecuencia, aprobemos el proyecto en debate y resolvamos la cuestión de una vez.



El resto de las materias revisten bastante menor importancia, por lo menos desde el punto de vista coyuntural. Las explicó bien el Senador señor Espina.



Me limito, pues, a expresar que para el Gobierno resulta fundamental que esta iniciativa pueda avanzar, como hasta ahora, en consenso, al objeto de despacharla rápidamente para que se solucionen los problemas de todos conocidos.



Gracias, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- 
Ha terminado el Orden del Día.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES
APOYO A CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS DE ONU EN LUCHA CONTRA EXTREMA POBREZA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Corresponde pronunciarse sobre un proyecto  de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo, Ominami y Vásquez.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1158-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 93ª, en 10 de marzo de 2009.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor  Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República su apoyo al trabajo que está realizando el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas para desarrollar un instrumento jurídico internacional que haga exigible la responsabilidad de los Estados en la lucha contra la extrema pobreza.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: por aprobar el proyecto de acuerdo, 6 votos.



Votaron los señores Escalona, Espina, Larraín, Navarro, Ominami y Sabag.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En consecuencia, queda rechazado el proyecto de acuerdo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No hay quórum para adoptar resoluciones, señor Presidente, y todavía quedan cinco proyectos de acuerdo.

El señor NAVARRO.- Pasemos a Incidentes, señor Presidente. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por lo tanto, tendríamos que llamar por cinco minutos a los señores Senadores, y si no existiera quórum, habría que levantar la sesión.

El señor ESPINA.- ¿Me permite una consulta, señor Presidente?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¿Qué pasó con lo que acordamos sobre los proyectos de acuerdo?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- La semana pasada le pedimos a Secretaría elaborar un informe -tengo la información en mi poder- acerca de los proyectos de acuerdo despachados por la Corporación.



Le comento, señor Senador.



El informe evacuado dice:



“Se efectuó una revisión del año 2008 y el año 2009, en lo que ha transcurrido.



“Desde enero de 2008 a marzo de 2009 se aprobaron 81 proyectos de acuerdo.



“La mayoría de los proyectos de acuerdo se enviaron al Ejecutivo, pero hay dos dirigidos a Embajadores, como es el caso de China y Colombia, referidos al terremoto ocurrido en el país asiático y a la liberación de Ingrid Betancourt.



“De los 79 proyectos de acuerdo restantes, el Ejecutivo ha respondido 48.” (a eso apuntaba de algún modo la consulta de la semana pasada).



“De los 31 que no se han contestado, algunos de ellos dicen relación en el envío de ayuda humanitaria por los huracanes que azotaron Haití, República Dominicana y Cuba; con hacer llegar un reconocimiento al Comandante en Jefe de la Armada por acto de reencuentro en la isla Quiriquina; que se constituya una Comisión de seguimiento de la crisis financiera internacional; sobre hechos de violencia en la Araucanía; sobre la importancia del desarrollo de la hidroelectricidad; sobre la inclusión de la esclerosis múltiple en el AUGE; el respaldo a la Declaración Universal para el Bienestar Animal; el apoyo del Senado a la designación de Francisco Orrego como juez ad hoc ante el Tribunal de Justicia de La Haya.”.



Ese es el informe que nos entregó Secretaría.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Nosotros habíamos abordado un punto distinto, adicional al señalado por Su Señoría -no recuerdo con exactitud el acuerdo a que llegamos-, relacionado con la manera de regular la tramitación de los proyectos de acuerdo. Y lo planteé yo, sobre la base de que estos pueden prestarse para un uso inconveniente.



Expresé que antes se presentaban en el Senado dos, tres, cuatro proyectos de acuerdo en el año -avaló esta afirmación el Honorable señor Sabag- y que, a diferencia de lo que ocurría en la Cámara de Diputados, donde se formulaban cientos, de una u otra manera ello no solo se transformaba en el derecho a petición que puede ejercer cualquier parlamentario durante la hora de Incidentes, sino que, además, muchas veces se prestaba -y lo dijo la Senadora señora Matthei- para que ante la ciudadanía un proyecto de acuerdo apareciera como ley, en circunstancias de que todos sabemos que no tiene ningún valor obligatorio ni vinculante. De ese modo, en numerosas ocasiones la prensa -sobre todo la de Regiones- expresa en sus noticias que “el Senado aprobó un proyecto de acuerdo que se convertirá en ley”, cuando en la realidad no será así.



No recuerdo -y le pido al señor Secretario aclararlo- qué resolvimos con relación al estudio que se iba a elaborar y al mecanismo que fijaríamos sobre la materia. Ignoro si fue un encargo a la Comisión de Constitución o a los Comités, pero sí recuerdo que hubo una decisión.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-  Le contesto, señor Senador.



Hubo dos acuerdos.



Uno -acabo de dar una explicación al respecto-, pedirle a Secretaría la elaboración de un informe acerca de todos los proyectos de acuerdo que ha remitido el Senado, con indicación de adónde fueron canalizados, de cuántos han sido respondidos, etcétera.



El segundo dice relación a lo que planteó Su Señoría, que deberá ser analizado por los Comités. 



Entonces, vamos a pedirles a los Comités que adopten una definición en cuanto a qué camino seguiremos de aquí en adelante con respecto a los proyectos de acuerdo.

La señora MATTHEI.-  ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente,  quiero saber lo siguiente: de todos los proyectos de acuerdo que el Gobierno respondió, ¿cuántos contestó positivamente y cuántos en forma negativa?



Imagino que 98 por ciento fue respondido de manera negativa.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Le informaremos a más tardar la próxima semana, señora Senadora.

La señora MATTHEI.-  Gracias, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, a propósito del extenso debate acerca de los proyectos de acuerdo que sostuvimos la semana pasada, comparto el planteamiento del Senador Espina en cuanto a que debe existir una regulación sobre la materia.



Sin embargo, no estoy dispuesto a aceptar que se limite el derecho a petición de un Senado bastante disminuido en sus facultades frente a la monarquía presidencial que arrastramos desde la Constitución de 1980, de Pinochet, que ahora lleva la firma del Presidente Ricardo Lagos.



En tal sentido, la Cámara Alta tiene prerrogativas que puede hacer presentes al Ejecutivo, y no solo a través de las bancadas de Gobierno o de las negociaciones con la Oposición.



Claramente, cabe recordar, si se trata de la hora de Incidentes, que el que quiere la usa. Hay espacios para discutir. Es efectivo que, en el pasado, aquí se enfrentaban Frei, Allende, etcétera, y los Senadores debatían la política nacional. Hoy día, ello se hace a través de la prensa, no en esta Corporación.



Ahora bien, los proyectos de acuerdo son la única forma que tenemos de pedir al Ejecutivo un pronunciamiento o preocupación respecto de asuntos que no necesariamente son de relevancia para todo el país, pero que revisten importancia para los electores. La tesis del Senador de la República solo interesado en los grandes temas contradice un elemento esencial de la representación. Algunas cuestiones particulares de las Regiones, de las comunas, resultan vitales.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se deben despachar todavía varios proyectos de acuerdo, pero, como es obvio, no contamos con quórum para ello.

El señor NAVARRO.- ¡Pasemos a la hora de Incidentes, señor Presidente!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Corresponde hacer sonar los timbres durante cinco minutos, y, en caso de no reunirse el número necesario de Senadores para votar, se levantará la sesión.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito -se lo he planteado al Comité Partido por la Democracia, cuya bancada integro como independiente- que en la próxima reunión de Comités se represente el hecho de que el Reglamento, tal como está diseñado, en la práctica anula la hora de Incidentes, porque, cada vez que no hay quórum para pronunciarse, queda sin efecto una parte de la sesión que no es para votar, sino para emitir opiniones. Y, por lo tanto, ello no debiera ser vinculante. Dado que ninguna intervención en la hora de Incidentes se vota, que haya o no Senadores en la Sala es irrelevante. Es algo que ocurre en todos los Congresos del mundo. La hora de Incidentes debiera reservarse para hacer intervenciones, sin importar el número de parlamentarios que se encuentren en la Sala.



En consecuencia, pido formalmente que ello se consigne, porque, como ocurre en este momento, si no existe quórum, se pierde la posibilidad de intervenir en la hora de Incidentes con relación a temas relevantes, como es el caso del grupo holandés ING y la crisis de las compañías aseguradoras. No hay otro espacio para ello. 



Y solicito también, a través del señor Secretario, que se estudie una modificación del Reglamento a fin de determinar que la hora de Incidentes no requiere quórum en la Sala, porque no se vota -tan sencillo como eso-, pero sí constituye un espacio legítimo de expresión de todos los Senadores. Quien quiera hacer uso de esa posibilidad, perfecto; quien no, está bien también.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se considerará su planteamiento, señor Senador. Se está estudiando una reforma al Reglamento, lo que permitirá tener presente lo que usted acaba de exponer.



Como no se registra quórum suficiente, se levanta la sesión, pero se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole indicar PLAZOS PARA PAVIMENTACIÓN DE RUTA VILLA CERRO CASTILLO-PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE Y POLÍTICA SOBRE TRÁNSITO DE VEHÍCULOS, y a la señora Ministra de Agricultura, para que la CONAF informe sobre MODALIDAD CONTRACTUAL DE SERVICIOS DE EMPRESA BRINK´S PARA COBRO DE ACCESO A PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE.


Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para solicitar MANTENCIÓN DE CAMINOS EN HUELEHUEICO, y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de pedir ASIGNACIÓN DE RECURSOS PARA SUBSIDIOS A COMITÉS DE VIVIENDA DE LA ARAUCANÍA NORTE (Todos de la Novena Región).


Del señor HORVATH:



A la señora Superintendente de Electricidad y Combustibles, con el objeto de que informe acerca de CONTROL DE CUMPLIMIENTO DE LEGISLACIÓN SOBRE CORTES DE ELECTRICIDAD.


Del señor LARRAÍN:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole informar sobre CRITERIO PARA APLICACIÓN DE ARTÍCULO 55 DE LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES.



Del señor NARANJO:



Al señor Alcalde de Parral, consultando respecto de POSIBILIDAD DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE DOCTOR HARMUTT HOPP EN ALGÚN CENTRO DE SALUD DEPENDIENTE DE MUNICIPIO, y al señor Alcalde de Retiro, preguntando acerca de POSIBILIDAD DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE DOCTOR HARMUTT HOPP EN ALGÚN CENTRO DE SALUD DEPENDIENTE DE MUNICIPIO.


Del señor ROMERO:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, para consultar por POSIBILIDAD DE ELIMINACIÓN DE COTIZACIÓN DE JUBILADOS PARA SALUD; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que informe sobre INCLUSIÓN DE VILLAS “LAS CAMELIAS” Y “EL LUCERO”, COMUNA DE SAN ESTEBAN, EN PLANIFICACIÓN FUTURA DE PAVIMENTOS PARTICIPATIVOS; a la señora Ministra de Agricultura y al señor Secretario Regional Ministerial de Agricultura de Valparaíso, consultándole por REVESTIMIENTO DE CANAL JAURURO O POR OTRA OBRA DE ABASTECIMIENTO DE AGUA PARA LA LIGUA, y a los señores General Director de Carabineros y Jefe de Quinta Zona Policial, solicitando AUMENTO DE DOTACIÓN DE CARABINEROS PARA LLAILLAY.



Del señor RUIZ-ESQUIDE:



A la señora Ministra de Planificación, con el objeto de que informe sobre CONCURSOS PARA DESIGNACIÓN DE AUTORIDADES DE PROGRAMAS CONADI Y ORÍGENES EN REGIÓN DE BIOBÍO.
)---------------(
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.

 

--Se levantó a las 18:42.








Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción
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Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2010, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación una bonificación anual, ligada a la calidad de atención prestada a los usuarios del servicio, que será evaluada por una entidad externa de conformidad al procedimiento establecido en el número 6) del artículo 4°.


Esta bonificación anual corresponderá al personal que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación de la calidad de atención a los usuarios, y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la respectiva cuota de la bonificación. A esta bonificación se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 2º.- El monto anual que corresponderá a cada funcionario por concepto de la bonificación será el equivalente en unidades de fomento a $813.600, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo siguiente. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009. La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales. 


La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal, tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. 


El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional, consignado en el artículo siguiente.  


Artículo 3°.- El personal a que se refiere el artículo 1° de esta ley tendrá derecho a un bono no imponible destinado a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la bonificación a que se refieren los artículos precedentes, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre la base imponible a que se refiere el inciso cuarto del artículo anterior, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador: 


20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980. 


25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos. 


21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930. 


Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, el bono a que se refiere el inciso anterior será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto a la referida bonificación, le corresponda efectuar al trabajador. 


Este bono compensatorio se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 4°.- La concesión de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se sujetará a lo dispuesto en el presente artículo:


1) Se concederá anualmente en función del incremento que experimente, conforme a la tabla del número 3), el índice de satisfacción neta del usuario. Se entenderá por índice de satisfacción neta el porcentaje que resulte de la resta entre el porcentaje de usuarios que efectúen una buena calificación sobre la calidad de atención proporcionada por el Servicio de Registro Civil e Identificación y aquel porcentaje de aquellos que califiquen de manera deficiente dicha calidad de atención.  Mediante un reglamento, expedido por el Ministerio de Justicia, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda se determinará la puntuación requerida a través de nota, porcentaje u otro factor análogo de evaluación que se considerará para efectos de calificar como buena o deficiente la calidad de atención prestada a los usuarios por el servicio, así como cualquier otra norma necesaria para la adecuada concesión de la bonificación.

2) Para todos los efectos legales y reglamentarios el índice de satisfacción neta de los usuarios que se considerará como base será el determinado para el año 2009 de conformidad a las reglas fijadas en el artículo segundo transitorio de esta ley.

3) El grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en función del índice alcanzado el año inmediatamente anterior conforme a la siguiente tabla:

	Índice de Satisfacción Neta
	Exigencia de crecimiento del Índice 

	Bajo 40% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	3% anual

	Entre el 40% y  menos de 60% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	2% anual

	Entre 60% y menos del 65% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	1,5% anual

	Entre el 65% y más de nivel de satisfacción neta de los usuarios
	0,5% anual



4) Alcanzado el índice de satisfacción neta de los usuarios equivalente al 70%, la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá en función de la mantención de dicho nivel de satisfacción.


5) El monto de la bonificación se determinará en función de la siguiente tabla de cumplimiento, aplicada siempre sobre el incremento que haya experimentado el índice de satisfacción neta de los usuarios respecto al fijado para el año inmediatamente anterior:


100% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla el 90% o más del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.


85% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 90% e igual o más del 80% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.


70% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 80% e igual o más del 70% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.


Cualquier cumplimiento inferior al 70% del crecimiento del estándar fijado para el año respectivo no dará derecho a bonificación alguna. 


6) La evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en el mes de septiembre del año respectivo, mediante un instrumento de evaluación a los usuarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, la que se sujetará a las siguientes reglas:


a) La evaluación se aplicará tanto respecto de los usuarios individuales como institucionales. La ponderación que se asigne a los usuarios individuales e institucionales respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos. Con todo, la opinión de los usuarios individuales siempre deberá tener una ponderación mayor que la de los institucionales.


b) La evaluación se efectuará tanto respecto de los servicios presenciales como los prestados a través de plataforma electrónica por el Registro Civil e Identificación. La ponderación que se asigne a los servicios presenciales y los prestados a través de la plataforma electrónica respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos.


c) La evaluación no considerará variables de carácter externo que pueden incidir en el usuario a la hora de valorar dicha calidad pero que no son imputables al servicio que prestan los funcionarios. La determinación de las variables externas que no deben considerarse en la evaluación se efectuará anualmente mediante resolución exenta del Ministerio de Justicia visada por la Dirección de Presupuestos. Mediante igual procedimiento, se podrá efectuar un ajuste al grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios, en el evento que el Servicio asuma nuevas funciones que incidan de manera relevante en el cumplimiento del incremento del estándar fijado para el año respectivo. 


d) El grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación estará compuesto por personas naturales mayores de 18 años y las empresas o instituciones que hayan tenido contacto con el Servicio de Registro Civil e Identificación a través de cualquiera de sus canales de atención en los últimos 12 meses previos a aplicación del instrumento que determine el índice de satisfacción neta del usuario. La selección muestral será aleatoria, representativa y de carácter nacional. 


e) La evaluación será aplicada por una entidad externa. Dicha entidad será seleccionada y contratada por el Ministerio de Justicia a través de licitación pública, debiendo las respectivas bases de licitación ser visadas por la Dirección de Presupuestos.


f) Para efectos de la evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se aplicará el instrumento de evaluación diseñado para el año base de conformidad a lo previsto en el artículo segundo transitorio.


7) Mediante decreto expedido en el mes de diciembre de cada año, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, suscrito por los Ministros de Justicia y Hacienda, se señalará el índice de satisfacción neta de los usuarios, alcanzado en el año respectivo, así como el incremento experimentado respecto del año anterior. Igualmente dicho decreto, determinará el porcentaje de la bonificación por calidad de satisfacción al usuario que le corresponderá para el año siguiente, según el grado de crecimiento experimentado por el índice de satisfacción neta de los usuarios. Para la dictación de este decreto se tomará como antecedente el resultado de la evaluación a que se refiere el número anterior. El referido decreto consignará, además, en función del índice de satisfacción neta de los usuarios alcanzado en el año respectivo el porcentaje de incremento exigido para el año siguiente, de conformidad a la tabla establecida en el número 3) del presente artículo.  


8) El Ministerio de Justicia deberá generar canales que permitan la participación del Servicio y los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del mecanismo de evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios. Para estos efectos deberán establecerse, a través del Subsecretario de Justicia, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, a través de sus asociaciones, si las hubiere o del delegado del personal, en su caso. 


Artículo 1° transitorio.- Durante el año 2009, el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación, tendrá derecho a una bonificación anual equivalente en unidades de fomento a $ 657.627, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo 3° de esta ley. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009.


La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales.


Esta bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal. Tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud.

El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional consignado en el artículo 3° de esta ley.  


El pago de las cuotas que de conformidad a este artículo se hayan devengado a la fecha de publicación de la presente ley se efectuará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley.


De presentarse la condición señalada en el inciso anterior, para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentra afecta la presente bonificación durante dicho período, se distribuirá su monto en proporción a los meses  que éste corresponda y los cuocientes se sumarán a las remuneraciones mensuales que correspondan. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


A este beneficio, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 2° transitorio.- La determinación del índice de satisfacción neta de los usuarios del año 2009, que para todos los efectos legales y reglamentarios será el año base, se efectuará mediante evaluación efectuada por una entidad externa contratada, mediante licitación pública, por el Ministerio de Justicia. Para estos efectos, las bases de licitación deberán ser visadas por la Dirección de Presupuestos.


Para los efectos previstos en el inciso anterior, previamente se licitará el diseño del instrumento que deberá aplicar la entidad externa  a fin de evaluar la calidad neta de satisfacción del usuario. Esta licitación pública será efectuada por el Ministerio de Justicia, debiendo la Dirección de Presupuestos visar las bases de licitación respectivas, así como integrar el equipo técnico que actúe como contraparte de la entidad que se adjudique el diseño del instrumento de evaluación. 


En el evento que el índice de satisfacción neta de los usuarios determinado para el año base, de conformidad al procedimiento contemplado en el inciso primero, fuere superior a un 60% de satisfacción por parte de los usuarios en función de la atención prestada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante los años 2010 y 2011 la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá sin necesidad de exigir el crecimiento del índice determinado para el año base. Sin perjuicio de lo anterior, se efectuará las evaluaciones correspondientes a los años respectivos. 


De darse el supuesto previsto en el inciso anterior, el estándar que se considerará para determinar el incremento exigido a partir del año 2012 será el que se haya fijado para el año base.


Si el índice de satisfacción neta del año base fuere inferior al 60%, la evaluación para determinar el grado de crecimiento efectivo del referido índice, para efectos del pago de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de la presente ley durante el año 2010, se efectuará a más tardar en el mes de diciembre del año 2009.


Artículo 3° transitorio.- Concédese, por una sola vez, un bono a los funcionarios de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación de un monto $ 150.000 para los funcionarios que en el mes anterior al pago del beneficio hayan obtenido una remuneración líquida igual o inferior a $ 750.000 y de $ 100.000 a los funcionarios que a esa misma fecha tengan remuneraciones líquidas superiores con un tope de $ 1.200.000 líquido. El bono se pagará en el mes siguiente al de publicación de esta ley conjuntamente con las remuneraciones del mes respectivo. 


Para efectos de este artículo se considerará remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio. Este bono no será imponible ni tributable y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno y se le pagará al personal en servicio a la fecha del pago.


Artículo 4° transitorio.- Facúltase al Presidente de la  República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas  necesarias para regular las siguientes materias:


1) Modificar la planta de personal de directivos del Servicio de Registro Civil e Identificación, permitiendo la creación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados. El Jefe de Servicio mediante resolución, y sin sujeción a las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, encasillará en los cargos que se creen en virtud del ejercicio de esta facultad a personal de dicha planta que está nombrado en cargos en calidad de titular aunque no cumpla los nuevos requisitos que se fijen en virtud de lo dispuesto en el número 2) del presente artículo. 


La modificación a la planta a que se refiere el inciso anterior entrará en vigencia una vez practicado el encasillamiento respectivo.


El encasillamiento del referido personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.

c) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

d) No podrá significar un aumento de los cargos que conforman la planta de directivos  del Servicio de Registro Civil e Identificación como tampoco de la dotación máxima de personal fijada a la institución para el año en que se ejerza la facultad.


2) Modificar o establecer, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de las plantas de personal del Servicio de Registro Civil e Identificación.

Con todo, los requisitos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos de la permanencia en el cargo respecto de quienes se desempeñan en calidad de titulares o a contrata en el  servicio a la fecha de entrada en vigencia de él o los  decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo.

Artículo 5° transitorio.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley durante el año 2009 se financiará con cargo a  los ingresos propios que genere el Servicio de Registro Civil e Identificación.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA DISTINTOS CUERPOS LEGALES CON EL OBJETO DE MEJORAR LAS CONDICIONES DE FINANCIAMIENTO PARA PERSONAS Y EMPRESAS 

(6437-05)




Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 136 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, por el siguiente: 


“Artículo 136. Las sociedades securitizadoras no podrán tener en cada uno de sus patrimonios separados más de un 35% de activos que hayan sido originados o vendidos por un mismo banco o sociedad financiera relacionada a la misma, salvo que en los títulos de deuda que sean emitidos por dicha sociedad se exprese claramente la circunstancia de haber sido originados o vendidos por un banco o sociedad financiera relacionada y el porcentaje que ellos representan dentro del total de activos del patrimonio separado. La misma restricción se aplicará a las administradoras de fondos de inversión de créditos securitizados a que se refiere la ley N° 18.815, respecto de la inversión de cada fondo que administre.”


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974:

1) Modifícase el número 2° del artículo 20, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese en la letra e) la expresión “, y” por un punto y coma (;); 


b) Sustitúyese en la letra f) el punto final (.) por la expresión “, y”;


c) Agrégase la siguiente letra g):

“g) Instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, las que se gravarán cuando se hayan devengado.”;


d)Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual inciso tercero a ser quinto:


“Los intereses a que se refiere la letra g), se considerarán devengados en cada ejercicio, a partir del que corresponda a la fecha de colocación y así sucesivamente hasta su pago. El interés devengado por cada ejercicio se determinará de la siguiente forma: (i) dividiendo el monto total del interés anual devengado por el instrumento, establecido en relación al capital y la tasa de interés de la emisión respectiva, por el número de días del año calendario en que el instrumento ha devengado intereses, y (ii) multiplicando dicho resultado por el número de días del año calendario en que el título haya estado en poder del contribuyente respectivo. Los períodos de colocación se calcularán desde el día siguiente al de la fecha de su adquisición y hasta el día de su enajenación o el último día del ejercicio, lo que ocurra primero, ambos incluidos.


Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g), y en el artículo 104, cuando los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere dicho artículo se hayan colocado o contratado por un valor inferior al valor nominal establecido en el título o contrato respectivo, la diferencia entre tales valores se considerará interés para los efectos de la presente ley. Asimismo, dicha diferencia podrá deducirse como gasto por el emisor o deudor en el ejercicio de la colocación o contratación del crédito y siguientes, en la proporción que representen las amortizaciones de capital pagado en cada ejercicio, respecto del total del capital de la emisión o deuda, ello siempre que se cumplan los requisitos que para tales efectos establece el artículo 31. Igualmente, los intereses correspondientes al monto de la referida diferencia, se considerarán percibidos o devengados por el tenedor o acreedor en la proporción que representen las amortizaciones de capital pagado en cada ejercicio, respecto del total del capital de la emisión o crédito.”.


2) Intercálase en el inciso tercero del artículo 21, entre la expresión “este artículo” y las palabras “y del impuesto”, precedida de una coma la frase “, del inciso segundo del artículo 104”.


3) Agrégase en el artículo 54, el siguiente numeral 4°: 


“4°. Los intereses provenientes de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, los que se gravarán cuando se hayan devengado en la forma establecida en el número 2º del artículo 20.”.


4) Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso primero en la forma que se señala: 


i) Elimínase la frase “dentro de los dos meses siguientes al término del ejercicio respectivo”;


ii) Sustitúyese la expresión “condiciones” por la palabra “plazo”;


iii) Agrégase, entre la expresión “Impuestos Internos” y el punto final (.), las expresiones “mediante resolución”. 


b) Modifícase el número 1), como se indica a continuación: 


i) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre la expresión “internacionales” y el punto seguido (.), la frase “, así como por compañías de seguros y fondos de pensiones extranjeros que se encuentren acogidos a lo establecido en el artículo 18 bis de esta ley y su reglamento”;


ii) Agrégase en el inciso primero, la siguiente letra h) nueva:

“h) Los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, los que se gravarán cuando se hayan devengado en la forma establecida en el número 2° del artículo 20.”;


iii) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:


iii.1) Sustitúyese la conjunción “o” que precede a la expresión “abono”, por una coma (,); 


iii.2) Intercálase entre las expresiones “abono en cuenta” y la expresión “, de intereses” la frase “o, en el caso de instrumentos a que se refiere la letra h), devengo”; 


iii.3) Elimínase la expresión “devengados”; 


iii.4) Sustitúyense las expresiones “b), c) y d)” por la frase “b), c), d) y h)”; 


iii.5) Intercálase, entre las palabras “considerando” y la expresión “respecto de”, la palabra “también”; 


iii.6) Sustitúyese la frase “refiere esta última letra” por las expresiones “refieren estas dos últimas letras”;


c) Modifícase la letra b) del inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Sustitúyese la frase “b), c) y d)” por las expresiones “b), c), d) y h)”; 


ii) Intercálase entre las palabras “considerando” y la expresión “respecto”, la frase “también,”; 


iii) Sustitúyese la frase “refiere esta última letra” por las expresiones “refieren estas dos últimas letras,”;


5) Agrégase al artículo 74, el siguiente numeral 7º:


“7º. Los emisores de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, con una tasa de 4% por los intereses devengados durante el ejercicio respectivo, conforme a lo dispuesto en los artículos 20, número 2°, letra g), 54, número 4° y en la letra h), del número 1, del inciso cuarto, del artículo 59.  Esta retención reemplazará a la que se refiere el número 4º de este artículo respecto de los mismos intereses, pagados o abonados en cuenta a contribuyentes sin domicilio ni residencia en el país. En el caso de contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, la retención podrá darse de abono a los impuestos anuales de Primera Categoría o Global Complementario que graven los respectivos intereses, según corresponda, con derecho a solicitar la devolución del excedente que pudiese resultar de dicho abono.


No obstante lo anterior, los mencionados emisores podrán liberarse de su obligación de practicar la retención sobre los intereses devengados en favor de inversionistas que no tengan la calidad de contribuyentes para los efectos de esta ley. Para ello será necesario que tales inversionistas así lo soliciten expresamente y por escrito al emisor, mediante una declaración jurada en que identifique los instrumentos de deuda respectivos y el período en que han estado en su propiedad, todo ello en la forma y oportunidad que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. En ausencia de dicha solicitud, el emisor deberá efectuar la retención conforme a lo establecido en el inciso anterior, la que no podrá ser imputada por el inversionista contra impuesto alguno y no tendrá derecho a devolución. El emisor deberá mantener a disposición del Servicio de Impuestos Internos las declaraciones juradas y demás antecedentes vinculados a las solicitudes respectivas, conforme a lo dispuesto por los artículos 59 y 200 del Código Tributario. La entrega maliciosa de información incompleta o falsa en la declaración jurada a que se refiere este inciso, en virtud de la cual no se haya retenido o se haya practicado una retención inferior a la que correspondiere conforme al inciso anterior, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4º, del artículo 97, del Código Tributario.


El emisor deberá declarar al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine, sobre las retenciones efectuadas de conformidad a este número. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.”;

6) Agrégase en el artículo 79, luego del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Las retenciones que se efectúen conforme a lo dispuesto por el número 7º del artículo 74, se declararán y pagarán dentro del mes de enero siguiente al término del ejercicio en que se devengaron los intereses respectivos, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 69 del Código Tributario.”;


7) Incorpórase el siguiente Título VI, a continuación del artículo 103:
“TITULO VI

Disposiciones especiales relativas al mercado de capitales


Art. 104.- No obstante lo dispuesto en los artículos 17 Nº 8° y 18 bis, no constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, en cuanto se cumplan los requisitos que a continuación se establecen:


1.- Instrumentos beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los instrumentos que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que se trate de instrumentos de deuda de oferta pública previamente inscritos en el Registro de Valores conforme a la ley Nº 18.045; 


b) Que hayan sido emitidos en Chile por contribuyentes que determinen su renta efectiva afecta al Impuesto de Primera Categoría por medio de contabilidad completa; 


c) Que hayan sido aceptados a cotización por a lo menos una Bolsa de Valores del país; 


d) Que hayan sido colocados a un valor igual o superior al valor nominal establecido en el contrato de emisión o que el emisor haya pagado o deba pagar el impuesto a que se refiere el número 3 siguiente, por el menor valor de colocación, y 


e) Que en el respectivo contrato de emisión, se haya indicado expresamente que los instrumentos se acogerán a lo dispuesto por este artículo. 


2.- Contribuyentes beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los contribuyentes que enajenen los instrumentos indicados en el número anterior y que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Hayan adquirido y enajenado los instrumentos en una Bolsa local, en un procedimiento de subasta continua, que contemple un plazo de cierre de las transacciones que permita la activa participación de todos los intereses de compra y de venta, el que, para efectos de este artículo, deberá ser previamente autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros y el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución conjunta, y


b) Hayan adquirido y enajenado los instrumentos por intermedio de un corredor de bolsa o agente de valores registrado en la Superintendencia de Valores y Seguros, excepto en el caso de los bancos y sociedades financieras, en cuanto actúen de acuerdo a sus facultades legales.


3.- Impuesto sobre las diferencias entre valores nominales y de colocación.


Para acogerse a lo dispuesto en este artículo, cuando los instrumentos respectivos se hayan colocado por un valor inferior al valor nominal establecido en el contrato de emisión, la diferencia entre tales valores se gravará con un impuesto cuya tasa será la del Impuesto de Primera Categoría, tributo que el emisor deberá declarar y pagar dentro del mes siguiente a dicha colocación. Este tributo no tendrá el carácter de impuesto de Categoría para los efectos de esta ley.


La diferencia a que se refiere este número podrá deducirse como gasto por el emisor en el ejercicio de la colocación y siguientes, en la proporción que representen las amortizaciones de capital pagado en cada ejercicio, respecto del total del capital adeudado por la emisión.


Los ingresos correspondientes a la diferencia a que se refiere este número, asimismo no constituirán renta para el tenedor de los respectivos instrumentos de deuda que los posea ininterrumpidamente desde su colocación y hasta su pago total o rescate, debiendo incluir esta diferencia entre los ingresos no constitutivos de renta del ejercicio en que ello ocurra. El monto del ingreso no constitutivo de renta será equivalente a la diferencia entre el valor de adquisición del instrumento, reajustado en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la adquisición y el mes anterior al pago total o rescate, y el capital de la emisión reajustado en la misma forma al momento del referido pago o rescate. 


4.- Disposiciones especiales relativas a los pagos anticipados.


En el caso del pago anticipado o rescate por el emisor del todo o parte de los instrumentos de deuda a que se refiere este artículo, se considerarán intereses todas aquellas sumas pagadas por sobre el saldo del capital adeudado.


Para los efectos de esta ley, los intereses a que se refiere este número se entenderán devengados en el ejercicio en que se produzca el pago anticipado o rescate.


5.- Disposiciones relativas a deberes de información, sanciones y normas complementarias.


El emisor, los depósitos de valores, las bolsas de valores del país que acepten los instrumentos a que se refiere este artículo a cotización, los representantes de los tenedores de tales instrumentos y los intermediarios que hayan participado en estas operaciones, deberán declarar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las características de dichas operaciones, informando a lo menos la individualización de las partes e intermediarios que hayan intervenido, valores de emisión y colocación de los instrumentos y demás que establezca dicho Servicio. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada  con la multa  establecida  en el  número 6º, del artículo 97, del Código Tributario,  conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.


La emisión o utilización de declaraciones o certificados falsos, mediante los cuales se hayan invocado indebidamente los beneficios de este artículo, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.


6.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile y por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con lo dispuesto en las letras b) y d) del número 1, cuando hayan sido previamente autorizados mediante decreto supremo suscrito por el Ministro de Hacienda, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”.


Art. 105.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría que determinen su renta efectiva según contabilidad completa, que cedan o prometan ceder a sociedades securitizadoras establecidas en el Título XVIII de la ley Nº 18.045, el todo o parte de los flujos de pago que se generen con posterioridad a la fecha de la cesión y que comprendan más de un ejercicio, provenientes de sus ventas o servicios del giro, para la determinación de los impuestos que establece esta ley, deberán aplicar las siguientes normas:


a) Los ingresos por ventas o servicios del giro correspondientes a los flujos de pago cedidos o prometidos ceder, de los contribuyentes a que se refiere este artículo, se deberán imputar en los ejercicios comprendidos en la cesión en que se perciban o devenguen, conforme a las normas generales de esta ley, deduciéndose también de acuerdo a las mismas normas, los costos y gastos necesarios para la obtención de tales ingresos;


b) Para todos los efectos de esta ley, el cedente deberá considerar como un pasivo la totalidad de las cantidades percibidas, a que tenga derecho a título de precio de la cesión o promesa, en contra de la sociedad securitizadora durante los ejercicios comprendidos por el contrato de cesión o promesa de cesión de flujos de pago. Igualmente, el cedente considerará como un pago del pasivo a que se refiere esta letra, todas las cantidades pagadas a la sociedad securitizadora en cumplimiento de las obligaciones que emanan del contrato de cesión o promesa de cesión de flujos de pago durante los períodos respectivos;


c) El resultado proveniente del contrato de que trata este artículo, será determinado por el cedente en cada ejercicio comprendido en el mismo, y será equivalente a la diferencia entre el pasivo que corresponda proporcionalmente a cada ejercicio y los pagos a que se refiere la letra b). En esa misma oportunidad, y de acuerdo a las mismas reglas, la sociedad securitizadora deberá reconocer los resultados provenientes del contrato a que se refiere este artículo.”.


Artículo 3°.- Reemplázase la letra d), del número 1., del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, Ley de Seguros, por la siguiente:


“d) Participación en convenios de créditos en los que concurran al menos un banco o institución financiera no relacionado con la compañía, conforme a las normas de carácter general que dicte la Superintendencia, debiendo contemplarse en éstas el riesgo de crédito del deudor, y”.


Artículo 4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.395, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:


1) Reemplázase el artículo 57º por el siguiente:


“Artículo 57°.- Sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Superintendencia de Seguridad Social, en virtud de lo prescrito en los artículos anteriores, ésta podrá aplicar a las instituciones sometidas a su fiscalización, así como a sus directores, jefes de servicio, gerentes generales y ejecutivos relacionados con la administración superior de las mismas, que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o a sus instrucciones o dictámenes emitidos en uso de sus atribuciones legales, las sanciones a que se refiere el artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, previa investigación de los hechos. La multa a que se refiere el Nº 2 de dicha disposición legal, ascenderá hasta un monto equivalente a 1.000 Unidades de Fomento, y podrá ser reiterada cada treinta días mientras se mantenga el incumplimiento. En el evento que dicha multa se aplique a personas naturales, de ella deberá responder personalmente el infractor.


Las sanciones que se impongan constarán en un registro público que para tal efecto llevará la Superintendencia de Seguridad Social, el cual será difundido por los medios que establezca el Superintendente.”.


2) Modifícase el artículo 58º, de la siguiente manera:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “artículo 45 del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931,” por “artículo 28, del decreto ley Nº 3.538, de 1980,”. 


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “medio sueldo vital, escala a) del departamento de Santiago.” por “al veinte por ciento del monto de la multa.”.


3) Reemplázase en el artículo 59º, la frase “artículo 45 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931,” por “artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980,”.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.833, que establece un estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar: 


1) Reemplázase el artículo 21, por el siguiente:


“Artículo 21.- Las cajas de Compensación podrán establecer un régimen de prestaciones de crédito social, consistente en préstamos de dinero y que estará regida por un reglamento especial. 


Bajo este régimen, las Cajas de Compensación podrán otorgar préstamos destinados al financiamiento de la adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas y al refinanciamiento de mutuos hipotecarios, los que deberán garantizarse con primera hipoteca constituida sobre la vivienda objeto del contrato.


Las Cajas de Compensación podrán otorgar y administrar mutuos hipotecarios endosables de los señalados en el Título V del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, siendo aplicables, en lo pertinente, las disposiciones contenidas en las leyes Nº 19.439 y Nº 19.514. Para estos efectos deberán inscribirse en el registro especial que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, y les serán aplicables las disposiciones del citado Título V, salvo lo dispuesto en la letra a) del artículo 88.


En relación a las materias señaladas en el inciso anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros fiscalizará y podrá sancionar a las Cajas de Compensación inscritas en el Registro, así como a sus directores, gerentes generales, ejecutivos y empleados de las mismas, con todas sus facultades legales.


Será requisito para inscribirse y permanecer en el referido registro, contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social, la que podrá revocar dicha autorización en aquellos casos que las Cajas de Compensación no cumplan con las instrucciones que al efecto imparta dicho organismo. 


Para contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social y para inscribirse y permanecer en el Registro, las Cajas deberán acreditar que cumplen con los niveles de solvencia y liquidez fijados por dicho organismo.


La administración de los mutuos hipotecarios endosables que otorguen las Cajas de Compensación también podrá encargarse a un banco, sociedad financiera o a alguno de los agentes administradores de mutuos hipotecarios endosables a que se refiere el Titulo V citado precedentemente, o cualquier otra entidad autorizada por ley para administrar tales mutuos. 


Podrán ser cesionarios de estos créditos los bancos, las sociedades financieras, las aseguradoras y reaseguradoras, y otras entidades reguladas por leyes especiales facultadas para realizar este tipo de inversiones, o cualquier otra entidad.”.


2) Derógase el artículo 68.


Artículo 6°.- Modifícase el artículo 2º de la ley Nº 20.318, que Faculta al Presidente de la República para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el Patrimonio del decreto ley Nº 3472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, de la siguiente forma:


1) Reemplázase en el inciso primero, el guarismo “100.000” por el guarismo “500.000”.


2) Agrégase en el inciso segundo, la siguiente oración luego del punto final que se suprime “cuyas ventas anuales superen las 25.000 unidades de fomento y no excedan las 100.000 unidades de fomento, y de 50.000 unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera, para cada empresa cuyas ventas anuales superen las 100.000 unidades de fomento y no excedan las 500.000 unidades de fomento.”.


3) Reemplázase en el inciso tercero, la frase “a que se refiere el inciso primero de este artículo” por la frase “cuyas ventas anuales superen las 25.000 unidades de fomento y no excedan las 100.000 unidades de fomento”.


4) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Para el caso de las empresas cuyas ventas anuales superen las 100.000 unidades de fomento y no excedan las 500.000 unidades de fomento, el Fondo no podrá garantizar más del 30% del saldo deudor de cada financiamiento de hasta 50.000 unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera.”.


5) Reemplázase en su inciso cuarto el guarismo “100.000”, por el guarismo “500.000”.


Artículo 7°.- Amplíase, a contar del día primero del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, hasta un máximo de treinta y seis meses, en cuotas fijas o variables, el plazo que el inciso primero del artículo 192 del Código Tributario concede al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades para el pago de impuestos adeudados, sólo respecto de aquellos impuestos girados hasta el día 31 de marzo de 2009 y que se encuentren sujetos a cobranza administrativa o judicial. La facultad que se concede al Servicio de Tesorerías en este artículo, se podrá ejercer hasta el 30 de junio del año 2010. La primera de las cuotas deberá ser enterada al momento de suscribir el convenio, no pudiendo exceder su monto una treintaiseisava parte del monto total adeudado, salvo que el deudor, en forma expresa, solicite pagar un monto mayor.


Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en el número 1) del artículo 5º de esta ley, entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 2º transitorio.- Las modificaciones a que se refiere el artículo 6º de la presente ley, comenzarán a regir a partir de la fecha de la primera licitación siguiente a su publicación en el Diario Oficial, que efectúe el Administrador del Fondo de conformidad al decreto ley Nº 3472, de 1980, que Establece un Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.


Artículo 3º transitorio.- Las modificaciones a que se refiere el literal i), de la letra b), del número 4), del artículo 2º de la presente ley, comenzarán a regir a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, beneficiando a los créditos otorgados a contar de tal fecha por las compañías de seguros y fondos de pensiones extranjeros a que la norma se refiere.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS

(5971-17)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros en general el proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República.





Se dio cuenta de esta iniciativa, ante la Sala del Honorable Senado, en sesión celebrada el 21 de enero de 2009, oportunidad en que se dispuso su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y por la de Hacienda, en su caso.

- - - 




A la sesión en que se discutió el proyecto, asistieron, especialmente invitados, el señor Subsecretario General de la Presidencia, don Edgardo Riveros, la asesora jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, doña Valeria Lübbert, y don Enrique Álvarez.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Cabe tener presente que el artículo 2°1 del proyecto, debe ser aprobado como norma de rango orgánico constitucional. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de ese Texto Supremo.

- - -





Asimismo, cabe destacar que mediante oficio N° 7570, de 11 de julio de 2008, la Honorable Cámara de Diputados, en virtud de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República, y 16 de de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema, la que acordó informar el proyecto favorablemente, comunicándolo mediante oficio N° 119, de 18 de agosto de 2008.





Posteriormente, mediante oficio DDHH 003-09, de 15 de enero de 2009, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la Honorable Cámara de Diputados, al aprobar el artículo 2° del proyecto, consultó nuevamente a la Excelentísima Corte Suprema, en conformidad a lo dispuesto en las disposiciones constitucionales y legales antes citadas.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO





Dar curso a los asuntos patrimoniales y de familia asociados a la desaparición forzada por medios no vinculados a la sucesión por causa de muerte, al reconocer la categoría de desaparición forzada como la situación de hecho que la ley pretende regular, y establecer un procedimiento expedito y simplificado para quienes opten, para tales efectos, por la declaración de ausencia por desaparición forzada.

- - - 
ANTECEDENTES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para el estudio de esta iniciativa legal se ha tenido en consideración, entre otros, la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, el 20 de diciembre de 2006 y, en particular, su artículo 2° que define, para los efectos de tal Convención, la desaparición forzada.





2.- Mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República.- Al fundar su iniciativa,  expresa que los Gobiernos de la Concertación desde el año 1990 han realizado esfuerzos sistemáticos para lograr la recuperación de las profundas heridas sociales y personales sufridas en el período 1973-1990, los que han contribuido a cerrar las heridas y alivianar el peso de las víctimas directas, sin perjuicio de lo cual quedan temas pendientes.




En tal sentido, expone, la situación de la desaparición forzada, tal como está definida en la normativa internacional de los derechos humanos, no está tratada ni reconocida expresamente en la ley nacional, sin que los familiares de los detenidos desaparecidos hayan tenido un modo legal de dar curso a los asuntos patrimoniales y de familia, ocasionados por la desaparición de sus familiares, por muy largo tiempo.





Ello ha ocurrido, agrega el Mensaje, porque, de acuerdo a la legislación vigente, la única manera de dar estatuto legal a los derechos de los familiares, sobre los bienes de un detenido desaparecido, pasa por reconocer la muerte, natural o presunta, de la persona víctima de la desaparición forzada.





En tal sentido, indica, es públicamente conocida la posición de los familiares de los detenidos desaparecidos, en cuanto sostienen que no es posible ni aceptable reconocer la muerte de sus familiares sin que se aclare cuál fue la suerte que corrieron, y cuál fue la participación precisa de agentes estatales, o que actuaron a nombre del Estado, en su desaparición.





Señala que el uso de esas instituciones, en la medida que suponen la muerte, podría, producto de indeseables interpretaciones, debilitar la legítima demanda por verdad y justicia que ha sido el fundamento de una labor de más tres décadas.





Manifiesta que la respuesta a la demanda de los familiares por dar razonable administración y goce a los bienes de la familia, así como disolver vínculos matrimoniales, ha pasado, durante más de tres décadas, por el uso de las instituciones de la sucesión por causa de muerte y declaración de muerte presunta, y que no resulta justo exigirles que, para el ejercicio de dichos derechos, deban poner en juego un punto central de la lucha de esta organización ciudadana, en un ámbito tan sensible como el desaparecimiento de un ser querido en las circunstancias históricas que todos conocemos.





Concluye, la exposición de motivos del Mensaje, indicando que la desaparición forzada de personas a manos de agentes estatales es una realidad histórica, que la sociedad chilena ha enfrentado, y que el proyecto pretende consagrar legalmente aquello que hemos reconocido y, a partir de ello, establecer mecanismos institucionales que permitan el adecuado y satisfactorio ejercicio de los derechos de los familiares de las víctimas, en el ámbito patrimonial y de familia, sin obligarles a alegar la muerte del desaparecido, con lo cual se respeta un punto central de la demanda por verdad y justicia que sostienen.

- - - 




El proyecto, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, consta de catorce artículos permanentes.





Su artículo 1° define, para los efectos de esta ley, la desaparición forzada, en los mismos términos en que lo hace la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas, excepto en cuanto la limita al período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.




Sus artículos 2° y 3° establecen el tribunal competente para dictar la declaración de ausencia forzada de un desaparecido, y determina quienes se encuentran legitimados para solicitar tal declaración, respectivamente.





Su artículo 4° dispone que, con la acreditación de la legitimación activa y de la desaparición forzada, el juez se pronunciará sobre la admisibilidad de la solicitud. 





Su artículo 5° determina que producirá plena prueba de la desaparición forzada la sentencia judicial firme que configure la desaparición forzada de una persona, en los términos del artículo 1°, así como el certificado del órgano competente en el sentido de encontrarse la persona incluida en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, en el Informe de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, o en los informes de comisiones de la misma naturaleza que pudieren crearse, sea como detenida desaparecida o como ejecutada, si no existe el certificado de defunción correspondiente o, habiéndolo, la familia no haya tenido acceso a sus restos. 





Su artículo 6° exige, como medida de publicidad, que acogida a tramitación la solicitud de declaración de ausencia por desaparición forzada, se ordene su publicación en extracto en un diario de circulación nacional.





De acuerdo a su artículo 7°, el juez se pronunciará sobre la solicitud transcurridos que sean 30 días desde la publicación. Además, la disposición regula el trámite que ha de seguirse en caso que se dedujere oposición. 





Su artículo 8° define la declaración de ausencia por desaparición forzada, como la sentencia judicial que reconoce la desaparición de una persona, en los términos del artículo 1°, y transfiere los bienes del desaparecido y, en su caso, disuelve el matrimonio, y su artículo 9° establece las menciones mínimas que ella debe contener. 





Sus artículos 10, 11 y 12, fijan las reglas para transferir los bienes del desaparecido, determinan cuándo se disuelve el matrimonio, y regulan las inscripciones y transferencias que origina la sentencia, respectivamente.





Su artículo 13 otorga privilegio de pobreza a los solicitantes de la declaración de ausencia por desaparición forzada y a los beneficiarios de las transferencias reguladas por esta ley, y exime de todo impuesto a éstas últimas.





Finalmente, su artículo 14 prescribe que la declaración de ausencia por desaparición forzada no podrá considerarse para la prescripción penal, ni para ningún efecto civil o penal que no sean los regulados por esta ley.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





En discusión, hace uso de la palabra el Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, quien reafirmó los fundamentos del Mensaje.





En tal sentido, expresó que la idea es dar solución a los asuntos de familia y patrimoniales derivados de la desaparición forzada, por medios no derivados de la sucesión por causa de muerte.





Indicó que la ley crea dos nuevas instituciones: la de desaparición forzada, y la declaración de ausencia por desaparición forzada.





En el caso de desaparición forzada, señaló, se toma la definición contenida en el artículo 2° de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra la Desaparición Forzada, elaborada por las Naciones Unidas el año 1996, cuyo proyecto de acuerdo aprobatorio se encuentra en trámite ante el Congreso Nacional, con el Boletín N° 5.500-10. 





En segundo lugar, expresó, se encuentra la declaración de ausencia por desaparición forzada, concebida como la sentencia judicial que, basada en la declaración de desaparición forzada de una persona, disuelve el matrimonio, y tiene el efecto de transferir los bienes del desaparecido en los términos que señala la ley.





Resalto, el señor Subsecretario, que dicha sentencia sólo produce efectos en los aspectos patrimoniales y de familia a que se refiere esta ley. 





Indicó que se ha tenido especial atención al establecer las normas sobre legitimación activa, para resguardar la facultad privativa de los familiares más cercanos para solicitar la declaración de ausencia, o de no hacerlo, si así lo estiman pertinente.





Para ello, indicó, los familiares más cercanos tienen la exclusividad de la acción y excluyen a los más lejanos, y sólo en caso de presentarse familiares con igual legitimación deberá resolver el juez la procedencia de la solicitud, de acuerdo al mérito del caso. 





En cuanto a la disolución del vínculo matrimonial por la declaración de ausencia por desaparición forzada, informó que tal decisión se reconoce como una facultad privativa del cónyuge de la víctima, quien es el único que tiene la opción de solicitar tal disolución.





Prosiguió el señor Subsecretario expresando que la declaración de ausencia por desaparición forzada es una sentencia que sólo asigna los bienes del desaparecido y disuelve el matrimonio, en su caso, lo que significa que ella no es un requisito para establecer la desaparición forzada de ningún detenido desaparecido para otros efectos que los de esta ley y, además, que sus efectos sólo dicen relación con el ámbito que esta ley regula.





Señaló que estimaba necesario realizar tal precisión en consideración a que algunas familias han optado por el mecanismo de la muerte presunta, y hay otras que no están dispuestas a ello, siendo ambas opciones válidas, por lo que se estimó conveniente precisar que nada de esta ley limita o desconoce la naturaleza de detenido desaparecido de la víctima y sus consecuencias, estableciendo expresamente que sólo produce y limita sus efectos al ámbito patrimonial y de familia.





Agregó que en algunas causas penales ha producido efectos la declaración de muerte presunta, ya que erróneamente, a su juicio, algún tribunal ha establecido un plazo de prescripción a contar de la declaración de muerte presunta.




Reiteró que el presente proyecto no produce ningún efecto en materia penal, ni tipifica delitos, ni crea nuevas figuras, sino que simplemente reconoce una situación de hecho y regula los efectos civiles de la desaparición forzada, particularmente los efectos patrimoniales.





Indicó que el artículo 1° sigue la definición del instrumento internacional que ha mencionado, acotándola a un plazo, en atención a que se busca resolver los asuntos patrimoniales generados en un plazo histórico determinado, que se precisa.





Finalmente, la asesora jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, doña Valeria Lübbert, indicó que en países como España, Perú y Argentina, a vía ejemplar, se han dictado normas específicas similares a las del proyecto, también acotadas al ámbito civil. 




Ofrecida la palabra, el Honorable Senador señor Naranjo manifestó su opinión en el sentido que el proyecto resulta oportuno, porque atiende un problema de larga data que ha afectado a los familiares de los detenidos desaparecidos en situaciones de índole patrimonial y personal, y estimó una muestra de buena voluntad hacia ellos el prestarle de inmediato su aprobación en general.





Agregó que el proyecto tiene un efecto práctico y reparador; práctico, pues hay muchas familias para quienes resulta muy difícil el pedir la declaración de muerte presunta para resolver aspectos patrimoniales, cuando para ellos su situación es un problema de índole moral, y reparador, en cuanto expresa la voluntad del Estado de atender los problemas de las víctimas. 





El Honorable Senador señor Kuschel consultó respecto de las causas por las que se ha limitado la desaparición forzosa hasta marzo de 1990, en circunstancias que el instrumento internacional sobre la materia, que se ha mencionado, no considera tal limitación. 





Sobre el particular, el señor Subsecretario indicó que el proyecto busca resolver la situación generada en un período histórico determinado, y que para fines permanentes se encuentra en tramitación el proyecto de acuerdo sobre desaparición forzada. 





El Honorable Senador señor Chadwick consultó al Ejecutivo respecto de los fundamentos, esgrimidos por aquellas sentencias que han utilizado la fecha de la declaración de muerte presunta, para los efectos de la prescripción, y se refirió a la complejidad jurídica de las instituciones propuestas, en cuanto, sin declarar muerta a una persona, establece normas sobre la disposición de sus bienes.





En relación a la consulta, el señor Subsecretario indicó que la declaración de muerte presunta fue uno de los antecedentes tenidos en cuenta, en una sentencia, y que aunque el mismo no fue el elemento esencial del fallo, para evitar que esta ley se preste a erróneas interpretaciones, se estimó preferible precisar claramente el ámbito de aplicación de sus disposiciones. 





El Honorable Senador señor Ávila manifestó que la desaparición forzada a que se refiere la iniciativa se vincula a un fenómeno histórico acotado en el tiempo, a diferencia de las simples desapariciones, que son comunes, y que rondan los 1500 casos anuales en el país.  





En relación al proyecto, se manifestó partidario de su aprobación, pues soluciona el problema de los familiares de las víctimas que se ven constreñidos a actuar en una forma que no desean, para solucionar problemas de índole patrimonial, y que sus disposiciones, además, contribuirán a evitar los conflictos que normalmente genera una situación de permanente indefinición.





- Sometido a votación en general, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Naranjo y Kuschel.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, que aprobéis en general el proyecto de ley en informe, en los términos en que fuera aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:




“Artículo 1°.- Para los efectos de la presente ley, se considera desaparición forzada el arresto, la detención, el secuestro o cualquiera otra forma de privación de libertad que sea obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, ocurrida entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.




Artículo 2°.- Será competente para dictar la declaración de ausencia por desaparición forzada, el juez de letras del último domicilio que el desaparecido haya tenido en Chile. Esta declaración sólo se efectuará a petición de las personas legitimadas para ello conforme el artículo siguiente.




Artículo 3°.- Podrán solicitar la declaración de ausencia por desaparición forzada, el cónyuge o los hijos de la persona desaparecida. A falta de éstos, podrán solicitarla los descendientes. Si no existieren éstos, podrán pedirla sus ascendientes. A falta de ascendientes y descendientes, podrán solicitarla los colaterales.




En todo caso, para efectos de la legitimidad para la solicitud, los parientes de grado más próximo excluyen a los de grado más lejano.




Artículo 4°.- Con la acreditación de la legitimidad activa, por medio de los certificados correspondientes, emitidos por el Servicio de Registro Civil e Identificación o de servicios de similar naturaleza de Estados extranjeros debidamente legalizados, y con los antecedentes a que se refiere el artículo siguiente, destinados a acreditar la desaparición forzada aportados por el solicitante, el juez se pronunciará sobre la admisibilidad de la solicitud.




El juez podrá declarar inadmisible la solicitud, incluso por falta de fundamento o pedir al solicitante, en un plazo prudente que no excederá de 30 días, que allegue más antecedentes.




Artículo 5°.- La sentencia judicial firme que configure la desaparición forzada de una persona, de acuerdo a la definición del artículo 1° de esta ley, así como la inclusión de una persona en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o en el Informe de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, así como en informes de comisiones de la misma naturaleza que pudieran crearse, ya como detenida desaparecida, ya como ejecutada, en el caso en que no exista el certificado de defunción correspondiente o, habiéndolo, la familia no haya tenido acceso a los restos, serán prueba suficiente de la desaparición forzada.




Para estos efectos, la copia autorizada de la sentencia o el certificado emitido por el órgano competente de la administración, producirán plena prueba.




Artículo 6°.- En la resolución que acoja a tramitación la solicitud de declaración de ausencia por desaparición forzada, se ordenará la publicación, por una sola vez, en un diario de circulación nacional, de un extracto de la solicitud, el cual deberá contener, en todo caso, la individualización de la persona víctima de desaparición, así como la de el o los solicitantes.




Artículo 7°.- Transcurridos treinta días desde la publicación referida en el artículo anterior, el juez declarará derechamente la ausencia por desaparición forzada.




Si se dedujere oposición, el procedimiento continuará su sustanciación de acuerdo a las reglas del juicio sumario.




La oposición sólo puede ser deducida por quienes tengan la legitimidad activa de la solicitud, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de esta ley. El juez deberá resolver siempre a favor de la pretensión de quien sea hábil para la solicitud de ausencia por desaparición forzada.




Sólo en caso de que el o los solicitantes de la declaración, así como el o los oponentes a la misma, sean hábiles para hacerla, podrá el juez resolver el conflicto de acuerdo al mérito probatorio de los antecedentes sobre la desaparición forzada. Sólo en estas circunstancias, cuando el fundamento de la solicitud sea alguno de los instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 5° de esta ley, el juez deberá declarar la ausencia por desaparición forzada.




Artículo 8°.- De acuerdo a las reglas de esta ley, la declaración de ausencia por desaparición forzada es la sentencia judicial que, reconociendo la desaparición de una persona en los términos del artículo 1°, transfiere los bienes del desaparecido, y en su caso, disuelve el matrimonio.




Dicha sentencia será impugnable de acuerdo a las reglas generales.




Artículo 9°.- La declaración sólo producirá efectos hacia el futuro.




La sentencia contendrá, a lo menos,  la individualización de los solicitantes, la de los oponentes en su caso, la del desaparecido, el hecho de la desaparición, los fundamentos que se tuvieron a la vista para su establecimiento y la declaración de ausencia fundada en la desaparición forzada.




No será necesario que la sentencia contenga la data exacta de la desaparición.




Artículo 10.- Ejecutoriada la sentencia, se transferirán los bienes del desaparecido de acuerdo a las siguientes reglas:




a) Si hubiere hijos, todos los bienes serán transferidos a éstos y al cónyuge, si lo hubiere. Si sólo hubiere un hijo, la transferencia de los bienes del desaparecido, se hará en partes iguales a éste y al cónyuge. Si hubiere más de un hijo, el patrimonio del desaparecido será repartido entre estos y el cónyuge de modo tal que al cónyuge no le corresponda menos que la cuarta parte del patrimonio del desaparecido. Asegurándose lo anterior, al cónyuge le corresponderá la transferencia del doble de lo que le corresponda a cada hijo.




b) Si no hubiere cónyuge, todos los bienes se transferirán en partes iguales entre los hijos.




c) Si no hubiere hijos, los bienes se transferirán al cónyuge y a los ascendientes de grado más próximo, dividiendo el patrimonio en tres partes, dos para el cónyuge y una para los ascendientes.




d) Si no hubiere hijos ni cónyuge, los bienes se trasferirán a los ascendientes en partes iguales. Los ascendientes de grado más próximo excluirán a los demás.




e) Si no hubiere hijos, cónyuge, ni ascendientes, los bienes se transferirán a los colaterales en partes iguales hasta el sexto grado inclusive. Los colaterales de grado más próximo excluirán a los demás. En el caso de los hermanos, los carnales tendrán derecho a que se les transfiera el doble respecto de los maternos o paternos. En el caso de los colaterales, los de doble conjunción tendrán derecho al doble de lo que les corresponda a los de simple conjunción.




f) Los hijos y hermanos de la persona desaparecida concurrirán a la transferencia personalmente o representados por sus descendientes, por estirpe.




Si el desaparecido hubiese dejado testamento, se aplicarán las reglas sobre sucesión testada en la parte del patrimonio afectada por éste.




Artículo 11.- La sentencia ejecutoriada que declare la ausencia por desaparición forzada producirá, sólo en el caso en que el cónyuge no desaparecido lo haya solicitado, la disolución del matrimonio.




No obstante, aun cuando la sentencia estuviere ejecutoriada, el cónyuge no desaparecido podrá solicitar, ante el mismo tribunal que la hubiere dictado, la ampliación de la sentencia en el sentido de ordenar la disolución del matrimonio.




Artículo 12.- Una vez ejecutoriada la sentencia, el juez oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación, el cual tomará las medidas correspondientes, de conformidad al reglamento, para registrar la disolución del matrimonio, en su caso, y dictará un acto de transferencia de todos los bienes del desaparecido de acuerdo a las reglas de esta ley.




Para estos efectos, el solicitante deberá presentar al Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación un inventario simple de los bienes del ausente por desaparición forzada.




Respecto de los bienes inmuebles, los beneficiarios de la transferencia se entenderán poseedores desde la inscripción del acto de transferencia en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces correspondiente.




Respecto de los bienes muebles, se aplicarán las reglas generales sobre posesión y dominio.




Artículo 13.- Los solicitantes de la declaración de ausencia por desaparición forzada, así como los beneficiarios de las trasferencias reguladas en la presente ley, gozarán de privilegio de pobreza.




Las transferencias realizadas en virtud de esta ley, están exentas de todo impuesto.




Artículo 14.- La declaración de ausencia por desaparición forzada no podrá ser considerada para la prescripción penal, ni para ningún otro efecto civil o penal que no sean los regulados en esta ley.”.
- - - - - 





Acordado en sesión celebrada el día 11 de marzo de 2009, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Andrés Chadwick Piñera (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jaime Naranjo Ortiz.





Sala de la Comisión, a 18 de marzo de 2009.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS

(6174-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

Cabe hacer presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, en calidad de invitados, de la Comisión Nacional de Energía, el Ministro Presidente, señor Marcelo Tokman; el Jefe del Área Medioambiental, señor Jaime Bravo; y los asesores señores Diego Vio y Hernán Moya.

Del Ministerio de Hacienda, el abogado, señor Rodrigo Terc.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley pretende establecer una franquicia tributaria respecto de los sistemas solares térmicos que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria calentada con energía solar a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· Código Tributario.

· Decreto ley Nº 824, de 1974, Ley sobre Impuesto a la Renta.

· Decreto ley Nº 825, de 1974, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

· Decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

· Ley Nº 18.410, crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, da cuenta que una de las preocupaciones permanentes del Gobierno ha sido disminuir la dependencia del país de combustibles fósiles, tales como el petróleo y sus derivados, en consideración al alto nivel de volatilidad en sus precios y los problemas de suministro que Chile ha experimentado en los últimos años. Con dicho fin se han emprendido numerosas iniciativas destinadas a promover el uso de energías renovables no convencionales, entre las que destaca la energía solar, respecto de la cual Chile puede considerarse privilegiado, dados los altos niveles de radiación solar que experimenta en gran parte de su territorio.

En este contexto, prosigue, el Gobierno decidió incorporar una franquicia a los sistemas solares térmicos dentro del plan gubernamental para combatir la inflación y dar un impulso al crecimiento, por un valor de US$ 1.000 millones, como fuera anunciado por el Ministro de Hacienda el pasado 22 de agosto de 2008.

La medida señalada, que este proyecto de ley viene a concretar, establece un crédito tributario para financiar sistemas solares térmicos que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria calentada con energía solar a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento, abaratando, de este modo, la instalación de estos sistemas en los hogares de las familias de menores ingresos y de clase media.

Esta iniciativa, añade el Mensaje, tendrá un efecto doblemente positivo, pues no sólo apunta al desarrollo de una fuente de energía renovable y de bajo costo, sino también a la reducción del gasto en gas de las familias, disminuyendo la dependencia de ese combustible, lo que redundará en una menor inflación y en una promoción del crecimiento económico. Adicionalmente, la implementación de esta medida incentivará la creación de fuentes de trabajo calificadas en el país, a la vez que posibilitará que recursos económicos antes destinados a pagar por un bien importado, como son los hidrocarburos, puedan ahora ser destinados a inversión en sistemas solares térmicos que pueden manufacturarse, total o parcialmente, en Chile.

Enseguida, el Mensaje indica que los beneficiarios del crédito serán las empresas constructoras que instalen sistemas solares térmicos en las viviendas que construyan, las que tendrán derecho a deducir de sus impuestos un crédito equivalente a un porcentaje del costo del sistema solar térmico, según el valor de la vivienda. Dicho porcentaje variará entre el 20 y el 100%, aplicándose este último para viviendas con un valor de hasta 2.000 unidades de fomento.

El beneficio se aplicará a las viviendas cuyo valor, incluyendo el valor del terreno y de la construcción, sea de hasta 4.500 unidades de fomento, y que incorporen este sistema solar. El valor de construcción deberá ser declarado por la empresa constructora en el respectivo contrato de construcción. Cuando no exista un contrato de construcción, el valor de los inmuebles deberá ser declarado al Servicio de Impuestos Internos. El valor del terreno, por su parte, será el valor de adquisición que acredite el contribuyente o, a falta de esta acreditación, el que se haya utilizado para efectos de su avalúo fiscal.

En cuanto a la oportunidad y forma de imputación del crédito, señala que el derecho al mismo por cada vivienda en cuya construcción se hubiese incorporado el respectivo sistema solar térmico, se devengará en el mes en que se obtenga la recepción municipal final de éstas. Luego, la suma de todos los créditos devengados en el mes se imputará a los pagos provisionales obligatorios del impuesto a la renta correspondiente a dicho mes. El remanente que resultare podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, e incluso en calidad de pago provisional voluntario a la declaración anual de impuestos a la renta, cuando al final del ejercicio resultare un remanente.

El monto del crédito por vivienda, a su vez, se determinará de acuerdo a una escala contenida en la ley, que otorga un mayor porcentaje de franquicia a las viviendas de menor valor. 

Respecto de los requisitos que deben cumplir los sistemas solares térmicos para acceder al crédito, el Mensaje explicita que éstos deberán aportar el porcentaje del promedio anual de demanda de agua caliente sanitaria de la vivienda que determine el Reglamento de la ley. Dicho porcentaje es variable y dependerá de dos factores: la radiación solar correspondiente al área geográfica de que se trate y la demanda de agua caliente sanitaria de la respectiva vivienda. En todo caso, no podrá ser inferior al 30%.

Asimismo, los componentes utilizados en los sistemas deberán corresponder a equipos o bienes nuevos que no hayan sido instalados previamente en otros inmuebles.

Para acreditar tanto la instalación como los componentes de los sistemas solares térmicos, en tanto, la empresa constructora deberá presentar, al momento de la recepción municipal definitiva de la obra, los siguientes documentos:

a.
Declaración jurada en la que conste la marca, modelo y número de serie de él o los colectores y depósitos acumuladores que compongan el sistema solar térmico, los que deberán constar en un registro que al efecto llevará la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. 

b.
Declaración jurada donde conste que el sistema solar térmico cumple con el porcentaje mínimo de contribución promedio anual a la demanda de agua caliente sanitaria establecido en el Reglamento, adjuntando al efecto la respectiva memoria de cálculo.

El valor de los sistemas solares térmicos y su instalación, prosigue, se acreditará con las facturas de compra o instalación, cuando sea obligatoria la emisión de tales documentos. En los demás casos, dichos valores podrán ser acreditados con los demás documentos que den cuenta de la adquisición, importación o instalación, según corresponda. Esto sin perjuicio de la facultad de tasación de que dispone el Servicio de Impuestos Internos.

En relación con lo recientemente señalado, se contempla que la reclamación que se deduzca en contra de la tasación, liquidación o giro que practique el Servicio de Impuestos Internos respecto del valor de construcción de los bienes corporales inmuebles, del valor o costo de los sistemas solares térmicos y su montaje, o del crédito o de los impuestos, según corresponda, se sujetará al procedimiento general establecido en el Código Tributario.

El Mensaje refiere, además, las facultades que se otorgan a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), a saber: establecer y administrar un registro de los colectores solares térmicos y depósitos acumuladores que permitan acceder al beneficio tributario; y autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos u otras entidades de control para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos, o la revisión documental, en su caso, que la SEC estime necesarias para incluir los componentes referidos. Las entidades así autorizadas quedarán sujetas a la permanente fiscalización y supervigilancia de la SEC.

Del mismo modo, da cuenta del deber de las  empresas constructoras de informar al Servicio de Impuestos Internos el valor de construcción de los inmuebles respectivos, el valor del terreno, las modificaciones o el término anticipado de la construcción, la marca, modelo y número de serie de él o los colectores y depósitos acumuladores que compongan el sistema solar térmico, la fecha de montaje de los señalados sistemas, el valor o costo de dichos sistemas y de su montaje, la suma del valor individual de construcción del contrato más el valor de las obras preexistentes, cuando corresponda, u otros antecedentes que sirvan de base para el cálculo del crédito a que se refiere este artículo, acompañando los documentos que dicho organismo determine mediante resolución.

El propietario primer vendedor de una vivienda acogida a esta franquicia, a su vez, deberá solventar la realización de una inspección del sistema solar térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del periodo de cinco años contados desde la recepción municipal definitiva de la misma. También deberá responder, durante el plazo de cinco años, por las fallas o defectos del sistema solar térmico, de sus componentes y de su correcto funcionamiento, de conformidad a lo establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Los casos de  imputación indebida del crédito por la empresa constructora en virtud de una declaración falsa, agrega, serán sancionados con multa del 50 al 300% del valor del tributo eludido, y con presidio menor en sus grados medio a máximo. Igual sanción se aplicará a quien otorgue certificados falsos u otros antecedentes que determinen la imputación indebida del crédito; cuando para imputar el crédito se utilicen sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad al mismo u otro contribuyente para imputar dicho crédito; y a quien, habiendo imputado el crédito, facilite de cualquier modo los sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que haya utilizado para esos efectos a un tercero que impute dicho crédito en virtud de tales sistemas o componentes.

Todo lo anterior, sin perjuicio de la obligación del contribuyente de enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o de restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito, más los reajustes, intereses y multas respectivas, los que en estos casos podrán ser girados por el Servicio de Impuestos Internos de inmediato y sin trámite previo.
La infracción al deber de información, finalmente, se sancionará con multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual, aplicándose al efecto el procedimiento del artículo 165 del Código Tributario.

Culmina el Mensaje señalando que el beneficio que consagra este proyecto regirá a contar de la publicación del Reglamento que lo regula, sólo respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de tales permisos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008, y que hayan obtenido su recepción municipal final con posterioridad a la vigencia del beneficio y hasta antes del 31 de diciembre del quinto año a contar desde el año de publicación del señalado Reglamento. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Marcelo Tokman, efectuó una presentación del siguiente tenor:[image: image1.png]Franquicia Tributaria para Sistemas
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1. La demanda de agua caliente sanitaria en Chile

Principales fuentes de ener%|a utilizadas para la producciéon de ACS:
Gas Natural y Gas Licuado (90%)

Sector residencial individual: s6lo 57% de los hogares chilenos poseen
un medio de produccién de agua caliente sanitaria (Censo 2002?

2. Parque Colectores Solares Térmicos (CST) instalados:

Parque de CST en Chile a finales de 2006 estimado en 10.000 m?
(1.160.000m? acumulados en Francia a finales de 2006)

Dificil de evaluarlo dado que no existe registro.

3. La demanda de CST actual (segun encuesta proveedores de CST)

Aplicaciones: calentamiento de agua y temperado piscinas en sector
residencial

Ingreso Medio-Alto — 70% de la Regién Metropolitana, solo 25% de
zonas rurales

Motivo f)nnmpal ahorros de energia / otros motivos mencionados:
confiabilidad en el sistema, marketing para hoteles, medioambiente
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19 empresas consultadas para la encuesta

Fuerte dinamica del sector/ ritmo elevado de creaciones y desapariciones de
empresas o de actividades

70% ubicadas en Santiago, el resto en la lll, V o en la VI regién

50% comercializan tinicamente colectores solares

Servicios post venta:

= Empresas de méas de un afio - garantia de los materiales entre 1y
5 afios

= No existe garantia de resultados.
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Potencial Maximo de Demanda de CST en Chile

Categoria m? %

Parque viviendas existentes 4.466.000 70,8%
Parque viviendas nuevas

(2008 - 2015) 1.535.000 24.3%
Mineria 172.900 2,7%
Avicola 70.500 1,1%
Mataderos 36.000 0.6%
Turismo 12.700 0.2%
Servicios de salud 15.400 0.2%
Total 6.308.500 100,0%

NOTAS!
1) En esta estimacion no se han considerado restricciones técnicas o econémicas para la implementacion de los CST

2) Equivale a un potencial maximo para este mercado, lo que representa una referencia detallada para estimar los impactos o definir
o objetivos del Plan Nacional de Fomento al Uso de Colectores Solares




[image: image12.png]Programa Nacional de CST ®°

Instrumentos y medidas de apoyo

Medidas Transversales

1.

Certificacion de equipos

2. Formacién, capacitacion y concientizacion
3.
4. Investigacion y Desarrollo

Proyectos demostrativos

Medidas de Fomento y Promocién

5.
6.

Instrumentos Financieros
Reglamentacion, cédigos y estandares de construccion (obligatorios)




[image: image13.png]Politica Energética

Panorama Energético Nacional
Energia Solar Térmica en Chile

Proyecto de Ley de Subsidio Sistemas
Solares Térmicos





[image: image14.png]Proyecto de Ley Subsidio SST ®-°

Objetivo:

« Crear condiciones para el desarrollo de mercado de los sistemas solares térmicos
para el ACS, mediante franquicia tributaria transitoria que impulse la demanda.

« Generar una masa critica que impulse el mercado.

« Generar confianza de la utilidad y beneficios a través de un efecto demostracion.

« Generar y desarrollar capacitacion, tecnologia y trabajo.

Principios:

« El instrumento es una franquicia que se entrega como crédito fiscal, lo que no
implica gasto sino menor recaudacion fiscal.

« Para una asignacion eficiente se requiere minimizar los costos de implementacion
y arreglos institucionales.

« El sistema debe ser sustentable en el tiempo

Barreras que ataca:
« Alto costo inicial de los SST.
« Altos periodos de recuperacion de capital para viviendas.

« Demanda poco significativa que dificulta los esfuerzos de la industria para
promover a gran éscala la techologia.
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Descripcion del Beneficio:

« Crédito tributario para financiar Sistemas Solares Térmicos destinados al calentamiento
de agua sanitaria.

« Titulares del beneficio tributario: empresas constructoras que lo descuentan contra su
impuesto a la renta u otros impuestos de retencién o recargo.

« Aplica para viviendas nuevas cuyo valor es menor a 4500 UF.

« El'monto del beneficio varia por afio, por tipo de instalacion (individual o colectiva) y por
el valor de la vivienda.

« Vigencia por 5 afios.

« Regira para aquellas viviendas cuyos permisos de construccion, o sus modificaciones,
se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008 y hayan obtenido su recepcion
municipal antes del 31 de diciembre de 2013 o en fecha posterior si la solicitud ingres6
antes del 30 de noviembre del afio 2013.
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» Topes del Beneficio por vivienda:

Sistemas Colectivos

Sistemas Individuales

CST<80m2 CST>120m2
Afio UF/Vivienda (a) UFIViv (b) UFNViv
2009 325 295 26,0
2010 32,0 29,0 255
2011 315 28,0 245
2012 310 275 24,0
2013 30,0 265 235
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Coberturas segun los valores de las viviendas:

Viviendas <= 2000 UF : 100% del beneficio tope del sistema solar por
vivienda

2000 UF < Viviendas <= 3000 UF : 40% del beneficio tope por
vivienda

3000 UF < Viviendas <= 4500 UF : 20% del beneficio tope por
vivienda

Viviendas > 4500 UF 1 0%

El valor de la vivienda incluye el valor de construccion mas el valor del terreno.

El valor de construccion es aquel indicado en el respectivo contrato de construccion o el
declarado al SlI.

El valor del terreno es el valor de adquisicion que se acredite o su avaluio fiscal.
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Mecanismo de la Franquicia Tributaria:

« La empresa constructora adquirira el derecho al crédito, en el mes que obtenga la
recepcion municipal de la vivienda.

« El crédito adquirido se imputara contra el pago provisional obligatorio del impuesto a la
renta de dicho mes.

« Si hubiera algun remanente se podra imputar contra cualquier otro impuesto de
retencion o recargo que deba pagarse en ese mes y el saldo se puede imputar a los
mismos impuestos durante los siguientes meses, incluso a la declaracion anual de
impuesto a la renta si aun hubiera un remanente al final del ejercicio.
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Requisitos a cumplir por los SST:

« El SST debe disefiarse para aportar un porcentaje minimo (>30%) de contribucion
de la demanda promedio anual de ACS, segun la zona geografica.

« Certificacion de los CST y depositos acumuladores, segun Reglamento.

« Especificaciones que deben cumplir los SST instalados que deben ser verificadas en
la inspeccion, segun Reglamento.

« Demas requisitos y caracteristicas técnicas que establezca el Reglamento.
« Los componentes del SST deben ser equipos nuevos.
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Facultades a la SEC:

«+ Establecera y administrard un registro de CST y estanques certificados que
podran acceder al beneficio.

« Autorizar a organismos de certificacién, organismos de inspeccién y
laboratorios de ensayo para efectos de la certificacion de CST y estanques.

«+ Autorizar a organismos de inspeccién para constatar que las instalaciones
cumplen con las especificaciones del Reglamento.

« Sancionar a las empresas constructoras que hubieren utilizado el beneficio
tributario si existe incumplimiento de las especificaciones establecidas en el
reglamento o en la memoria de célculo
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Obligaciones y Acreditacion de Cumplimiento:

< Al monj(ento de obtener la recepcion municipal, la empresa constructora debe
presentar:

« Declaracion jurada que indique marca, modelo y N° de serie de los CST y
estanques, los que se contrastara con el registro de la SEC.
+ Declaracion jurada que conste que el disefio cumple con la contribucién minima
de ACS exigida, adjuntando memoria de calculo.
« El propietario primer vendedor debe responder, durante el plazo de 5 afios,
por fallas en el SST instalado.

« El propietario primer vendedor, debe solventar la inspeccién del SST a
solicitud del propietario, lo que podra ser requerido en el plazo de 5 afios.
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Sanciones:

+ Se sancionaré con multa entre el 50% al 300% del valor del beneficio y con
presidio menor en sus grados medios a maximos a:

+ La empresa constructora que haga una imputacién indebida del crédito
por una declaracion falsa.

+ Quienes otorguen certificados falsos para la imputacién indebida del
crédito

+ A quién facilite o utilice los mismos componentes por los que ya se
habia percibido el crédito, para imputar un nuevo crédito en otra
instalacion.

. ba_ll_iAnfraccién al deber de informacion se sancionara con multade 1 UTM a 1
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Otras Disposiciones ®°

1) En relacién al control de los resultados:

La CNE debera informar a la Comision de Hacienda de la Camara el
ndamero de viviendas que instalaron CST, el origen de éstos, el monto de
os créditos otorgados y el resultado de las acciones de fiscalizacion.

Lo anterior se suma a la obligacién de encargar a un organismo
internacional la realizacién de una evaluacién del impacto de la presente
ey en el consumo de combustibles derivados del petréleo, efecto
demostrativo generado, y ahorro neto producido.

2) Se faculta al Ministerio de Vivienda y urbanismo para establecer en el
programa Fondo Solidario de Vivienda, mecanismos destinados a la
utilizacion del beneficio tributario que establece esta ley
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Otras Disposiciones ®°

3) Se faculta al Presidente de la Republica para establecer un mecanismo de
financiamiento para instalar SST en viviendas usadas que hayan sido
financiadas, en todo o parte, con recursos fiscales.

Este sistema debera cubrir al menos la instalacion de SST en cien viviendas
en cada una de las regiones del pais.

4) Con el objeto de no afectar la posibilidad de acceder a beneficios o programas
sociales, se establece expresamente que en el valor de la vivienda no se
considerara el valor de los sistemas solares térmicos.
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Mecanismo de certificacion y registro de equipos.
Especificaciones Técnicas Equipamiento

Disefio general del sistema

Disefio especifico e Instalacién

Mantenimiento

Procedimiento de Fiscalizacion
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Conclusiones ®°

« A partir del afio 2009 en Chile se dispondré de un instrumento de
fomento que permitira el desarrollo de mercado de los sistemas
solares térmicos para el ACS.

« Como resultado de la aplicacion de este instrumento se espera un
ahorro significativo en el consumo residencial de combustibles
derivados del petréleo en el pals, generando tanto beneficios
sociales como privados.

» Se habra desarrollado el mercado de los SST, lo que asegura un
despegue definitivo de esta industria.




Enseguida, resaltó que el carácter transitorio de la franquicia propuesta se explica por tratarse de un tipo de energía que ya se encuentra desarrollado y ya es competitivo, pero cuyo nivel de desarrollo en el mercado sigue siendo pequeño, lo que hace necesario un impulso inicial que permita demostrar su provecho y utilidad.

Los efectos prácticos de su implementación, agregó, se traducirán en ahorro efectivo para las familias chilenas. Así, a modo de ejemplo, en Calama el ahorro anual sería del orden de los $176.000, y en Santiago, cercano a los $140.000.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Frei, reseñó que si bien el costo unitario de un colector solar promedio (para cuatro personas) fluctúa entre $200.000 (de origen chino) y $1.500.000 (de origen alemán), se estima que los que cumplirán los requisitos que se van a establecer para su operación de acuerdo con el presente proyecto, bordearán los $600.000.

Puso de manifiesto, asimismo, que no obstante tratarse de una iniciativa eminentemente focalizada en viviendas nuevas (atendidas las dificultades técnicas que encuentra su implementación en las usadas), se ha incorporado, en el trámite seguido en la Cámara de Diputados, la facultad para el Presidente de la República de establecer un mecanismo de financiamiento de sistemas solares térmicos en viviendas sociales usadas, a objeto de analizar y generar información de su implementación en este tipo de construcciones. Para ello, se ha establecido el deber de incluir cien de estas viviendas en cada una de las regiones del país.

Finalmente, ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, indicó que de forma paralela a la tramitación del presente proyecto, la Comisión Nacional de Energía está trabajando, en conjunto con un grupo de expertos, en la elaboración del Reglamento al que en el mismo se alude, el que se espera se encuentre afinado a fines del primer semestre de este año. 

Los integrantes de la Comisión expresaron su conformidad, en términos generales, con la iniciativa 
legal en análisis, respecto de la cual, indicaron, efectuarán las observaciones que juzguen pertinentes con motivo de la discusión en particular.

En votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

- - -

INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 27 de octubre de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley establece un crédito tributario en beneficio de las empresas que instalen sistemas solares térmicos nuevos en las viviendas nuevas que construyan de un valor de hasta 4.500 unidades de fomento, considerando el valor del terreno y de la construcción.

Estas empresas tendrán derecho a deducir de sus impuestos un crédito equivalente a un porcentaje del costo del sistema solar térmico que instalen, según el valor de la vivienda. Este porcentaje varía entre el 20% y el 100%, esto último para aquellas viviendas de un valor hasta 2.000 unidades de fomento. Con todo, el crédito tendrá un tope máximo, el que variará entre 33,5 UF y 23,5 UF, según el valor de la vivienda y de acuerdo al cronograma establecido por la ley.

Este beneficio regirá a contar de la publicación del reglamento que regula la ley, sólo respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de tales permisos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008 y que hayan obtenido su recepción municipal final con posterioridad a la vigencia del beneficio y hasta antes del 31 de diciembre del quinto año a contar desde el año de publicación del señalado reglamento.

Se estima que la franquicia tributaria propuesta tendrá un costo fiscal de $21.800 millones en 2009, $25.150 millones en 2010, $32.970 en 2011, $34.770 millones en 2012 y $36.180 millones en 2013. Este costo fiscal está dado por la menor recaudación tributaria esperada.

El proyecto de ley, además, faculta a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles a establecer y administrar un registro de los colectores solares térmicos y depósitos acumuladores que permitan acceder al beneficio tributario señalado. También se la faculta para autorizar a organismos de certificación, de control o de inspección, para que realicen o hagan realizar las pruebas o la revisión documental, en su caso, que la Superintendencia estime necesarias para incluir los componentes solares.

Estas nuevas tareas de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles tendrán un costo de implementación de $355,3 millones en 2009, $307,4 millones en 2010, $395 millones en 2011, $354,5 millones en 2012 y $354,5 millones en 2013. Dichos costos se financiarán durante el primer año con cargo a la Partida Tesoro Público, y en los años posteriores, con cargo al presupuesto asignado a dicha Superintendencia.”.

Posteriormente, con fecha 9 de enero de 2009, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Complementario que indica lo siguiente:

La indicación perfecciona el proyecto de ley que establece una franquicia tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos. En particular, modifica los montos máximos que puede alcanzar el beneficio tributario respecto de Sistemas Solares Térmicos utilizados por una sola vivienda durante los tres primeros años de vigencia de la franquicia.

De esta manera, se estima que la franquicia tributaria propuesta tendrá un costo fiscal de $21.380 millones en 2009, $24.900 millones en 2010, $32.630 en 2011, $34.770 millones en 2012 y $36.180 millones en 2013. Este costo fiscal está dado por la menor recaudación tributaria esperada.

Adicionalmente, faculta al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para establecer, en el Programa Fondo Solidario de Vivienda, mecanismos destinados a la utilización del beneficio tributario que establece esta ley, los que se financiarán con los recursos contemplados en la respectiva Ley de Presupuestos para ese programa.

Finalmente, faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, los que deberán llevar también la firma del Ministro de Vivienda y Urbanismo y del Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, establezca un mecanismo destinado al financiamiento de Sistemas Solares Térmicos y su instalación en conjuntos de viviendas usadas que hayan sido financiadas, en todo o parte, con recursos fiscales. Se financiará, al menos, Sistemas Solares Térmicos y su instalación, para un total en cien viviendas en cada uno de las regiones del país durante el período en que se encuentre vigente el beneficio tributario establecido en esta ley. Esto tendría un costo fiscal total de aproximadamente $1.000 millones.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Las empresas constructoras tendrán derecho a deducir, del monto de sus pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, un crédito equivalente a todo o parte del valor de los Sistemas Solares Térmicos y de su instalación que monten en bienes corporales inmuebles destinados a la habitación construidos por ellas, según las normas y bajo los límites y condiciones que se establecen en este artículo, así como de las normas complementarias que se establezcan en el reglamento que dictarán conjuntamente al efecto los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, en adelante “el reglamento”.

Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de esta ley, se entenderá por:

a) Sistema Solar Térmico para Agua Caliente de uso Sanitario o Sistema Solar Térmico: Sistema que integra un Colector Solar Térmico, un Depósito Acumulador y un conjunto de otros componentes encargados de realizar las funciones de captar la radiación solar, transformarla directamente en energía térmica, la que se transmite a un fluido de trabajo y, por último, almacenar dicha energía térmica, bien en el mismo fluido de trabajo o en otro, para ser utilizada en los puntos de consumo de agua caliente sanitaria. Dicho sistema podrá ser complementado con algún sistema convencional de calentamiento de agua, sin embargo, éste no se considerará parte del Sistema Solar Térmico. El reglamento indicará los componentes que integran el Sistema Solar Térmico.

b) Colector Solar Térmico: Dispositivo que forma parte de un Sistema Solar Térmico, diseñado para captar la radiación solar incidente, transformarla en energía térmica y transmitir la energía térmica producida a un fluido de trabajo que circula por su interior.

c) Depósito Acumulador: Depósito que forma parte de un Sistema Solar Térmico, donde se acumula la energía térmica producida por los Colectores Solares Térmicos.

d) Vivienda: Los bienes corporales inmuebles destinados a la habitación y las dependencias directas, tales como estacionamientos y bodegas amparadas por un mismo permiso de edificación o un mismo proyecto de construcción, siempre que el inmueble destinado a la habitación propiamente tal constituya la obra principal.

Artículo 3º.- Sólo darán derecho al crédito establecido en esta ley los Sistemas Solares Térmicos que aporten al menos un 30 por ciento del promedio anual de demanda de agua caliente sanitaria estimada para la respectiva vivienda y cumplan con los demás requisitos y características técnicas que establezca el reglamento.
El reglamento señalará, entre otras materias, los porcentajes mínimos de demanda promedio anual de agua caliente sanitaria exigidos, de acuerdo a la radiación solar correspondiente a cada área geográfica que se determine.

Los componentes utilizados en los Sistemas Solares Térmicos deberán corresponder a equipos o bienes nuevos que no hayan sido instalados previamente en otros inmuebles.

A efectos de acreditar tanto la instalación como los componentes de los sistemas solares térmicos, la empresa constructora deberá presentar al Municipio, al momento de la recepción municipal definitiva de la obra, los siguientes documentos, los que deberán expedirse por la empresa de acuerdo al formato y procedimiento que determine el reglamento:

a) Declaración jurada en la que conste la marca, modelo y número de serie del o los colectores y depósitos acumuladores que compongan el Sistema Solar Térmico, los que deberán constar en un registro que al efecto llevará la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley. Asimismo, en la declaración deberá constar la persona natural o jurídica que haya efectuado la instalación del Sistema Solar Térmico.

b) Declaración jurada donde conste que el Sistema Solar Térmico cumple con el porcentaje mínimo de demanda promedio anual de agua caliente sanitaria estimada para la respectiva vivienda establecido en el reglamento, adjuntando al efecto la respectiva memoria de cálculo.

Artículo 4º.- El crédito por cada Sistema Solar Térmico incorporado en la construcción de una vivienda se determinará en relación al valor de los componentes que integran el Sistema Solar Térmico y su instalación, según las siguientes reglas:

a) El valor de dichos sistemas y su instalación se acreditará con las facturas de compra y, o instalación, cuando sea obligatoria la emisión de tales documentos. En los demás casos, dichos valores podrán ser acreditados con los demás documentos que den cuenta de la adquisición, importación y, o instalación, según corresponda. Para efectos de los cálculos a que se refiere esta letra, el valor de los Sistemas Solares Térmicos y su instalación deberá ser convertido a unidades de fomento a la fecha de adquisición y, o instalación, respectivamente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario. 

b) El monto potencial máximo del crédito por vivienda se determinará de acuerdo a la siguiente escala, considerando los valores de las viviendas respectivas que incluyen el valor del terreno y de la construcción: 

i) Respecto de los inmuebles cuyo valor no exceda de 2.000 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente a la totalidad del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio señalado no podrá exceder los valores indicados en las letras c) y d) siguientes.

ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a 2.000 unidades de fomento y no exceda de 3.000 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al 40% del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del 40% de los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.

iii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a 3.000 unidades de fomento y no exceda de 4.500 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al 20% del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del 20% de los valores señalados en las letras c) y d) siguientes. Las viviendas con un valor superior al indicado no darán derecho al beneficio.

c) En el caso en que el Sistema Solar Térmico sea utilizado sólo por una vivienda, el beneficio que establece este artículo por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:

	Año
	Unidades de fomento por vivienda

	2009
	32,5

	2010
	32,0

	2011
	31,5

	2012
	31,0

	2013
	30,0


El crédito por vivienda se establecerá en los términos indicados en el literal b) anterior.
d) En el caso en que el Sistema Solar Térmico sea utilizado por más de una vivienda, para el cálculo del crédito se prorrateará el valor de dicho sistema y su instalación en el número de unidades de vivienda en proporción a la demanda anual de agua caliente sanitaria de cada una de ellas, conforme al método de cálculo que establezca el reglamento, sin considerar las unidades de vivienda que no tengan acceso al uso del señalado sistema. El crédito por vivienda se establecerá en los términos establecidos en el literal b) anterior. Con todo, si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es menor a 80 metros cuadrados, el beneficio que establece este artículo por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:
	Año
	Unidades de fomento por vivienda

	2009
	29,5

	2010
	29,0

	2011
	28,0

	2012
	27,5

	2013
	26,5


Si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es igual o mayor a 120 metros cuadrados, el beneficio que establece este artículo por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:

	Año
	Unidades de fomento por vivienda

	2009
	26,0

	2010
	25,5

	2011
	24,5

	2012
	24,0

	2013
	23,5


Si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es igual o mayor a 80 metros cuadrados pero inferior a 120 metros cuadrados, el beneficio que establece este artículo no podrá exceder del valor que se obtiene del cálculo de la siguiente operación aritmética:

B = (1-(S-80)/40)*(a-b)+b

Donde “B” es el máximo beneficio antes señalado por cada unidad de vivienda, el que se expresa en unidades de fomento por vivienda, “S” es la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos, expresada en metros cuadrados, “a” corresponde a los valores señalados para cada año en la primera tabla contenida en esta letra, y “b” corresponde a los valores señalados para cada año en la segunda tabla.

El reglamento establecerá la forma de cálculo de la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos.

e) Para que proceda el crédito a que se refiere el presente artículo, el valor de construcción de los bienes corporales inmuebles destinados a la habitación deberá ser declarado por la empresa constructora en el respectivo contrato de construcción. Cuando no exista un contrato de construcción, el valor de construcción deberá ser declarado al Servicio de Impuestos Internos en la oportunidad y forma que éste establezca mediante resolución.

En el caso de la construcción de más de una vivienda unifamiliar o en el de unidades de viviendas acogidas al régimen de copropiedad inmobiliaria, para acceder al beneficio, el contrato o la declaración jurada respectiva, según corresponda, deberá indicar el valor de construcción unitario de las unidades de vivienda, incluyéndose en éste el valor de construcción de los bienes comunes, estacionamientos y bodegas, a prorrata de las superficies a construir respectivas.

En el caso de un contrato general de construcción destinado a completar la construcción de inmuebles para habitación que no cuenten con recepción municipal, también se aplicarán las normas precedentes, pero, para establecer el crédito, en el cálculo del crédito individual de las viviendas, deberá considerarse como valor de construcción la suma del valor individual de construcción del contrato más el valor de las obras preexistentes, el cual deberá ser declarado en el contrato.

f) El valor del terreno, para efectos de los cálculos establecidos en este número, será el valor de adquisición que acredite el contribuyente, reajustado de la forma prevista en el número 2° del artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta o el que se haya utilizado para los efectos de su avalúo fiscal correspondiente a la fecha de la recepción municipal final del inmueble, a falta de tal acreditación, el que será prorrateado por el número de viviendas en proporción a las superficies construidas respectivas, todo ello de la forma que establezca el reglamento. Para estos efectos, el valor de adquisición reajustado del terreno o el que se haya utilizado para efectos del avalúo fiscal correspondiente, deberán convertirse a su equivalente en unidades de fomento a la fecha de la recepción municipal final del inmueble.

Artículo 5º.- El beneficio determinado en el artículo anterior se imputará según las siguientes normas:

a) El derecho al crédito por cada vivienda, determinado según las normas precedentes, se devengará en el mes en que se obtenga la recepción municipal final de cada inmueble destinado a la habitación en cuya construcción se haya incorporado el respectivo Sistema Solar Térmico.  

b) La suma de todos los créditos devengados en el mes se imputará a los pagos provisionales obligatorios del impuesto a la renta correspondientes a dicho mes. El remanente que resultare, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de efectuarlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del decreto ley N° 825, de 1974. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 6º.- La imputación indebida del crédito a que se refiere esta ley en virtud de una declaración falsa, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario. La misma sanción se aplicará a quien otorgue certificados u otros antecedentes falsos que determinen la imputación indebida del crédito a que se refiere este artículo. En la misma forma, se sancionará también la imputación indebida del crédito a que se refiere este artículo cuando para tales efectos se utilicen Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad al mismo u otro contribuyente para imputar dicho crédito. Igualmente, se sancionará en la forma a que se refiere este artículo a quien habiendo imputado el crédito a que se refiere el presente artículo, facilite de cualquier modo los Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que haya utilizado para esos efectos a un tercero que impute dicho crédito en virtud de tales Sistemas o componentes.

Lo dispuesto en el inciso precedente es sin perjuicio de la obligación del contribuyente de enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o de restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito, ello más los reajustes, intereses y multas respectivas, los que en estos casos podrán ser girados por el Servicio de Impuestos Internos de inmediato y sin trámite previo. 

En los casos a que se refieren los incisos anteriores y cuando el contribuyente deba enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito a que se refiere este artículo, para los efectos de su determinación, restitución y aplicación de sanciones, el crédito o los impuestos respectivos se considerarán como un impuesto sujeto a retención o recargo y les serán aplicables las disposiciones que al efecto rigen en el Código Tributario. 

La reclamación que se deduzca en contra de la tasación, liquidación o giro que practique el Servicio de Impuestos Internos respecto del valor de los bienes corporales inmuebles, del valor o costo de los Sistemas Solares Térmicos y su instalación, del crédito o de los impuestos, reajustes, intereses y multas a que se refiere este artículo, según corresponda, se sujetará al procedimiento general establecido en el Título II del Libro III del Código Tributario. 

Las empresas constructoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la oportunidad y forma que éste determine mediante resolución, el valor de construcción y el valor del terreno de los inmuebles respectivos, las modificaciones o el término anticipado de la construcción, la marca, modelo y número de serie del o los Colectores Solares Térmicos y Depósitos Acumuladores que compongan el Sistema Solar Térmico, la fecha de instalación de los señalados sistemas, el valor o costo de dichos sistemas y de su instalación, la suma del valor individual de acuerdo al contrato más el valor preexistente, cuando corresponda, u otros antecedentes que sirvan de base para el cálculo del crédito a que se refiere este artículo, acompañando los documentos que dicho organismo determine en la referida resolución. La infracción a lo dispuesto en este inciso se sancionará con la multa que se establece en el número 6°, del artículo 97, del Código Tributario, por cada infracción, aplicándose al efecto el procedimiento del artículo 165 del mismo Código.

Artículo 7º.- El beneficio establecido en esta ley regirá a contar de la publicación del reglamento, sólo respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de tales permisos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008 y que hayan obtenido su recepción municipal final a partir de dicha publicación y antes del 31 de diciembre de 2013. No obstante lo anterior, también accederán al beneficio señalado las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre del año 2013, cuando ésta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre del año 2013. 

Artículo 8º.- El propietario primer vendedor de una vivienda deberá responder por las fallas o defectos del Sistema Solar Térmico, de sus componentes y de su correcto funcionamiento, de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, entendiéndose que este tipo de sistemas se encuentran comprendidos en el número 2 del inciso séptimo del señalado artículo. 

En caso que la vivienda fuese de aquellas acogidas al beneficio establecido en esta ley, si se determina la responsabilidad civil del propietario primer vendedor de la vivienda, éste deberá subsanar la falla o defecto del Sistema Solar Térmico, de sus componentes y de su correcto funcionamiento, en el plazo de 90 días, contados desde tal determinación. Si vencido ese plazo no se hubiese subsanado la falla o defecto, se sancionará al propietario primer vendedor con una multa a beneficio fiscal equivalente al monto reajustado del beneficio que se hubiese impetrado por dicha vivienda conforme a lo dispuesto por el artículo 4° de esta ley, la que se aplicará conforme al procedimiento establecido en el artículo 165 del Código Tributario.

Asimismo, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio aludido en el inciso precedente, deberá solventar la realización de una inspección respecto del Sistema Solar Térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del periodo de cinco años contados desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el número 3 del artículo 9º de esta ley. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de Sistemas Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda.

Artículo 9º.- La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante “la Superintendencia”, tendrá las siguientes atribuciones:

1. Establecer y administrar un registro de Colectores Solares Térmicos y Depósitos Acumuladores que permitan acceder al beneficio tributario establecido en el artículo 1° de esta ley.

2. Autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos u otras entidades de control para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos, o la revisión documental, en su caso, que la Superintendencia estime necesarias para incluir componentes en el registro mencionado en el número anterior. Esta autorización se otorgará mediante resolución.

3. Autorizar a organismos de inspección u otras entidades de control para que inspeccionen los Sistemas Solares Térmicos y realicen o hagan realizar, bajo su exclusiva responsabilidad, las pruebas y ensayos que la Superintendencia estime necesarias para constatar que cumplen con las especificaciones establecidas en el reglamento, de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del artículo precedente y a lo declarado en la memoria de cálculo señalada en el artículo 3° de esta ley. 
4. Sancionar, conforme a lo establecido en el Título IV de la ley Nº 18.410, a las empresas constructoras que hubieren utilizado el beneficio tributario establecido en esta ley en caso que se compruebe que los respectivos  Sistemas Solares Térmicos no cumplen con las especificaciones establecidas en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo. 

Para la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el párrafo anterior, la Superintendencia podrá utilizar las revisiones realizadas por los organismos de inspección u otras entidades de control autorizadas de acuerdo al número anterior. Asimismo, podrá autorizar la instalación de dispositivos de medición o de captura de información o bien, realizar inspecciones directas a las instalaciones.

Los procedimientos para la autorización y control de las entidades señaladas en los números 2, 3 y 4 del inciso anterior serán establecidos por la Superintendencia mediante resolución fundada de carácter general. Las entidades así autorizadas quedarán sujetas a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia y estarán sometidas a las sanciones establecidas en el Título IV de la ley N° 18.410. 

Las facultades de la Superintendencia establecidas en los números 1 y 2 precedentes regirán por el periodo de vigencia del beneficio tributario señalado en el artículo 1° de  esta ley. La facultad establecida en el número 3 regirá por el término que resulte de la aplicación del artículo precedente.

Artículo 10.- Prohíbese la comercialización de Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para imputar el crédito a que se refiere el artículo 1° de esta ley. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.
Artículo 11.- Durante el primer semestre del tercer año a contar desde el año de publicación del reglamento, la Comisión Nacional de Energía informará a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados el número de viviendas donde se hubieren instalado los Sistemas Solares Térmicos a que se refiere esta ley en los dos años precedentes, el origen de los colectores solares instalados, el monto total de los créditos tributarios otorgados, los resultados de las acciones de fiscalización efectuadas y toda otra información que estime relevante. 

El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía encargará a un organismo internacional la realización de una evaluación del impacto de la presente ley en la reducción en el consumo de combustibles derivados del petróleo, el efecto demostrativo generado a través de la instalación de Sistemas Solares Térmicos en el país y el ahorro neto producido. Esta evaluación deberá contener, además, lo indicado en el inciso precedente, respecto de los cuatro primeros años de operación de la franquicia. Esta evaluación será de público conocimiento debiendo ser publicadas, en forma electrónica o digital, por la referida Comisión en el mes de diciembre del año de su elaboración.

Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009 se financiará con cargo a la partida presupuestaria 50-01-03-24.03.104.

Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer, en el Programa Fondo Solidario de Vivienda, mecanismos destinados a la utilización del beneficio tributario que establece esta ley.

Artículo 14.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, los que deberán llevar también la firma del Ministro de la Vivienda y Urbanismo y del Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, establezca un mecanismo destinado al financiamiento de Sistemas Solares Térmicos y su instalación, en viviendas sociales usadas. En uso de esta facultad, el Presidente de la República establecerá las disposiciones necesarias para el funcionamiento, administración, supervisión y control del señalado mecanismo. El monto de los recursos deberá ser suficiente para financiar, al menos, Sistemas Solares Térmicos y su instalación, en cien viviendas en cada una de las regiones del país durante el período en que se encuentre vigente el beneficio establecido en el artículo 4° de esta ley.

Artículo 15.- Para efectos de la tasación de las viviendas sociales a que se refiere la Ley General de Urbanismo y Construcciones, aprobada por el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, así como de las viviendas que postulen a programas del señalado Ministerio, no se incluirá el valor de los Sistemas Solares Térmicos a que se refiere esta ley.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 4 de marzo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual. 


Sala de la Comisión, a 9 de marzo de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS

(6174-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros, en general, acerca del proyecto de ley de la referencia en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, de fecha 14 de octubre de 2008.



Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de enero de 2009, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Hacienda, la que lo aprobó en general, por la unanimidad de sus miembros, en sesión de 4 de marzo del presente año. Con esa misma fecha, la Sala acordó que el proyecto fuera conocido también por la Comisión de Minería y Energía.


A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron, especialmente invitados, en representación de la Comisión Nacional de Energía, el Ministro Presidente, señor Marcelo Tokman; el Asesor Legislativo, señor Diego Vio; el Abogado del Programa País Eficiencia Energética, señor Juan Francisco Galli; el Asesor del Ministro, señor Gabriel Méndez y el Asesor, señor Hernán Moya.


Asimismo, concurrió al debate, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Horvath.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO



Incorporar una franquicia a los sistemas solares térmicos, que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria calentada con energía solar a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento.
- - -

ANTECEDENTES


1.- Antecedentes legales.-


1) Código Tributario.


2) Decreto ley Nº 824, de 1974, sobre Impuesto a la Renta.


3) Decreto ley Nº 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.


4) Decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


5) Ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


2.- Antecedentes de hecho.- Señala el Mensaje que la iniciativa en estudio da cuenta de una de las preocupaciones permanentes del Gobierno, en cuanto a disminuir la dependencia del país de los combustibles fósiles, tales como el petróleo y sus derivados, dado el alto nivel de volatilidad en sus precios y los problemas de suministro que Chile ha experimentado en los últimos años.

Agrega que implementando esa voluntad, el Gobierno ha emprendido numerosas iniciativas que han buscado promover el uso de energías renovables no convencionales, entre las que destaca la energía solar, energía en la que Chile es privilegiado, dado los altos niveles de radiación solar que experimenta en gran parte de su territorio.


Explica que, en ese contexto, el Ejecutivo decidió incorporar una franquicia a los sistemas solares térmicos dentro del plan gubernamental para combatir la inflación y dar un impulso al crecimiento, con un valor de US$ 1.000 millones, anunciado por el Ministro de Hacienda el pasado 22 de agosto de 2008.


Añade que la medida señalada, que este proyecto de ley viene en concretar, establece un crédito tributario para financiar sistemas solares térmicos que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria calentada con energía solar a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento, abaratando así la instalación de estos sistemas en los hogares de las familias de menores ingresos y de la clase media.


Indica que esto tendrá un efecto doblemente positivo, ya que no sólo apunta al desarrollo de una fuente de energía renovable y de bajo costo, sino que también reducirá el gasto en gas de las familias, disminuyendo la dependencia de ese combustible, lo que redundará en una menor inflación y en una promoción del crecimiento económico. Adicionalmente, la implementación de esta medida incentivará la creación de fuentes de trabajo calificadas en el país, al mismo tiempo que posibilitará que recursos económicos antes destinados a pagar por un bien importado, como son los hidrocarburos, ahora puedan destinarse a inversión en sistemas solares térmicos, que pueden manufacturarse, total o parcialmente, en Chile.


El Mensaje señala que el proyecto establece un crédito tributario para financiar sistemas solares térmicos que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria calentada con energía solar a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento, abaratando así la instalación de estos sistemas en los hogares de las familias de menores ingresos y de la clase media.

Agrega el Ejecutivo que los beneficiarios del crédito son las empresas constructoras que instalen sistemas solares térmicos en las viviendas que construyan. Estas empresas tendrán derecho a deducir de sus impuestos un crédito equivalente a un porcentaje del costo del sistema solar térmico según el valor de la vivienda. Este porcentaje varía entre el 20 y el 100%, esto último para viviendas con un valor de hasta 2.000 unidades de fomento.


Este beneficio se aplicará a las viviendas cuyo valor, incluyendo el valor del terreno y de la construcción, sea de hasta 4.500 unidades de fomento, que incorporen este sistema solar.


Señala que el valor de construcción deberá ser declarado por la empresa constructora en el respectivo contrato de construcción. Cuando no exista un contrato de construcción, el valor de los inmuebles deberá ser declarado al Servicio de Impuestos Internos. Añade el Mensaje que el valor del terreno será el valor de adquisición que acredite el contribuyente o, a falta de esta acreditación, el que se haya utilizado para efectos de su avalúo fiscal.

El derecho al crédito por cada vivienda en cuya construcción se hubiese incorporado el respectivo sistema solar térmico, se devengará en el mes en que se obtenga la recepción municipal final de éstas. 


La suma de todos los créditos devengados en el mes se imputará a los pagos provisionales obligatorios del impuesto a la renta correspondiente a dicho mes. El remanente que resultare podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, e incluso, en calidad de pago provisional voluntario, a la declaración anual de impuestos a la renta cuando al final del ejercicio resultare un remanente.


El monto del crédito por vivienda se determinará de acuerdo a una escala contenida en la ley, que otorga un mayor porcentaje de franquicia a las viviendas de menor valor.


Entre los requisitos que deben cumplir los sistemas solares térmicos para acceder al crédito, éstos deben aportar el porcentaje del promedio anual de demanda de agua caliente sanitaria de la vivienda que determine el reglamento. 

Este porcentaje es variable y dependerá de dos factores, la radiación solar correspondiente al área geográfica de que se trate y la demanda de agua caliente sanitaria de la respectiva vivienda. En todo caso, los porcentajes no pueden ser inferiores al 30%. Además, los componentes utilizados en los sistemas deberán corresponder a equipos o bienes nuevos que no hayan sido instalados previamente en otros inmuebles.

Determina también la forma en que se acredita el cumplimiento de los requisitos. Para acreditar tanto la instalación como los componentes de los sistemas solares térmicos, la empresa constructora deberá presentar al momento de la recepción municipal definitiva de la obra, los siguientes documentos:

- Declaración jurada en la que conste la marca, modelo y número de serie del o los colectores y depósitos acumuladores que compongan el sistema solar térmico, los que deberán constar en un registro que al efecto llevará la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. 

- Declaración jurada donde conste que el sistema solar térmico cumple con el porcentaje mínimo de contribución promedio anual a la demanda de agua caliente sanitaria establecido en el Reglamento, adjuntando al efecto la respectiva memoria de cálculo.

En cuanto a la acreditación del valor de los sistemas solares térmicos y su instalación, el valor de los sistemas solares térmicos y su instalación se acreditará con las facturas de compra o instalación, cuando sea obligatoria la emisión de tales documentos. En los demás casos, dichos valores podrán ser acreditados con los demás documentos que den cuenta de la adquisición, importación o instalación, según corresponda. Esto sin perjuicio de la facultad de tasación de que dispone el Servicio de Impuestos Internos.

Establece el proyecto un procedimiento de reclamo, indicando que la reclamación que se deduzca en contra de la tasación, liquidación o giro que practique el Servicio de Impuestos Internos respecto del valor de construcción de los bienes corporales inmuebles, del valor o costo de los sistemas solares térmicos y su montaje, del crédito o de los impuestos a que se refiere este artículo, según corresponda, se sujetará al procedimiento general establecido en el Código Tributario.

El Mensaje señala que se faculta a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles a establecer y administrar un registro de los colectores solares térmicos y depósitos acumuladores que permitan acceder al beneficio tributario. Se la faculta también, para autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos u otras entidades de control para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos, o la revisión documental, en su caso, que la SEC estime necesarias para incluir los componentes referidos. Las entidades así autorizadas quedarán sujetas a la permanente fiscalización y supervigilancia de la SEC.

El proyecto también establece las obligaciones del propietario primer vendedor, señalando que las empresas constructoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos el valor de construcción de los inmuebles respectivos, el valor del terreno, las modificaciones o el término anticipado de la construcción, la marca, modelo y número de serie del o los colectores y depósitos acumuladores que compongan el sistema solar térmico, la fecha de montaje de los señalados sistemas, el valor o costo de dichos sistemas y de su montaje, la suma del valor individual de construcción del contrato más el valor de las obras preexistentes, cuando corresponda, u otros antecedentes que sirvan de base para el cálculo del crédito a que se refiere este artículo, acompañando los documentos que dicho organismo determine mediante resolución.

El propietario primer vendedor de una vivienda acogida a esta franquicia, deberá solventar la realización de una inspección del sistema solar térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del periodo de cinco años contados desde la recepción municipal definitiva de la misma.


También deberá responder, durante el plazo de cinco años, por las fallas o defectos del sistema solar térmico, de sus componentes y de su correcto funcionamiento, de conformidad a lo establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Asimismo, se establecen sanciones por el mal uso de la franquicia. Así, la imputación indebida del crédito por la empresa constructora, en virtud de una declaración falsa, se sancionará con multa del 50 al 300% del valor del tributo eludido y con presidio menor en sus grados medio a máximo. La misma sanción se aplicará a quien otorgue certificados falsos u otros antecedentes que determinen la imputación indebida del crédito.


En la misma forma, se sancionará la imputación indebida del crédito cuando para tales efectos se utilicen sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad al mismo u otro contribuyente para imputar dicho crédito. También se sancionará, en la misma forma, a quien habiendo imputado el crédito, facilite de cualquier modo los sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que haya utilizado para esos efectos a un tercero que impute dicho crédito en virtud de tales sistemas o componentes.


Lo anterior es sin perjuicio de la obligación del contribuyente de enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o de restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito, ello más los reajustes, intereses y multas respectivas, los que en estos casos podrán ser girados por el Servicio de Impuestos Internos de inmediato y sin trámite previo.


La infracción al deber de información se sancionará con multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual, aplicándose al efecto el procedimiento del artículo 165 del Código Tributario.

Finalmente, en cuanto a la vigencia del beneficio que consagra este proyecto, se indica que regirá a contar de la publicación del reglamento que lo regula, sólo respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de tales permisos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008 y que hayan obtenido su recepción municipal final con posterioridad a la vigencia del beneficio y hasta antes del 31 de diciembre del quinto año a contar desde el año de publicación del señalado Reglamento. 

- - -

DISCUSIÓN GENERAL





Al iniciarse la discusión del proyecto el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Tokman, explicó que los principales componentes de la política energética nacional son: el manejo de contingencias, la eficiencia energética, la energización rural, la optimización de la matriz energética, y el fortalecimiento de la institucionalidad.





En cuanto a la optimización de la matriz energética, señaló que tiene dos componentes: aumento de inversiones y diversificación. Añadió, respecto a esta última, que se busca la explotación de las fuentes locales, la diversificación de los proveedores, el desarrollo de las energías renovables y el análisis de la opción nuclear.





Agregó que el desarrollo de las energías renovables, a su vez, pretende incentivar los biocombustibles, los colectores solares, la hidro convencional y los no convencionales para generación eléctrica (ERNC).




A continuación, expresó que las ventajas de los colectores solares son que produce una energía limpia, segura y sustentable, y que ayuda a reducir las emisiones de CO2, con costos operacionales casi nulos, debido a sus bajos costos de mantención. Además, de ser rentable económicamente y que contribuye a independizar la matriz energética de los combustibles fósiles. Añadió que su disponibilidad es independiente de coyunturas internacionales, por lo que no existen problemas de suministro asociado a efectos externos.





Luego, se refirió a las características de la demanda y de la oferta de agua caliente. Al respecto, indicó que las principales fuentes de energía utilizadas para la producción de agua caliente sanitaria son el gas natural y el gas licuado (90%). Añadió que en el sector residencial individual sólo el 57% de los hogares chilenos poseen un medio de producción de agua caliente sanitaria, según el censo del año 2002.




Explicó que el parque de colectores solares térmicos (CST) instalados en el territorio nacional a finales de 2006 se estimaba en 10.000 m2. No obstante, expresó que era difícil de evaluar dado que no existe un registro. A vía de ejemplo, señaló que en Francia existían 1.160.000 m2 acumulados a finales de 2006.




Destacó que la demanda de colectores solares térmicos actual, según encuesta a proveedores, indica que se usa especialmente para calentamiento de agua y temperado de piscinas en sectores residenciales de ingreso medio-alto, el 70% de ellos ubicados en la Región Metropolitana, y sólo el 2% en zonas rurales. Siendo la principal motivación para su uso el ahorro de energía, la confiabilidad en el sistema y cuidado del medioambiente.





Manifestó, respecto a las características de la oferta de agua caliente, que diecinueve empresas fueron consultadas para la encuesta, existiendo una fuerte dinámica del sector, al tener un ritmo elevado de creaciones y desapariciones de empresas o de actividades. Estando un 70% de ellas ubicadas en Santiago, el resto en la III, V o en la VI Región; y un 50% comercializan únicamente colectores solares. En cuanto a los servicios de post venta, refirió que existe una garantía de los materiales entre 1 y 5 años, pero que no existe garantía para los resultados.

Colectores Solares en Chile:


[image: image27]




Explicó que un 75% de las empresas venden colectores solares planos.

Potencial Máximo de Demanda de CST en Chile

	Categoría
	m²
	%

	Parque viviendas existentes
	4.466.000
	70,8%

	Parque viviendas nuevas

(2008 - 2015)
	1.535.000
	24,3%

	Minería
	172.900
	2,7%

	Avícola
	70.500
	1,1%

	Mataderos
	36.000
	0,6%

	Turismo
	12.700
	0,2%

	Servicios de salud
	15.400
	0,2%

	Total
	6.308.500
	100,0%






Señaló que en esta estimación no se han considerado restricciones técnicas o económicas para la implementación de los colectores solares térmicos. Añadió que equivale a un potencial máximo para este mercado, lo que representa una referencia detallada para estimar los impactos o definir los objetivos del Plan Nacional de Fomento al Uso de Colectores Solares.




Expresó que los principales instrumentos y medidas de apoyo son: medidas transversales; certificación de equipos; formación, capacitación y concientización; proyectos demostrativos, e investigación y desarrollo. Agregó, respecto a medidas de fomento y promoción, que ellas están dadas por instrumentos financieros y reglamentación, códigos y estándares de construcción obligatorios.




A continuación, se refirió al proyecto de ley de subsidio de sistemas solares térmicos. Explicó que los objetivos del proyecto son: crear las condiciones para el desarrollo de un mercado de los sistemas solares térmicos para el agua caliente sanitaria (ACS), mediante un instrumento de subsidio fiscal transitorio que logre impulsar la demanda; generar una masa crítica que impulse el mercado, y generar confianza respecto de la utilidad y sus beneficios a través de un efecto demostración.





Indicó que los principios que informan esta iniciativa en estudio son que el subsidio debe entregarse como crédito fiscal, lo que no implica gasto sino menor recaudación fiscal; una asignación eficiente, para lo cual se requiere minimizar los costos de implementación y arreglos institucionales, y que el sistema debe ser sustentable en el tiempo.





Manifestó que las barreras que el proyecto ataca son: alto costo inicial de los sistemas solares térmicos; altos períodos de recuperación de capital para viviendas, y demanda poco significativa que dificulta los esfuerzos de la industria para promover a gran escala la tecnología.





Seguidamente, describió el  beneficio. Al respecto, explicó que consiste en un crédito tributario para financiar sistemas solares térmicos destinados al calentamiento de agua sanitaria, siendo los titulares del beneficio tributario las empresas constructoras que lo imputan contra los pagos provisionales obligatorios del impuesto a la renta. Añadió que se aplica para viviendas nuevas cuyo valor es menor a 4.500 UF, variando el monto del beneficio por año, por tipo de instalación, individual o colectiva, y por el valor de la vivienda. Agregó que tendrá una vigencia por 5 años, y que regirá para aquellas viviendas cuyos permisos de construcción, o sus modificaciones, se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008 y que hayan obtenido su recepción municipal antes del 31 de diciembre de 2013 o después, si la solicitud ingresó antes del 30 de noviembre del año 2013.

Topes del Beneficio por vivienda
	
	Sistemas Individuales
	Sistemas Colectivos

	
	
	CST<80m2
	CST>120m2

	Año
	UF/Vivienda
	(a) UF/Viv
	(b) UF/Viv

	2009
	32,5
	29,5
	26,0

	2010
	32,0
	29,0
	25,5

	2011
	31,5
	28,0
	24,5

	2012
	31,0
	27,5
	24,0

	2013
	30,0
	26,5
	23,5






Señaló que las coberturas, según los valores de las viviendas, son las siguientes: hasta 2.000 UF, el 100% del valor del sistema solar térmico, con tope por vivienda; sobre 2.000 UF hasta 3.000 UF, el 40% del beneficio tope por vivienda; sobre 3.000 UF hasta 4.500 UF, el 20% del beneficio tope por vivienda, y las viviendas sobre 4.500 UF, no tienen beneficio. Agregó que el valor de la vivienda incluye el valor de la construcción más el valor del terreno, siendo el valor de construcción aquel indicado en el respectivo contrato de construcción o el declarado al Servicio de Impuestos Internos, y el valor del terreno, el de adquisición que se acredite o su avalúo fiscal.





Después, describió el mecanismo de la franquicia tributaria. Al respecto, señaló que la empresa constructora adquirirá el derecho al crédito, en el mes que obtenga la recepción municipal de la vivienda; luego, el crédito adquirido se imputará contra el pago provisional obligatorio del impuesto a la renta de dicho mes. Si hubiera algún remanente se podrá imputar contra cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en ese mes y el saldo se puede imputar a los mismos impuestos durante los siguientes meses, incluso a la declaración anual de impuesto a la renta si aún hubiera un remanente al final del ejercicio.





En cuanto a los requisitos a cumplir por los sistemas solares térmicos, indicó que son los siguientes:





a) Debe diseñarse para aportar un porcentaje mínimo (>30%) de contribución de la demanda promedio anual de agua caliente sanitaria, según la zona geográfica.





b) Certificación de los colectores solares térmicos y depósitos acumuladores, según reglamento.





c) Especificaciones que deben cumplir los sistemas solares térmicos instalados que deben ser verificadas en la inspección, según reglamento.





d) Demás requisitos y características técnicas que establezca el Reglamento.





e) Los componentes del sistema solar térmico deben ser equipos nuevos.





Luego, refirió que las facultades que se otorgan a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles son: establecer y administrar un registro de colectores solares térmicos y estanques certificados que podrán acceder al beneficio; autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección y laboratorios de ensayo para efectos de la certificación de colectores solares térmicos y estanques; facultar a organismos de inspección para constatar que las instalaciones cumplen con las especificaciones del reglamento, y sancionar a las empresas constructoras que hubieren utilizado el beneficio tributario si existe incumplimiento de las especificaciones establecidas en el reglamento o en la memoria de cálculo.





Señaló que existen obligaciones y acreditación de cumplimiento, ellas son:




- Al momento de obtener la recepción municipal, la empresa constructora debe presentar: declaración jurada que indique marca, modelo, y número de serie de los colectores solares térmicos y estanques, lo que se constatará con el registro de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y declaración jurada que conste que el diseño cumple con la contribución mínima de agua caliente sanitaria exigida, adjuntando memoria de cálculo.





- El propietario primer vendedor debe responder, durante el plazo de 5 años, por fallas en el sistema solar térmico instalado. El propietario primer vendedor, debe solventar la inspección del SST a solicitud del propietario, lo que podrá ser requerido en el plazo de 5 años.





Asimismo, explicó que se sancionará con multa entre el 50% al 300% del valor del beneficio y con presidio menor en sus grados medios a máximos a: la empresa constructora que haga una imputación indebida del crédito por una declaración falsa; a quienes otorguen certificados falsos para la imputación indebida del crédito, y a quien facilite o utilice los mismos componentes por los que ya se había percibido el crédito, para imputar un nuevo crédito en otra instalación. Añadió que la infracción al deber de información se sancionará con una multa de 1 UTM a 1 UTA.





Enseguida, describió otras normas del proyecto. En relación al control de los resultados, señaló que la Comisión Nacional de Energía deberá informar a la Comisión de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados el número de viviendas que instalaron colectores solares térmicos, el origen de éstos, el monto de los créditos otorgados y el resultado de las acciones de fiscalización. Lo anterior se suma a la obligación ya contemplada de encargar a un organismo internacional la realización de una evaluación del impacto de la presente ley en el consumo de combustibles derivados del petróleo.





Además, expresó que se faculta al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para establecer en el programa Fondo Solidario de Vivienda, mecanismos destinados a la utilización del beneficio tributario que establece esta ley.




También se faculta al Presidente de la República para establecer un mecanismo de financiamiento para instalar sistemas solares térmicos en viviendas usadas que hayan sido financiadas, en todo o parte, con recursos fiscales. Añadió que este sistema deberá cubrir al menos la instalación de sistemas solares térmicos en cien viviendas, en cada una de las regiones del país.





Además, expresó que con el objeto de no afectar la posibilidad de acceder a beneficios o programas sociales, se establece expresamente que en el valor de la vivienda no se considerará el valor de los sistemas solares térmicos.




Agregó que serán materia del reglamento de la ley las especificaciones técnicas del equipamiento; el diseño general del sistema; el diseño específico e instalación; el mantenimiento, y el procedimiento de fiscalización. Añadió que 




Por último, concluyó que a partir del año 2009 en Chile habrá un potente instrumento de fomento el cual busca el desarrollo de mercado de los sistemas solares térmicos para el agua caliente sanitaria. Añadió que el instrumento será de aplicación voluntaria, por lo que su nivel de aceptación dependerá de la implementación de las medidas transversales de remoción de barreras y en definitiva de la confianza en la tecnología y en sus proveedores.





Enfatizó que ésta es una oportunidad para el despegue definitivo de los sistemas solares térmicos y a la vez un desafío para encarar un desarrollo responsable de largo plazo de esta industria.





A continuación, el Honorable Senador señor Orpis señaló que la experiencia acumulada en esta materia indica que es muy positivo beneficiar a toda la cadena productiva. Por ello, planteó que sería conveniente otorgar un beneficio también al fabricante, de manera de lograr estimular una industria nacional de colectores solares térmicos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Bianchi indicó que el Ejecutivo debería estudiar la posibilidad de ampliar el beneficio a escuelas y hospitales, lo que, en su opinión, permitiría masificar el uso de estas tecnologías.





El Honorable Senador señor Prokurica destacó que los subsidios más exitosos en Chile han sido enfocados a los interesados directos, en contraste con el proyecto que lo otorga a la empresa constructora. A su juicio, lo mejor sería que los fabricantes de equipos o los importadores tengan la franquicia tributaria.





A su vez, el Honorable Senador señor Horvath manifestó que este beneficio también debería otorgarse a las viviendas usadas, por ejemplo, a las del programa de protección al patrimonio familiar.





El Honorable Senador señor Gómez destacó el hecho de que se exija una responsabilidad por la calidad, ya que permite crear las condiciones adecuadas para masificar el sistema.





Luego, el Honorable Senador señor Núñez señaló que la experiencia anterior en esta materia no ha sido exitosa, ya que nadie respondía por los defectos en los colectores o en la instalación, lo que llevó al desprestigio del sistema. Por ello, solicitó una profundización de los mecanismos de certificación de la calidad.





Finalmente, el Honorable Senador Prokurica resumió las principales inquietudes de los integrantes de la Comisión. Pidió al Ejecutivo que también puedan acceder al beneficio las viviendas usadas; que se incorpore a la pequeña y mediana industria, tales como hoteles, restaurantes y talleres. Asimismo, que se permita desarrollar una industria nacional, incentivando a los productores y estimulando a la demanda.





El Ministro, señor Tokman, señaló que el proyecto tiene un objetivo, cual es el otorgar una franquicia tributaria. No obstante, explicó que se contempla trabajar con viviendas usadas y que se buscará actuar, en una primera etapa, en la capacitación de los instaladores. Agregó que el proyecto igualmente favorecerá a los productores nacionales.



Sometido a votación en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Núñez y Prokurica.
- - -



En concordancia con los acuerdos anteriormente expresados, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda aprobar el proyecto en general, en los mismos términos en que fue aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Las empresas constructoras tendrán derecho a deducir, del monto de sus pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, un crédito equivalente a todo o parte del valor de los Sistemas Solares Térmicos y de su instalación que monten en bienes corporales inmuebles destinados a la habitación construidos por ellas, según las normas y bajo los límites y condiciones que se establecen en este artículo, así como de las normas complementarias que se establezcan en el reglamento que dictarán conjuntamente al efecto los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, en adelante “el reglamento”.


Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Sistema Solar Térmico para Agua Caliente de uso Sanitario o Sistema Solar Térmico: Sistema que integra un Colector Solar Térmico, un Depósito Acumulador y un conjunto de otros componentes encargados de realizar las funciones de captar la radiación solar, transformarla directamente en energía térmica, la que se transmite a un fluido de trabajo y, por último, almacenar dicha energía térmica, bien en el mismo fluido de trabajo o en otro, para ser utilizada en los puntos de consumo de agua caliente sanitaria. Dicho sistema podrá ser complementado con algún sistema convencional de calentamiento de agua, sin embargo, éste no se considerará parte del Sistema Solar Térmico. El reglamento indicará los componentes que integran el Sistema Solar Térmico.


b) Colector Solar Térmico: Dispositivo que forma parte de un Sistema Solar Térmico, diseñado para captar la radiación solar incidente, transformarla en energía térmica y transmitir la energía térmica producida a un fluido de trabajo que circula por su interior.


c) Depósito Acumulador: Depósito que forma parte de un Sistema Solar Térmico, donde se acumula la energía térmica producida por los Colectores Solares Térmicos.


d) Vivienda: Los bienes corporales inmuebles destinados a la habitación y las dependencias directas, tales como estacionamientos y bodegas amparadas por un mismo permiso de edificación o un mismo proyecto de construcción, siempre que el inmueble destinado a la habitación propiamente tal constituya la obra principal.


Artículo 3º.- Sólo darán derecho al crédito establecido en esta ley los Sistemas Solares Térmicos que aporten al menos un 30 por ciento del promedio anual de demanda de agua caliente sanitaria estimada para la respectiva vivienda y cumplan con los demás requisitos y características técnicas que establezca el reglamento.


El reglamento señalará, entre otras materias, los porcentajes mínimos de demanda promedio anual de agua caliente sanitaria exigidos, de acuerdo a la radiación solar correspondiente a cada área geográfica que se determine.


Los componentes utilizados en los Sistemas Solares Térmicos deberán corresponder a equipos o bienes nuevos que no hayan sido instalados previamente en otros inmuebles.


A efectos de acreditar tanto la instalación como los componentes de los sistemas solares térmicos, la empresa constructora deberá presentar al Municipio, al momento de la recepción municipal definitiva de la obra, los siguientes documentos, los que deberán expedirse por la empresa de acuerdo al formato y procedimiento que determine el reglamento:


a) Declaración jurada en la que conste la marca, modelo y número de serie del o los colectores y depósitos acumuladores que compongan el Sistema Solar Térmico, los que deberán constar en un registro que al efecto llevará la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley. Asimismo, en la declaración deberá constar la persona natural o jurídica que haya efectuado la instalación del Sistema Solar Térmico.


b) Declaración jurada donde conste que el Sistema Solar Térmico cumple con el porcentaje mínimo de demanda promedio anual de agua caliente sanitaria estimada para la respectiva vivienda establecido en el reglamento, adjuntando al efecto la respectiva memoria de cálculo.


Artículo 4º.- El crédito por cada Sistema Solar Térmico incorporado en la construcción de una vivienda se determinará en relación al valor de los componentes que integran el Sistema Solar Térmico y su instalación, según las siguientes reglas:


a) El valor de dichos sistemas y su instalación se acreditará con las facturas de compra y, o instalación, cuando sea obligatoria la emisión de tales documentos. En los demás casos, dichos valores podrán ser acreditados con los demás documentos que den cuenta de la adquisición, importación y, o instalación, según corresponda. Para efectos de los cálculos a que se refiere esta letra, el valor de los Sistemas Solares Térmicos y su instalación deberá ser convertido a unidades de fomento a la fecha de adquisición y, o instalación, respectivamente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario. 


b) El monto potencial máximo del crédito por vivienda se determinará de acuerdo a la siguiente escala, considerando los valores de las viviendas respectivas que incluyen el valor del terreno y de la construcción: 



i) Respecto de los inmuebles cuyo valor no exceda de 2.000 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente a la totalidad del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio señalado no podrá exceder los valores indicados en las letras c) y d) siguientes.



ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a 2.000 unidades de fomento y no exceda de 3.000 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al 40% del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del 40% de los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.



iii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a 3.000 unidades de fomento y no exceda de 4.500 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al 20% del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del 20% de los valores señalados en las letras c) y d) siguientes. Las viviendas con un valor superior al indicado no darán derecho al beneficio.


c) En el caso en que el Sistema Solar Térmico sea utilizado sólo por una vivienda, el beneficio que establece este artículo por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:

	Año
	Unidades de fomento por vivienda

	2009
	32,5

	2010
	32,0

	2011
	31,5

	2012
	31,0

	2013
	30,0



El crédito por vivienda se establecerá en los términos indicados en el literal b) anterior.


d) En el caso en que el Sistema Solar Térmico sea utilizado por más de una vivienda, para el cálculo del crédito se prorrateará el valor de dicho sistema y su instalación en el número de unidades de vivienda en proporción a la demanda anual de agua caliente sanitaria de cada una de ellas, conforme al método de cálculo que establezca el reglamento, sin considerar las unidades de vivienda que no tengan acceso al uso del señalado sistema. El crédito por vivienda se establecerá en los términos establecidos en el literal b) anterior. Con todo, si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es menor a 80 metros cuadrados, el beneficio que establece este artículo por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:

	Año
	Unidades de fomento por vivienda

	2009
	29,5

	2010
	29,0

	2011
	28,0

	2012
	27,5

	2013
	26,5



Si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es igual o mayor a 120 metros cuadrados, el beneficio que establece este artículo por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:

	Año
	Unidades de fomento por vivienda

	2009
	26,0

	2010
	25,5

	2011
	24,5

	2012
	24,0

	2013
	23,5



Si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es igual o mayor a 80 metros cuadrados pero inferior a 120 metros cuadrados, el beneficio que establece este artículo no podrá exceder del valor que se obtiene del cálculo de la siguiente operación aritmética:


B = (1-(S-80)/40)*(a-b)+b


Donde “B” es el máximo beneficio antes señalado por cada unidad de vivienda, el que se expresa en unidades de fomento por vivienda, “S” es la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos, expresada en metros cuadrados, “a” corresponde a los valores señalados para cada año en la primera tabla contenida en esta letra, y “b” corresponde a los valores señalados para cada año en la segunda tabla.


El reglamento establecerá la forma de cálculo de la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos.


e) Para que proceda el crédito a que se refiere el presente artículo, el valor de construcción de los bienes corporales inmuebles destinados a la habitación deberá ser declarado por la empresa constructora en el respectivo contrato de construcción. Cuando no exista un contrato de construcción, el valor de construcción deberá ser declarado al Servicio de Impuestos Internos en la oportunidad y forma que éste establezca mediante resolución.


En el caso de la construcción de más de una vivienda unifamiliar o en el de unidades de viviendas acogidas al régimen de copropiedad inmobiliaria, para acceder al beneficio, el contrato o la declaración jurada respectiva, según corresponda, deberá indicar el valor de construcción unitario de las unidades de vivienda, incluyéndose en éste el valor de construcción de los bienes comunes, estacionamientos y bodegas, a prorrata de las superficies a construir respectivas.


En el caso de un contrato general de construcción destinado a completar la construcción de inmuebles para habitación que no cuenten con recepción municipal, también se aplicarán las normas precedentes, pero, para establecer el crédito, en el cálculo del crédito individual de las viviendas, deberá considerarse como valor de construcción la suma del valor individual de construcción del contrato más el valor de las obras preexistentes, el cual deberá ser declarado en el contrato.


f) El valor del terreno, para efectos de los cálculos establecidos en este número, será el valor de adquisición que acredite el contribuyente, reajustado de la forma prevista en el número 2° del artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta o el que se haya utilizado para los efectos de su avalúo fiscal correspondiente a la fecha de la recepción municipal final del inmueble, a falta de tal acreditación, el que será prorrateado por el número de viviendas en proporción a las superficies construidas respectivas, todo ello de la forma que establezca el reglamento. Para estos efectos, el valor de adquisición reajustado del terreno o el que se haya utilizado para efectos del avalúo fiscal correspondiente, deberán convertirse a su equivalente en unidades de fomento a la fecha de la recepción municipal final del inmueble.


Artículo 5º.- El beneficio determinado en el artículo anterior se imputará según las siguientes normas:


a) El derecho al crédito por cada vivienda, determinado según las normas precedentes, se devengará en el mes en que se obtenga la recepción municipal final de cada inmueble destinado a la habitación en cuya construcción se haya incorporado el respectivo Sistema Solar Térmico.  


b) La suma de todos los créditos devengados en el mes se imputará a los pagos provisionales obligatorios del impuesto a la renta correspondientes a dicho mes. El remanente que resultare, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de efectuarlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del decreto ley N° 825, de 1974. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 6º.- La imputación indebida del crédito a que se refiere esta ley en virtud de una declaración falsa, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario. La misma sanción se aplicará a quien otorgue certificados u otros antecedentes falsos que determinen la imputación indebida del crédito a que se refiere este artículo. En la misma forma, se sancionará también la imputación indebida del crédito a que se refiere este artículo cuando para tales efectos se utilicen Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad al mismo u otro contribuyente para imputar dicho crédito. Igualmente, se sancionará en la forma a que se refiere este artículo a quien habiendo imputado el crédito a que se refiere el presente artículo, facilite de cualquier modo los Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que haya utilizado para esos efectos a un tercero que impute dicho crédito en virtud de tales Sistemas o componentes.


Lo dispuesto en el inciso precedente es sin perjuicio de la obligación del contribuyente de enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o de restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito, ello más los reajustes, intereses y multas respectivas, los que en estos casos podrán ser girados por el Servicio de Impuestos Internos de inmediato y sin trámite previo. 


En los casos a que se refieren los incisos anteriores y cuando el contribuyente deba enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito a que se refiere este artículo, para los efectos de su determinación, restitución y aplicación de sanciones, el crédito o los impuestos respectivos se considerarán como un impuesto sujeto a retención o recargo y les serán aplicables las disposiciones que al efecto rigen en el Código Tributario. 


La reclamación que se deduzca en contra de la tasación, liquidación o giro que practique el Servicio de Impuestos Internos respecto del valor de los bienes corporales inmuebles, del valor o costo de los Sistemas Solares Térmicos y su instalación, del crédito o de los impuestos, reajustes, intereses y multas a que se refiere este artículo, según corresponda, se sujetará al procedimiento general establecido en el Título II del Libro III del Código Tributario.

Las empresas constructoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la oportunidad y forma que éste determine mediante resolución, el valor de construcción y el valor del terreno de los inmuebles respectivos, las modificaciones o el término anticipado de la construcción, la marca, modelo y número de serie del o los Colectores Solares Térmicos y Depósitos Acumuladores que compongan el Sistema Solar Térmico, la fecha de instalación de los señalados sistemas, el valor o costo de dichos sistemas y de su instalación, la suma del valor individual de acuerdo al contrato más el valor preexistente, cuando corresponda, u otros antecedentes que sirvan de base para el cálculo del crédito a que se refiere este artículo, acompañando los documentos que dicho organismo determine en la referida resolución. La infracción a lo dispuesto en este inciso se sancionará con la multa que se establece en el número 6°, del artículo 97, del Código Tributario, por cada infracción, aplicándose al efecto el procedimiento del artículo 165 del mismo Código.


Artículo 7º.- El beneficio establecido en esta ley regirá a contar de la publicación del reglamento, sólo respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de tales permisos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008 y que hayan obtenido su recepción municipal final a partir de dicha publicación y antes del 31 de diciembre de 2013. No obstante lo anterior, también accederán al beneficio señalado las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre del año 2013, cuando ésta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre del año 2013. 


Artículo 8º.- El propietario primer vendedor de una vivienda deberá responder por las fallas o defectos del Sistema Solar Térmico, de sus componentes y de su correcto funcionamiento, de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, entendiéndose que este tipo de sistemas se encuentran comprendidos en el número 2 del inciso séptimo del señalado artículo. 


En caso que la vivienda fuese de aquellas acogidas al beneficio establecido en esta ley, si se determina la responsabilidad civil del propietario primer vendedor de la vivienda, éste deberá subsanar la falla o defecto del Sistema Solar Térmico, de sus componentes y de su correcto funcionamiento, en el plazo de 90 días, contados desde tal determinación. Si vencido ese plazo no se hubiese subsanado la falla o defecto, se sancionará al propietario primer vendedor con una multa a beneficio fiscal equivalente al monto reajustado del beneficio que se hubiese impetrado por dicha vivienda conforme a lo dispuesto por el artículo 4° de esta ley, la que se aplicará conforme al procedimiento establecido en el artículo 165 del Código Tributario.


Asimismo, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio aludido en el inciso precedente, deberá solventar la realización de una inspección respecto del Sistema Solar Térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del periodo de cinco años contados desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el número 3 del artículo 9º de esta ley. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de Sistemas Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda.


Artículo 9º.- La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante “la Superintendencia”, tendrá las siguientes atribuciones:


1. Establecer y administrar un registro de Colectores Solares Térmicos y Depósitos Acumuladores que permitan acceder al beneficio tributario establecido en el artículo 1° de esta ley.


2. Autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos u otras entidades de control para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos, o la revisión documental, en su caso, que la Superintendencia estime necesarias para incluir componentes en el registro mencionado en el número anterior. Esta autorización se otorgará mediante resolución.


3. Autorizar a organismos de inspección u otras entidades de control para que inspeccionen los Sistemas Solares Térmicos y realicen o hagan realizar, bajo su exclusiva responsabilidad, las pruebas y ensayos que la Superintendencia estime necesarias para constatar que cumplen con las especificaciones establecidas en el reglamento, de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del artículo precedente y a lo declarado en la memoria de cálculo señalada en el artículo 3° de esta ley. 


4. Sancionar, conforme a lo establecido en el Título IV de la ley Nº 18.410, a las empresas constructoras que hubieren utilizado el beneficio tributario establecido en esta ley en caso que se compruebe que los respectivos  Sistemas Solares Térmicos no cumplen con las especificaciones establecidas en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo. 


Para la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el párrafo anterior, la Superintendencia podrá utilizar las revisiones realizadas por los organismos de inspección u otras entidades de control autorizadas de acuerdo al número anterior. Asimismo, podrá autorizar la instalación de dispositivos de medición o de captura de información o bien, realizar inspecciones directas a las instalaciones.


Los procedimientos para la autorización y control de las entidades señaladas en los números 2, 3 y 4 del inciso anterior serán establecidos por la Superintendencia mediante resolución fundada de carácter general. Las entidades así autorizadas quedarán sujetas a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia y estarán sometidas a las sanciones establecidas en el Título IV de la ley N° 18.410. 


Las facultades de la Superintendencia establecidas en los números 1 y 2 precedentes regirán por el periodo de vigencia del beneficio tributario señalado en el artículo 1° de  esta ley. La facultad establecida en el número 3 regirá por el término que resulte de la aplicación del artículo precedente.


Artículo 10.- Prohíbese la comercialización de Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para imputar el crédito a que se refiere el artículo 1° de esta ley. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.


Artículo 11.- Durante el primer semestre del tercer año a contar desde el año de publicación del reglamento, la Comisión Nacional de Energía informará a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados el número de viviendas donde se hubieren instalado los Sistemas Solares Térmicos a que se refiere esta ley en los dos años precedentes, el origen de los colectores solares instalados, el monto total de los créditos tributarios otorgados, los resultados de las acciones de fiscalización efectuadas y toda otra información que estime relevante. 


El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía encargará a un organismo internacional la realización de una evaluación del impacto de la presente ley en la reducción en el consumo de combustibles derivados del petróleo, el efecto demostrativo generado a través de la instalación de Sistemas Solares Térmicos en el país y el ahorro neto producido. Esta evaluación deberá contener, además, lo indicado en el inciso precedente, respecto de los cuatro primeros años de operación de la franquicia. Esta evaluación será de público conocimiento debiendo ser publicadas, en forma electrónica o digital, por la referida Comisión en el mes de diciembre del año de su elaboración.


Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009 se financiará con cargo a la partida presupuestaria 50-01-03-24.03.104.


Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer, en el Programa Fondo Solidario de Vivienda, mecanismos destinados a la utilización del beneficio tributario que establece esta ley.


Artículo 14.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, los que deberán llevar también la firma del Ministro de la Vivienda y Urbanismo y del Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, establezca un mecanismo destinado al financiamiento de Sistemas Solares Térmicos y su instalación, en viviendas sociales usadas. En uso de esta facultad, el Presidente de la República establecerá las disposiciones necesarias para el funcionamiento, administración, supervisión y control del señalado mecanismo. El monto de los recursos deberá ser suficiente para financiar, al menos, Sistemas Solares Térmicos y su instalación, en cien viviendas en cada una de las regiones del país durante el período en que se encuentre vigente el beneficio establecido en el artículo 4° de esta ley.


Artículo 15.- Para efectos de la tasación de las viviendas sociales a que se refiere la Ley General de Urbanismo y Construcciones, aprobada por el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, así como de las viviendas que postulen a programas del señalado Ministerio, no se incluirá el valor de los Sistemas Solares Térmicos a que se refiere esta ley.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el 18 marzo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, José Antonio Gómez Urrutia, Ricardo Núñez Muñoz y Jaime Orpis Bouchon.


Sala de la Comisión, a 27 de marzo de 2009.

(Fdo.): julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE PROTOCOLO A LA CONVENCIÓN SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDEN CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS SOBRE LOS RESTOS EXPLOSIVOS DE GUERRA

(5972-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 25 de junio de 2008.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de octubre de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García, y el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados y los Protocolos que se indican, promulgada por decreto supremo N° 137, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 8 de junio de 2004, y publicado en el Diario Oficial del 13 de septiembre del mismo año.





2.- Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el Protocolo sobre los restos explosivos de guerra de la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados (Protocolo V), fue adoptado en Ginebra, el 28 de noviembre de 2003, en la reunión de los Estados Partes de la mencionada Convención.




En este Protocolo se reconocen los graves problemas humanitarios que ocasionan los restos explosivos de guerra después de los conflictos. En ese sentido, menciona un reciente estudio del Comité Internacional de la Cruz Roja, en el cual se estima que, actualmente, unos 84 países de todas las regiones del mundo padecen de los nefastos efectos a largo plazo de dichos restos. Entre ellos se mencionan: Afganistán, Angola, Bosnia-Herzegovina, Camboya, Colombia, El Salvador, Federación de Rusia (Chechenia), Guatemala, Honduras, Irak, Laos, Nepal, Nicaragua, Panamá, Sri Lanka y Etiopía.




De ahí que la finalidad del Protocolo sea reducir al mínimo los riesgos y los efectos de los restos explosivos de guerra después de los conflictos, mediante el establecimiento de reglas relativas a la limpieza, remoción o destrucción; el registro, conservación y transmisión de la información; las precauciones para la protección de la población y objetos civiles; la protección de las misiones y organizaciones humanitarias; la cooperación y asistencia, y la aplicación de medidas preventivas de carácter genérico.





Precisa el Ejecutivo que este instrumento se aplica tanto a los conflictos armados internacionales como a los conflictos no internacionales. 





Agrega el Mensaje que el Protocolo entró en vigor el 12 de noviembre de 2006. Añade que, a la fecha, cuarenta y tres Estados lo han ratificado.





Recuerda el Ejecutivo que, en el ámbito regional, la Asamblea General de la OEA, reunida en Panamá el 5 de junio de 2007, exhortó a los Estados, mediante la Resolución AG/RES. 2293, a la “Promoción y Respeto del Derecho Internacional Humanitario”, instándolos a que consideren hacerse Parte de la Convención antes mencionada, incluyendo sus cinco Protocolos.




Por otra parte, en la Primera Conferencia de los Estados Partes del Protocolo V, celebrada en Ginebra el 5 de noviembre de 2007, el Secretario General de las Naciones Unidas, a través de un mensaje que envió a esa reunión, destacó el riesgo humanitario que los restos explosivos de guerra entrañan para los civiles después del cese de las hostilidades y las dificultades socio-económicas que importa para el proceso de reconstrucción de las sociedades.




Expresa, además, que en atención a que los restos explosivos de guerra no tienen beneficio militar, es en interés de todos, personas y medio ambiente, reducir y eliminar sus perniciosos efectos.




El 5 de diciembre de 2007 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la resolución A/RES/62/57, por la cual exhortó a todos los Estados que aún no lo hayan hecho, a adoptar todas las medidas necesarias para ser Partes de la Convención y de sus Protocolos.





Finalmente, señala el Mensaje que en este instrumento internacional se encuentran contenidas disposiciones jurídicamente vinculantes y otras voluntarias, como las medidas preventivas de carácter genérico.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 14 de julio de 2008, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 29 de julio de 2008 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 2 de octubre de 2008, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (49 votos a favor).





4.- Instrumento Internacional.- El Protocolo se estructura sobre la base de un Preámbulo, 11 artículos y un Anexo Técnico.





En el Preámbulo, las Partes reconocen los graves problemas humanitarios que ocasionan los restos explosivos de guerra después de los conflictos, la necesidad de concluir un Protocolo sobre medidas correctivas de carácter genérico para después de los acciones bélicas con el fin de reducir al mínimo los riesgos y efectos de los restos explosivos de guerra, y de adoptar medidas preventivas de carácter genérico, aplicando a título voluntario las prácticas óptimas especificadas en un Anexo Técnico para mejorar la fiabilidad de las municiones y reducir al mínimo la existencia de restos explosivos de guerra.





El artículo 1 contiene diferentes enunciados, tales como que el Protocolo se aplicará a los restos explosivos de guerra en el territorio de las Partes, o que el compromiso del cumplimiento de sus disposiciones tiene por finalidad reducir al mínimo los riesgos y efectos de los restos explosivos de guerra después de los conflictos.




A su vez, el artículo 2 consigna las definiciones necesarias para la aplicación del Protocolo, a saber: artefactos explosivos, artefactos sin estallar, artefactos explosivos abandonados, restos explosivos de guerra y restos explosivos de guerra existentes.





El artículo 3 trata de la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra. Entre otros elementos, cabe destacar que indica que cuando el usuario de artefactos explosivos que se hayan convertido en restos explosivos de guerra no ejerza el control del territorio, tras el cese de las hostilidades activas, cuando sea posible, proporcionará, entre otras cosas, asistencia técnica, financiera, material y de recursos humanos, ya sea bilateralmente o por vía de acuerdo con una tercera parte, en particular por conducto de las Naciones Unidas u otras organizaciones competentes, para facilitar la señalización y la limpieza, remoción o destrucción de los restos.




Asimismo, frente al cese de las hostilidades activas se debe proceder a la señalización y la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra en los territorios afectados bajo su control. Junto con lo anterior, se deberán adoptar medidas para reducir los riesgos que representan los restos explosivos de guerra, tales como estudiar y evaluar la amenaza que representan los mismos.





El artículo 4 regula el registro, mantención y transmisión de información sobre el empleo o el abandono de artefactos explosivos para facilitar la rápida señalización y limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra, la educación sobre los riesgos y el suministro de la información pertinente a la parte que ejerza el control del territorio y a la población civil de ese territorio.




A su vez, el artículo 5 aborda las precauciones que deben tomar las Partes para la protección de la población civil, las personas civiles y los objetos civiles contra los riesgos y efectos de los restos explosivos de guerra. Estas podrán comprender las advertencias, la educación de la población civil sobre los riesgos, la señalización, el vallado y la vigilancia del territorio afectado por los restos.




En el artículo 6 regula las disposiciones para la protección de las misiones y organizaciones humanitarias que actúen o vayan a actuar en una zona bajo el control de la Parte Contratante o parte en un conflicto con el consentimiento de ésta. Esta ayuda incluye la posibilidad de otorgar información sobre la ubicación de todos los restos explosivos de que tenga conocimiento en el territorio en que la organización o misión humanitaria solicitante vaya a actuar o esté actuando, sin perjuicio del derecho internacional humanitario vigente u otros instrumentos internacionales que prevean un mayor grado de protección.




Por su parte, el artículo 7 consagra el derecho a pedir y recibir, cuando proceda, asistencia de otras Partes Contratantes, de otros Estados no parte y de las organizaciones e instituciones internacionales competentes para hacer frente a los problemas creados por los restos explosivos de guerra existentes.




El artículo 8 indica que la asistencia también se extiende al marcaje y la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra y para la educación de la población civil sobre los riesgos y actividades conexas, así también como a la atención, la rehabilitación y la reintegración social y económica de las víctimas de los restos explosivos de guerra, junto con contribuir a fondos fiduciarios establecidos en el sistema de las Naciones Unidas.





Las asistencias podrán facilitarse en particular por conducto del sistema de las Naciones Unidas, las organizaciones o instituciones internacionales, regionales o nacionales competentes, el Comité Internacional de la Cruz Roja, las sociedades nacionales de la Cruz Roja y la Media Luna Roja y su Federación Internacional, organizaciones no gubernamentales, o en forma bilateral.




Se consagra, a su vez, el derecho de cada Alta Parte Contratante a participar en el intercambio más amplio posible del equipo, el material y la información científica y tecnológica, distintos de la tecnología relacionada con las armas, que sean necesarios para la aplicación del presente Protocolo; y el compromiso de proporcionar información a las bases de datos pertinentes sobre actividades relativas a las minas establecidas en el sistema de las Naciones Unidas.





Por último, señala que frente a la presentación de solicitudes ante las Naciones Unidas, su Secretario General podrá tomar medidas apropiadas para evaluar la situación, en cooperación con la Parte solicitante y otras Partes a las que incumban las responsabilidades en cuestión.




Mediante el artículo 9 se alienta a cada Parte Contratante a que adopte medidas preventivas de carácter genérico para reducir al mínimo la existencia de restos explosivos de guerra.




El artículo 10 dispone que las Partes Contratantes se comprometen a consultarse y cooperar entre sí sobre todas las cuestiones relacionadas con la aplicación del presente Protocolo, con este fin se celebrarán Conferencias, cuya labor será, ente otras, realizar un examen de la situación y la aplicación del presente Protocolo.




En relación con el cumplimiento de este Protocolo, el artículo 11 establece que cada Parte Contratante exigirá que sus fuerzas armadas y los organismos o departamentos competentes dicten las instrucciones y establezcan los métodos operacionales pertinentes y que su personal reciba formación que sea compatible con las disposiciones pertinentes del presente Protocolo.




Asimismo, contempla reglas para resolver cualquier problema que pueda surgir con respecto a la interpretación y aplicación de las disposiciones del presente Protocolo.




El Anexo Técnico expone las prácticas óptimas propuestas para lograr los objetivos vinculados a registro, conservación y transmisión de la información; precauciones para la protección de la población civil, las personas civiles y los objetos civiles contra los riesgos y efectos de los restos explosivos de guerra; y las medidas preventivas de carácter genérico. Igualmente, se establece que las Partes Contratantes aplicarán el Anexo Técnico a título voluntario.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, colocó en discusión el proyecto.





El Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García, señaló que este Protocolo V forma parte de la Convención sobre prohibiciones o restricciones de empleo de ciertas armas convencionales que pueden considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, que se enmarcan dentro de lo que se ha denominado “el derecho post guerra”, que busca solucionar o aminorar los problemas que se producen una vez terminado el conflicto bélico.





Agregó que Chile no tiene restos explosivos de guerra, aunque si hay minas antipersonales y antitanques y materiales que quedan luego de ejercicios al interior de polígonos militares.





Destacó que la importancia de este Protocolo radica en que permite continuar desarrollando una doctrina operacional frente a un conflicto, tanto en lo que respecta al ámbito jurídico como militar.





Explicó que el Protocolo considera obligaciones, tales como información, limpieza y registro. Agregó que, en el caso de Chile, implica ciertas medidas preventivas y que, además, tienen efectos adicionales en la fabricación de armas, tales como reglas de fabricación, empleo y retiro de materiales, por lo que la industria militar deberá adaptarse a estos cambios.





Manifestó que este Protocolo tiene una dimensión simbólica y privilegia las denominadas “armas limpias”, con el fin de poner límites al empleo de ciertas armas especialmente destructivas.





El Honorable Senador señor Pizarro consultó acerca del cumplimiento por parte chilena de las normas sobre fabricación y adquisición de armas.





El Subsecretario, señor García, contestó que los fabricantes de armas tienen la obligación de marcar las armas y explosivos que producen, lo que en Chile se cumple cabalmente. Agregó que la Subsecretaría de Guerra tiene la obligación del control de las exportaciones de armas, deber que cumple rigurosamente.





El Honorable Senador señor Larraín hizo presente que respecto de este tema es relevante la opinión de las Fuerzas Armadas, puesto que esto incide directamente en su trabajo, planificación y equipamiento.





Señaló el señor Subsecretario que el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional manifestó su conformidad con el proyecto, en particular, que las fuerzas armadas de Chile tienen las condiciones técnicas para cumplir con las exigencias de este Protocolo y que existe la política de limpiar y eliminar los restos explosivos que suelen quedar después de los ejercicios militares.





Finalmente, el señor Subsecretario agregó que las Fuerzas armadas tienen un Protocolo de trabajo que se conoce poco y que se aplica efectivamente, pues las primeras personas en situación de riesgo son los propios militares.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el "Protocolo sobre los Restos de Explosivos de Guerra" (Protocolo V) de la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que pueden considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, adoptado en Ginebra el 28 de noviembre de 2003.".

----------





Acordado en sesión celebrada el día 31 de marzo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 31 de marzo de 2009.
(Fdo.):  Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ZALDÍVAR Y BIANCHI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA CON PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD LAS CONDUCTAS CONTRA LA LIBRE COMPETENCIA EN MERCADOS QUE INDICA

(6442-03)

Honorable Senado:

Considerando los hechos de público conocimiento relacionados con la colusión celebrada entre cadenas de farmacias destinadas a fijar precios, alterando el funcionamiento normal del mercado; y teniendo presente que tales conductas dañan gravemente el orden público económico y los principios fundamentales de una sana economía social de mercado, afectando a miles de personas, se somete a la consideración del Honorable Senado la siguiente Moción:
Agrégase al Decreto Ley N° 211 de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue publicado en el Diario Oficial del 7 de marzo del año 2005, el siguiente artículo 32 bis.
"Artículo 32 bis. Los que en cualquier forma celebren, convengan, fomenten o ejecuten pactos, acuerdos, convenciones o declaraciones que tengan por finalidad precisa acordar o fijar precios de venta o de compra, límites de producción o de venta o asignarse zonas, partes o cuotas de mercado, alterando el funcionamiento natural de éste serán castigados con las penas de reclusión menor en su grado máximo.
Si las conductas descritas en el inciso precedente fueren realizadas por personas jurídicas a través de sus gerentes, mandatarios, trabajadores o asesores, sin perjuicio de castigar a los autores, cómplices o encubridores, tal persona jurídica quedará disuelta por el sólo ministerio de la ley, tan pronto se encuentre ejecutoriada la sentencia condenatoria de los sujetos señalados en este inciso".

(Fdo.): Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NOVOA, BIANCHI Y NÚÑEZ QUE MODIFICA EL REGLAMENTO DEL SENADO PARA ADECUARLO A LA LEY Nº 20.285, SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

(S 1162-09)

Honorable Senado:


Con motivo de la próxima entrada en vigencia de la ley número 20.285, sobre acceso a la información pública, se hace necesario adecuar la normativa vigente contenida en el Reglamento del Senado.
El artículo primero de la ley número 20.285 aprobó el texto de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado (en adelante “Ley de Transparencia”).

Por su parte, el artículo sexto de la ley número 20.285, estableció cuáles son las normas de la Ley de Transparencia que serán aplicables al Congreso Nacional y estableció en su inciso final que “los reglamentos de ambas Cámaras consignarán las normas que cautelen el acceso del público a la información de que trata este artículo”.

A este respecto, y en mérito de la transparencia que debe primar en la acción de todo el sector público, es preciso resolver algunas materias, lo que permitirá que los ciudadanos puedan ejercer sus derechos de manera más expedita, cumpliendo así el objetivo de la nueva ley. 


En primer término, será de responsabilidad del Secretario General tener permanentemente a disposición del público, y actualizada mensualmente, la información a que se refiere el artículo 7° de la Ley de Transparencia, en lo que sea pertinente al Senado, y la información sobre la asistencia de los señores senadores a las sesiones de Sala y Comisiones, las votaciones y elecciones a las que concurran y las dietas y demás asignaciones que perciban.

Además, el Secretario General deberá pronunciarse sobre las solicitudes de acceso a la información que se presenten, de acuerdo a un procedimiento que será publicado en la página web del Senado. Las únicas causales que permitirán denegar total o parcialmente la información son las que establece el artículo 21 de la misma Ley de Transparencia.

Para el fiel cumplimiento de las obligaciones de transparencia y acceso a la información, se le entregan nuevas competencias a la Comisión de Ética de la Corporación, la que deberá conocer de los reclamos que se presenten por la negativa o no entrega oportuna o completa de información o cuando se reclame por estimarse que la información que debe estar permanentemente a disposición del público es incompleta o errada. También le corresponderá a dicha Comisión conocer las consultas y pronunciarse respecto de los contratos que celebre el Senado con ciertas personas, según lo prescrito en el artículo 4° de la ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. Se agregarán próximamente, responsabilidades concernientes a la aplicación de la ley que regulará el “lobby”, por lo que se ha estimado preferible aludir en general a las demás funciones que le entregue la ley. Finalmente, se estima conveniente dar expresas facultades a la Comisión para que pueda normar sobre las buenas prácticas que deben inspirar la labor del Senado.
En razón de las nuevas atribuciones que se le conceden a la Comisión de Ética del Senado, ésta pasará a denominarse “Comisión de Ética y Transparencia del Senado”.

De esta forma, la normativa interna del Senado quedará actualizada con el espíritu de la nueva legislación en materia de transparencia. 


Por las razones enunciadas, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


Artículo único: Introdúcense las siguientes enmiendas a los Títulos XVI y XVIII del Reglamento del Senado:

1) Agrégase en el artículo 221 los siguientes números 7° y 8°, nuevo, pasando el actual número 7° a ser 8°:

“7° Mantener a disposición del público en la página web del Senado, en forma permanente, completa y actualizada al menos mensualmente, la información a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 6° de la ley número 20.285 y pronunciarse respecto de las demás solicitudes que se presenten al Senado, sea entregando la información o negándola, en los casos previstos en el artículo 21 de la Ley de Transparencia, dentro de un plazo máximo de veinte días hábiles contados desde la presentación de la solicitud.”.

“8° El requerimiento sobre información deberá cumplir con los requisitos del artículo 12 de Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. El Secretario del Senado mantendrá publicada en la página web de la Corporación la forma cómo se tramitarán las solicitudes de información, cómo se notificarán las resoluciones, los procedimientos para reclamar de las mismas y tendrá a disposición del público, en medios físicos y electrónicos, los formularios para solicitar información. ”.

2) Reemplázase el Título XVIII por el siguiente:

“TITULO XVIII”

“COMISIÓN DE ETICA Y TRANSPARENCIA DEL SENADO”

3) Reemplázase el artículo 229 por el siguiente:

“Artículo 299.- Existirá una Comisión de Ética y Transparencia del Senado, con el objetivo de conocer y resolver cualquier situación de orden ético que afecte a los senadores, preocuparse de establecer normas de buenas prácticas para un mejor desempeño de las funciones del Senado y velar por el cumplimiento de las normas de transparencia y acceso a la información pública.”
“Del mismo modo, le corresponderá conocer de las materias a que se refiere el inciso cuarto del artículo sexto de la ley número 20.285.”.

4) Intercálanse las siguientes letras c), d) y e), nuevas, al artículo 233, reemplazando en la letra b) la conjunción “y” y la coma que la antecede por un punto y coma (; ) y pasando la actual letra c) a ser e):

“c) Conocer del reclamo que se presente por la no entrega o negativa injustificada de acceso a la información pública;
  d) Conocer las consultas y pronunciarse respecto de los contratos que se celebren de conformidad con el inciso cuarto del artículo 4° de la ley número 19.886;

 e) Ejercer las demás funciones que le encomiende la ley, y”.

5) Agrégase el siguiente artículo 234, nuevo, cambiando la numeración correlativa de los que siguen:

“Artículo 234.- En el caso de que el Secretario del Senado, en su carácter de Jefe del Servicio, no entregue o deniegue injustificadamente la entrega de la información solicitada, el afectado podrá reclamar ante la Comisión de acuerdo con el siguiente procedimiento:

a. La reclamación deberá señalar claramente la infracción cometida y los hechos que la configuran, y deberá acompañarse de los medios de prueba que los acrediten, en su caso. 

b.  La reclamación deberá presentarse dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la denegación de acceso a la información o desde que haya expirado el plazo previsto en el número 7° del artículo 221.

c. La Comisión se pronunciará sobre el reclamo dentro de quince días contados desde la fecha en que éste se presente, salvo que la Comisión decida solicitar antecedentes para mejor resolver, en cuyo caso la resolución deberá adoptarse dentro de 10 días de la fecha en que el reclamo quede en estado de ser resuelto. Los plazos se suspenderán mientras el Senado se encuentre en receso.

En contra de la resolución de la Comisión no procederá recurso alguno.”.
(Fdo.): Jovino Novoa Vásquez, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador 
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